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INTRODUCCIÓN 

 
 

El hombre por su condición misma es conflictivo; cada uno de nosotros vive interiormente 

en constante cuestionamiento acerca de las diferencias que existen entre los mismos seres 

humanos. Pero el problema comienza cuando cada persona exterioriza su conflicto de una 

manera violenta, agresiva e intransigente respecto de los demás; es así, como se van 

formando diferentes grupos de personas que tienen intereses similares para defender sus 

posiciones frente al resto de la colectividad. 

 

Esta es la principal razón para que surja el Derecho,  en el que  la teoría trata de dirimir los 

conflictos partiendo de la base  que  son esenciales en la humanidad y, debido a esto, los 

trata de solucionar, pero de una manera equitativa. En el ámbito jurídico siempre las partes 

serán antagonistas, mientras que en el conflicto armado los actores contendientes tienen 

como objetivo el de aniquilar al enemigo. 

 

Pero no ha sido sólo el Estado. El conflicto colombiano es especialmente complejo porque 

cada una de las partes parece  jugar con unas reglas de juego diferentes. Reglas que, incluso 

no dudan en cambiar caprichosamente. Lo ha hecho el Estado reformando la Constitución 

cada década; lo ha hecho la subversión al no lograr unificar criterios entre todos sus frentes 

imposibilitando, con ello, el cumplimiento de determinados acuerdos. Y lo hacen los 

paramilitares, cuando manifiestan que su objetivo militar es la subversión, y lo que hacen es 

atentar contra la población civil en innumerables ocasiones. En cualquier caso el conflicto 

se da en últimas porque todas las partes, creyéndose en posesión de la verdad pretenden 

imponer sus puntos de vista, en una actitud no dialogante y completamente intransigente. 

 

Desde la independencia de Colombia, el país no ha estado ajeno a la violencia partidista, lo 

cual se evidencia en varias guerras civiles que se desarrollaron durante el siglo XIX, 



  

teniendo como base diferentes situaciones de hostilidad en la cual el conflicto armado ha 

sido el gran protagonista.  

 

Desde hace muchos años, las situaciones de discordia y las ganas de poder han sucintado  

un gran enfrentamiento que compromete a todos nuestros habitantes, desencadenándose 

muertes violentas, masacres, secuestros, desapariciones forzadas y otras tantas conductas 

antijurídicas que dentro  de un estado social y democrático de derecho no debería 

presentarse. 

 

Es así como en el año de 1964 surge uno de los grupos armados mas grandes y organizados 

de nuestro país como los son las Fuerzas Armadas Revolucionaras de Colombia- FARC- 

que estadísticamente se dice que ha generado la mayoría de las muertes violentas y 

masacres de nuestro país. Grupo este que se ha valido de  ideologías1 para sustentar las 

acciones que han cometido contra nuestra población y que hasta nuestros días sigue 

presentándose   como una guerrilla que erige caos y recelo en todo el país y que la 

presencia de otros grupos armados como el Ejército Popular De Liberación –EPL-, el 

Movimiento 19 de Abril –M 19- y en la ultima década las Autodefensas Unidas de 

Colombia –AUC- han sido partícipes y principales protagonistas del conflicto bélico que se 

presenta y actualmente tiene nuestro país. 

 

Un claro ejemplo – como lo nombremos anteriormente - es el Movimiento 19 de Abril  –M 

19-  que tuvo y ha tenido gran trascendencia tanto en los conflictos bélicos como el hurto a 

la espada de bolívar en 1974 que desencadeno varios  problemas, y  en 1985 protagonizó su 

acción más sonada, la toma del Palacio de Justicia, hecho que aún hoy día continúa 

dividiendo la opinión pública. Además de estos hechos  ha masiva presencia en el ejercicio 

                                                 
1 Actualmente su escudo dice “DESDE MARQUETALIA HASTA LA VICTORIA”  ya que fue   fundada 
después  de la ofensiva que “con el fin de reafirmar la autoridad del llamado Frente Nacional, el ejército 
colombiano realizó en 1964 contra la "República de Marquetalia", una de las comunidades autónomas creada 
por grupos armados de campesinos comunistas y liberales radicales a finales de la cruenta época de La 
Violencia. 



  

de la política, posicionándose como uno de los grupos que tuvo personas en sus filas y que 

en la actualidad hacen parte de nuestro aparato legislativo. 

 

Sin embargo no debe escaparse de nuestro estudio el Ejército Popular de Liberación        -

EPL-   ya que fue un grupo ilegal que también causó conmoción en su momento, ya que se 

creo como brazo armado del Partido Comunista de Colombia - Marxista Leninista y 

fundado en 1965, aunque solo inició acciones militares en 1968, principalmente en 

Antioquia (Urabá y Bajo Cauca), Córdoba, Sucre y Magdalena Medio, pero que sus 

acciones llevaron a nuestra sociedad – en su momento- a un gran sentimiento de pánico y 

zozobra. 

 

En los últimos años las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC- creadas por los 

desaparecidos Fidel y Carlos Castaño, ha sido el grupo paramilitar que ha dado un vuelco a 

nuestro conflicto armado, grupo este que desde que se creo con las llamada Autodefensas 

Campesinas de Córdoba y Urabá -(ACCU)- y hasta la creación de las actuales AUC  tuvo 

una gran expansión dentro del territorio y tuvo varios años dentro del conflicto –mas que 

todo con las FARC- pero que a su vez ha generado discordias tanto con sus acciones 

homicidas y erradicadores de nuestra población civil, como las ultimas desmovilizaciones 

de miles de sus integrantes , como la captura y muerte de varios de sus fundadores y 

cabezas principales. 

 

Pero queremos hacer hincapié en todas esas acciones que los anteriores grupos han 

desarrollado  y el gran impacto social que ha generado dentro de toda nuestra  sociedad 

civil, ya que siempre ha sido y será la más afectada, pero sin dejar en el tintero los 

cometidos que nuestros gobiernos se han propuesto y por ende han querido desarrollar, 

tomando como base la situación socio-política y económica, en los llamados planes de 

desarrollo. Pero lo realmente inquietante es si ¿en verdad son planes de desarrollo 

enfocados  a la verdadera lucha por conseguir la paz? o por el contrario ¿son planes de 

gobierno que   han  servido –a las diferentes personas aspirantes a un cargo político-para  

llegar a un estamento político y el verdadero fin queda a la deriva?   



  

 

Por último queremos resaltar, que en nuestro concepto, la Sociedad civil tiene un punto de 

partida  que no es militar, es decir, la sociedad no armada; desde este punto de vista, a la 

Sociedad Civil se le observa por medio de la generación de algunos vínculos, que pueden 

ser laborales, asociativos, gremiales, entre otros; de esta manera, puede entendérsele como 

aquella organización que busca la unión de los ciudadanos para su defensa y protección. 

Dentro de estos grupos encontramos a las mujeres que en muchos casos éstas se han visto 

sometidas a la violencia, los embarazos forzados, la esclavitud y la violencia sexual y que 

constituyen la mayoría de la población en desplazamiento forzado. Con muy pocas 

excepciones, la situación de las mujeres en los conflictos armados ha sido sistemáticamente 

desconocida, la vulneración de sus derechos silenciada y las medidas conducentes a su 

reparación y restitución ignoradas. 

En este concepto el trabajo desarrollado por las mujeres y sus organizaciones por la 

negociación política del conflicto armado y la construcción de la paz en Colombia se ha 

fundamentado en la exigencia de la protección y garantía de los derechos humanos así 

como en la igualdad jurídica, política, económica y social entre mujeres y hombres, 

consagrados en la Constitución Nacional de 1991  
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CAPITULO I. PROBLEMA, OBJETIVOS, JUSTIFICACION E HIPOTESIS 

 

1.1. PROBLEMA. 

 

Queremos realizar un  estudio socio cultural con un gran énfasis en lo jurídico de lo que ha 

sido la intervención de la sociedad civil en especial las mujeres en los últimos años en los 

procesos de paz para Colombia. 

 

Se busca visualizar cual ha sido el papel protagónico que ha desempeñado la sociedad civil 

por medio de diferentes asambleas, mesas de negociación, y los acuerdos dados por las 

entidades estatales con la fundamentación de las intervenciones hechas por la misma 

sociedad. 

 

El estudio se enfocara en la intervención de la sociedad civil tomando como punto base los 

grupos de mujeres, que han participado en los últimos procesos de paz realizados en 

nuestro país,  por ejemplo los realizados con las fuerzas armadas revolucionarias de 

Colombia FARC en el periodo presidencial de Dr. ANDRES PASTRANA ARANGO y 

últimamente los realizados con las autodefensas unidas en Colombia AUC, y con un claro 

punto de partida, como son  los grupos sociales legales participantes en dichos diálogos, en 

los cuales el estado por medio de normas y  las mismas entidades privadas han tenido un 

papel en la decisión para dicha intervención. 

 

La ingerencia de los civiles ha generado muchas incongruencias en los procesos de paz  ya 

que su único propósito es encontrar una salida pacifica, y en los cuales el Estado presenta 

dudas respecto de las diferentes intervenciones, argumentando que muchas personas 

generan dudas en su trabajo hacia los entornos sociales y que el mismo estado se muestra 

un poco dubitativo para poder realizarlas. 
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Con esto se aclara, que el papel desempeñado por la sociedad civil se ha tomado como una 

salida pacifica, que aparte de ayudar al mejoramiento del problema de la paz en nuestro 

país, se ve hacia un futuro como una multiplicidad de órganos que pueden ejercer control 

en los procesos en el momento que se necesite. 

 

Por eso es clave entender la problemática y analizar, cómo se ha presentado el desarrollo y 

que importancia ha tenido la intervención de la sociedad civil en los diálogos de paz, ya que 

lo esencial es retomar la participación de  los diferentes grupos en los procesos. Además, es 

de destacar que el viejo esquema que aducía que la “paz es solo desmovilización y 

desarme”, a pesar de ser un buen esquema –que bien llevado daría resultados- debemos 

observar que otros esquemas podrían funcionar, y mejor  que esto se podría pensar  que la 

paz se construye generando profundas reformas y cambios sociales, políticos y económicos. 

Entre mas se tarden estos cambios, mas se tardara la paz; hay que crear conciencia que la  

barbarie y otros crímenes atroces que se han cometido en estos últimos 40 años de conflicto 

no se puede volver a repetir y mucho menos que se agudicen cada día mas, por que esto 

seria retroceder en lo poco que se ha avanzado en la búsqueda de una sociedad civilizada; 

lamentablemente nosotros como ciudadanos estamos ajenos a este tipo de procesos y no 

nos permitimos entender porqué, cómo y para qué se genera un  conflicto y cual es el papel 

de la sociedad civil en los diálogos, que podrían levar a una resolución pacifica del 

conflicto. 

Es importante entender cual has sido el papel del estado y grupos al margen de la ley, 

porque si no sabemos que se  quiere lograr con estas políticas  y hacia donde se dirige se 

estaría dejando a un lado las intervenciones y pensamientos del pueblo, los cuales son los 

integrantes y centro del desarrollo del país, que si estos intervinieran permitirían un buen 

adelanto de la calidad de vida de todos los integrantes de nuestra sociedad; este ejemplo a 

simple vista no parece que tenga nada que ver con el tema, pero si observamos 

detenidamente la intervención de las personas, atendiendo a sus necesidades, sus miedos, 

sus anhelos y visiones, y sus intenciones de participar de un fenómeno de tanta 

trascendencia para el país, seria lo mas importante  para el perfeccionamiento de nuestros 

planes de paz. 
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1.2. OBJETIVOS.  

 

1.2.1.  Objetivo General. 

 

Establecer y analizar el impacto del conflicto armado colombiano, la intervención de la 

sociedad civil en cabeza de  las mujeres, y su incidencia con el derecho internacional 

humanitario, para informar tanto a las entidades autorizadas como a la población la correcta 

aplicación de la mediación en procesos de paz en Colombia y a nivel mundial. 

 

1.2.2.  Objetivos Específicos. 
 

• Analizar la evolución del conflicto armado en Colombia. 

• Establecer cual es el papel de  los diferentes grupos armados ilegales que están 

asentados en nuestro país. 

• Identificar el concepto de sociedad civil y la aplicabilidad que se ha dado en nuestro 

país. 

• Analizar las prepuestas de paz que nuestros mandatarios han expuesto como salida 

al conflicto interno, y cual es la verdadera ingerencia que estas tienen en los 

procesos. 

• Examinar que papel cumple el derecho internacional humanitario en la paz. 

• Considerar que el trabajo desarrollado por los diferentes grupos de mujeres que se 

han preocupado por nuestro país, en lo concerniente a los procesos de paz, ha sido 

de gran importancia y ha generado desarrollo. 

 

1.3. JUSTIFICACIÓN. 

 
Los conceptos de sociedad civil (mujer) y conflicto armado, dentro de un estado social de 

derecho, lleva implícita  la noción de una necesidad activa, de una fuerza eficaz que nos 

lleve a pensar que  las  normas y leyes de nuestro país y el apoyo del gobierno sea un motor  
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que de inicio a una salida legal de una problemática que se ha venido presentando desde 

hace mucho tiempo. 

 

Lo que se busca fundamentalmente es que, además de ser un tema novedoso, es actual y se 

presenta pertinente ya que puede ser un punto de información que nos puede dar una 

solución a la problemática de nuestro país. 

 

Los conflictos armados afectan negativamente a las mujeres y los hombres; derivan en 

desventajas específicas de género que no siempre son reconocidas o enfocadas por las 

percepciones comunes sobre conflicto y reconstrucción que suelen ser ciegas al género.  

 

La inequidad de género refleja los desequilibrios de poder en las estructuras sociales que 

existen en periodos previos a los conflictos y que son exacerbados por el conflicto armado 

y sus secuelas. La aceptación de los estereotipos de género es una de las principales razones 

de que persista dicha ceguera. 

 
 
Los conflictos armados exacerban las desigualdades en las relaciones de género que 

existían en el periodo previo al conflicto. El presente estudio explora el impacto de los 

conflictos armados en las relaciones de género, analizando las distintas formas en que el 

conflicto afecta a las mujeres.  

 

Las intervenciones deben dar cuenta de las diversas realidades de las mujeres y los 

hombres, quienes pueden simultáneamente jugar los papeles de activistas y madres/padres, 

soldados y víctimas. 

 

Reconocer y enfocar esta diversidad es vital para el establecimiento de sociedades más 

sostenibles y equitativas tras el conflicto. Aunque las mujeres experimentan desventajas en 



  

 5

el curso del conflicto armado, los hombres no necesariamente son siempre los 

perpetradores y, por tanto, los vencedores, ni las mujeres siempre perdedoras.   

 

En todas las sociedades, la desigualdad que las mujeres experimentan durante un conflicto 

armado y después de éste se deriva de las interpretaciones dominantes acerca de los roles 

de género. El ‘género’ se refiere a las percepciones sobre las conductas, la apariencia y las 

actitudes que se consideran apropiadas para mujeres y hombres, las cuales surgen de 

expectativas sociales y culturales. En el contexto de un conflicto armado, persiste la 

percepción sobre las mujeres como esposas, madres y cuidadoras, en tanto de los hombres 

se espera que sean agresores y soldados. Aunque mujeres y hombres a menudo sí asumen 

estas funciones tradicionales, existe en la literatura popular una tendencia a exagerar el 

grado al cual desempeñan los roles estereotípicos de género en un conflicto armado. La 

realidad es que las mujeres también son activas como soldados y agresoras, mientras que 

los hombres pueden ser tanto víctimas como combatientes. Ahora bien, observando desde 

el punto de vista de los derechos humanos mas específicamente del derecho internacional 

humanitario, el nuevo interés que merecen los derechos humanos de la mujer y las 

repercusiones, aunque de poca monta, que ha tenido esta cuestión no han dado lugar a un 

reconocimiento general de la necesidad de que los derechos humanos de la mujer ocupen 

un lugar especial en el derecho internacional humanitario. 

 

Las relaciones de género, entonces, se refieren a las maneras en que las mujeres y los 

hombres interactúan. Un enfoque clave, consiste en explorar el impacto del conflicto 

armado en las relaciones de género en términos de cómo son afectadas las dinámicas de 

poder entre mujeres  por los distintos tipos de desventajas que el conflicto armado impone. 

Los análisis existentes sobre el conflicto armado y la resolución post-conflicto son débiles 

en varios aspectos – algunos ignoran a las mujeres-, en tanto otros asumen un enfoque que 

no considera el género, o bien definen el rol de las mujeres en formas estereotípicas. Otros 

más miran a las mujeres sin tomar en cuenta las relaciones de género. 
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CAPITULO II. ANTECEDENTES HISTRICOS. 

 

2.1. CONFLICTO ARMADO INTERNO  

 

2.1.1. La patria Boba.  

Periodo comprendido entre 1810 a 1816 caracterizado por grandes conflictos intensos que 

surgieron por opiniones encontradas acerca de la forma de organizar el nuevo gobierno las 

constantes peleas entre los federalistas y centralistas dio origen a este periodo inestable 

entre los cuales se encontraba Camilo Torres entre los federalistas. Durante cinco años, el 

antiguo Reino de Nueva Granada (actual Colombia), vive una era que la historia conoce 

con el nombre de la "Patria Boba". Cada provincia proclama sus autoridades, cada aldea 

tiene su Junta independiente y soberana, la palabra federalismo se convierte en la soberbia 

doctrina de la impotencia. Las derrotas iniciales de Bolívar, el conservatismo oligárquico 

del Perú virreinal y la política centralista de Buenos Aires en el Sur, que engendra la 

segregación y el separatismo de las provincias del Río de la Plata, ofrecen un mismo 

espectáculo de división y caos. Por el contrario, desde el comienzo de su acción el 

Libertador expresa en sus proclamas y en su correspondencia una idea central: la unidad 

latinoamericana. Su edecán, el general O'Leary, recordará luego la frase que repite mil 

veces: "Unión, unión, o la anarquía os devorará".2 

A medida que sus fulgurantes triunfos militares se sucedían, Bolívar comienza a llevar a la 

práctica sus grandiosos proyectos unificadores. Era una doctrina común en América 

Hispánica, desde los precursores. A fines del siglo XVIII el jesuita D. Juan Pablo Viscardo 

y Guzmán, natural de Arequipa, y que como muchos otros miembros de la Orden de Loyola 

expulsados por los Borbones, adoptó el partido americano contra la Metrópoli, escribía una 

carta célebre "a los españoles americanos", en la que decía: "El Nuevo Mundo es nuestra 

                                                 
2 Nueva Historia de Colombia. Tomo 2, republica del siglo XIX. Editorial Planta. Bogota. 1990 



  

 7

patria, su historia es la nuestra" . La Junta de Chile se dirigía en 1810 al gobierno de 

Buenos Aires planteando la necesidad de establecer un Plan o Congreso para "la defensa 

general". En Caracas, en abril de 1810, la primera Junta, bajo la máscara de Fernando, 

reclamaba la "obra magna de la confederación de todos los pueblos españoles de América" 

El Chileno Juan Egaña componía en la primera década revolucionaria un Plan cuyo primer 

capítulo establecía la formación de "el Gran Estado de la América Meridional de los Reinos 

de Buenos Aires, Chile y Perú y su nombre será el de Dieta Soberana de Suramérica". 

Desde el Perú, Monteagudo escribirá su Ensayo sobre la necesidad de una Federación 

general entre los Estados Hispanoamericanos y plan de su organización. En el Alto Perú, 

Castelli, uno de los raros revolucionarios porteños, lanza un manifiesto: "Toda América del 

Sur no formará en adelante sino una numerosa familia que por medio de la fraternidad 

pueda igualar a las respetadas Naciones del mundo antiguo" . La primera Junta, encabezada 

en 1811 por Fulgencio Yegros proponía la Confederación del Paraguay con las demás 

provincias de América de un mismo origen "y principalmente con las que comprendían la 

demarcación del antiguo Virreynato" Todos los Jefes revolucionarios, de un extremo a otro 

de la Nación latinoamericana, proclamarán su condición de "americanos", sean caraqueños, 

neogranadinos, argentinos, peruanos, orientales o chilenos. Para todos, la ciudad o región 

natal será, por todo un período, "la patria chica". De todos ellos, es Bolívar quien expresa 

más categóricamente la conciencia nacional común. En una arenga a la División de 

Urdaneta, Bolívar dice en 1814: "Para nosotros la patria es América". Bolívar tenía la 

convicción de que la independencia había sido prematura, precipitada por la invasión 

napoleónica. Era obvio que la Independencia de las colonias americanas, con su debilidad 

económica y social podía y debía ser presa de la disolución interior y la dependencia 

económica de algún gran poder mundial, en este caso, el Reino Unido 

2.1.2. Guerra De Los Mil Días  1899-1902.   

Fue la última de Colombia en el siglo XIX y la más larga y más sangrienta. Se originó por 

la oposición del Liberalismo al gobierno conservador de la Regeneración y a la búsqueda 

de una reforma a la Constitución de 1886 considerada autoritaria. Los jefes liberales fueron 

los generales Rafael Uribe Uribe y Benjamín Herrera; y los conservadores, los generales 
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Próspero Pinzón, Ramón González Valencia, Pedro Nel Ospina y otros, quienes 

defendieron el gobierno del Presidente Manuel Antonio San Clemente y del vicepresidente 

José Manuel Marroquín. La guerra tuvo su principal escenario en Santander  pero se 

extendió a todo el país. Sus principales batallas fueron las de Peralonso y Palo Negro; esta 

última duró 15 días en un enfrentamiento entre las fuerzas liberales con 8.000 soldados y el 

ejército conservador con 18.000 hombres. Esta batalla culminó con el triunfo de las fuerzas 

del gobierno comandadas por el general Próspero Pinzón. Después de los tratados de 

Neerlandia y Wisconsin en 1902 se alcanzó la paz para Colombia en los albores del siglo 

XX. Las cifras de bajas de la guerra han girado alrededor de los 100.000 muertos3 

La Guerra de los Mil Días duró tres años, se desarrolló en toda la geografía colombiana, 

con excepción de las regiones selváticas y Antioquia, donde la lucha no adquirió las 

proporciones de las demás regiones.  

El enfrentamiento se produjo entre los conservadores, que en ese momento se encontraban 

en el poder y contaban con los ejércitos constituidos para el gobierno, y los liberales, que en 

un comienzo buscaron hacer una guerra entre ejércitos, pero que sólo pudieron 

conformarlos en los departamentos de Santander y Panamá, por lo que se libró una lucha de 

guerrillas que se les salió de las manos en el resto del territorio nacional.  

Durante estos tres años ambos bandos combatieron en cientos de escaramuzas, aunque se 

presentaron grandes encuentros bélicos en las regiones que garantizaban movilidad de 

pertrechos y armas para el liberalismo, como el río Magdalena y las fronteras nacionales 

La guerra estalló el 17 de octubre de 1899, cuando los pacifistas del partido liberal no 

pudieron contener la furia armada de las juventudes. Hasta el último momento, el Olimpo 

Radical procuró detener una guerra para la cual el liberalismo no estaba preparado. Prueba 

de ello es el llamado 'telegrama mortal', que se distribuyó a última hora a las regiones y en 

el cual la Dirección Liberal solicitaba a los caudillos locales no atender el llamado al 

conflicto.  

                                                 
3 Nueva Historia de Colombia. Tomo 2, Republica del siglo XIX. Editorial Planta. Bogota. 1990 
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Así, estalló el conflicto más largo, complejo y sangriento de toda nuestra historia. Ningún 

colombiano estuvo a salvo y todos de una manera u otra hicieron parte de la guerra.   

Los guerrilleros (liberales) hicieron su aparición Cuando el liberalismo declaró la guerra, 

creía que iba a librar una batalla entre grandes ejércitos "movimiento de tropas bajo el 

mando de sus más connotados jefes políticos y caudillos militares, con despliegue de 

banderas, uniformes y acordes marciales". No obstante, la falta de preparación y la 

precariedad de armas y pertrechos produjo una lucha de guerrillas en prácticamente todo el 

territorio.  La estrategia de los liberales estaba afincada en la creación de un gran ejército en 

Santander, ya que esta era, por excelencia, una región liberal limítrofe con Venezuela, a 

través de la cual se esperaban traer armas de los gobiernos vecinos con la anuencia de su 

presidente Cipriano Castro y cuya ubicación geográfica les permitiría tomarse el río 

Magdalena y de ahí entrar por Honda o Boyacá a la capital de la República.  

La pérdida del río Magdalena en la Batalla de los Obispos y las derrotas en Santander 

condujeron a los liberales a realizar una lucha regional de un claro carácter irregular, que 

estuvo liderada por caudillos locales, reticentes a órdenes y que cobraron sus propias 

cuentas en nombre del conflicto. Los guerrilleros eran en su gran mayoría "hombres sin 

tierra, pequeños propietarios y colonos, trabajadores independientes, negros de las dos 

costas y, en fin, indios guajiros y desposeídos aborígenes del sur del Tolima, del Cauca y 

Panamá". También participaron artesanos, desocupados y servidores sociales en los 

menesteres más humildes, así como algunos estudiantes, comerciantes y empleados de 

oficina, ya que estos últimos conformaron las fuerzas que se constituyeron como ejércitos 

al mando de los generales liberales; los jefes guerrilleros, quienes lideraron la guerra 

irregular, fueron determinantes en el conflicto, pues cuando los prohombres del liberalismo 

fueron derrotados, ellos se encargaron de continuar en la lucha.  

2.1.2.1. Las mujeres. 

La mujer, sin distingos de clase, participó en la guerra tanto en el apoyo logístico como en 

el combate. Sirvió de mensajera y para esto conformó redes de informantes en todo el país; 
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se encargó de la preservación de alimentos y la preparación de la comida. Fue, además, 

responsable de suministrar armas, pues el conocimiento anticipado que tuvo el gobierno de 

la fecha de inicio de la guerra, imposibilitó la salida de arsenales para los distintos grupos 

de combates. Así, los pertrechos fueron llegando posteriormente, entre otras cosas, gracias 

a la efectiva labor femenina.  

En el campo de la medicina su participación no fue menos importante, pues el carácter 

trashumante que le dieron las agrupaciones guerrilleras a la lucha, no permitió a los 

liberales establecer centros hospitalarios, y fueron las mujeres, entonces, las encargadas de 

montar un sistema de salud a partir de ranchos campesinos en donde curaron la fiebre y las 

heridas a punta de recetas caseras y plantas medicinales en su gran mayoría. Las mujeres de 

la ciudad apoyaron esta tarea con la consecución de distintas drogas.  

En el combate, la mujer estuvo presente en las filas liberales, cuya conformación permitió 

la creación de columnas femeninas, mientras que en el estricto ejército conservador no 

hubo cabida para ellas. Se hicieron célebres mujeres de todas las regiones del país que 

lucharon con tanto coraje y arrojo como cualquier hombre.  

Sin embargo, la presencia femenina no sólo tuvo que ver el espíritu patriótico, muchas 

marcharon con las tropas con fines eminentemente prácticos como el comercio de besos y 

baratijas. Se inmortalizaron las Juanas y las Chonas o Rabonas, que surgieron en las guerras 

civiles como resultado de la promiscuidad de los ejércitos.  

2.1.2.2. Los niños: Ni siquiera los niños se encontraron a salvo de la guerra. Los que 

residían en las ciudades cambiaron las rondas por las marchas y en las aulas los rojos y los 

azules estaban aparte. Tanto liberales como conservadores apreciaron las cualidades de los 

niños combatientes "la agilidad, viveza, acatamiento de las órdenes, la casi inexistencia de 

vicios y, especialmente, la impavidez frente al riesgo y a la muerte".  

2.1.2.3. La Iglesia. La Iglesia tomó partido y como retaliación al trato dado en la 

Constitución de 1863 durante el gobierno liberal de Tomás Cipriano de Mosquera, en el 

cual se expropiaron sus bienes, actuó en la esfera de lo político ganando adeptos para el 
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partido conservador en nombre del cielo y del infierno. Así, el conflicto adquirió 

dimensiones de guerra santa y los liberales aparecieron como masones, agnósticos y ateos 

que se debían exterminar para la gloria de Dios.  

El púlpito fue entonces la mejor arma de reclutamiento, y clérigos como el obispo Ezequiel 

Moreno Díaz envió a la guerra a convencidos y devotos católicos con la única misión 

celestial de exterminar rojos.  

No obstante, no todo el clérigo fue radicalmente conservador, por ejemplo, el arzobispo de 

Bogotá, Bernardo Herrera Restrepo, mantuvo una posición de neutralidad ante el conflicto, 

e incluso, hizo parte del primer intento de paz, promovido por el gobierno ecuatoriano.  

Los resonantes argumentos políticos y sociales con que los dirigentes de ambos bandos 

embarcaron a Colombia en el conflicto sólo fueron entendidos por ellos mismos. El pueblo 

luchó por otras razones y así, mientras los conservadores conseguían el cielo matando 

liberales, éstos últimos luchaban en nombre de la Restauración, sin saber que significaba, 

pero asimilándola a una lucha por el poder 

En esta batalla se inmortalizó el general Uribe Uribe, al tomar en una arriesgada acción el 

puente de La Laja sobre el río Peralonso y abrir una brecha entre las líneas enemigas. "La 

pérdida del puente y el paso franco al otro lado del río parece como si le hubiese cortado la 

yugular al ejército conservador, pues éste se desploma iniciando a poco su retirada, que más 

delante se torna en desbandada".  

De manera paralela y gracias a las gestiones del presidente ecuatoriano Eloy Alfaro, el 

Olimpo Radical y la Iglesia entraron en conversaciones para conformar una comisión que 

tenía como objetivo negociar con el gobierno condiciones honrosas para los liberales 

combatientes y convencer a los belicistas, ubicados en Santander, de dejar las armas e 

iniciar el diálogo. Sin embargo, los comisionados no encontraron en el gobierno un 

ambiente propicio para la paz.  
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Los liberales por su parte, que habían estado esquivos al tema de la paz, pues consideraban 

deshonroso llegar a un acuerdo con un ejército derrotado, buscaron negociar después de la 

victoria de Peralonso. El general Uribe Uribe, consolidado como héroe y máxima figura de 

su partido, buscó un acercamiento con el gobierno, que fue rechazado de manera 

categórica. 

La tercera posibilidad de paz sería irónicamente la estocada final que le dio impulso a la 

guerra. El golpe de estado que el 31 de julio de 1900, llevó al poder a Marroquín apoyado 

por los históricos, acabó exacerbado los ánimos, pues para su realización se contó con el 

beneplácito del Olimpo Radical, que apoyó la causa a nombre de una convenio que nunca 

se cumplió. Para sorpresa de los liberales, Marroquín acabó no sólo apoyando la línea dura 

de los nacionalistas sino que cerró toda posibilidad de paz. 

2.1.3. Masacre De Las Bananeras  1928. 

Es un episodio ocurrido en la población colombiana de Ciénaga en 1928 cuando las fuerzas 

armadas de Colombia abrieron fuego contra un número indeterminado de manifestantes, 

trabajadores de la United Fruit Company. También es conocida como "La Masacre de 

Santa Marta". 4 

En el año 1928, La United Fruit Company llevaba 30 años operando en Colombia y 

explotaba a los trabajadores aprovechando la falta de legislación laboral en el país, 

mediante la utilización de un sistema de subcontratación que le permitía hacer caso omiso 

de las peticiones obreras. Los trabajadores habían intentado huelgas en años anteriores para 

mejorar sus condiciones que terminaron sin resultados positivos. 

La huelga de trabajadores se presento en la tarde del 6 de diciembre de 1928, después de 

casi un mes de huelga de los diez mil trabajadores de la United Fruit Company, corrió el 

rumor de que el gobernador del Magdalena se entrevistaría con ellos en la estación del tren 

                                                 
4 Nueva Historia de Colombia. Tomo I, Historia Política 1886-1946.. Editorial Planta. Bogota. 1990 
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de Ciénaga. Era un alivio para los huelguistas, pues no habían recibido del gobierno 

conservador sino amenazas y ninguna respuesta positiva de la multinacional. 

Desde el principio hubo brotes de violencia de todos los lados, los obreros, los agentes de la 

United y fuerzas armadas, pero no pasaban de escaramuzas aisladas. Por eso los huelguistas 

acudieron en masa a la estación de Ciénaga al encuentro con el primer funcionario 

gubernamental que se dignaba hablar con ellos. Como pasaban las horas y el funcionario no 

llegaba, los ánimos se fueron exacerbando, tanto entre los manifestantes como entre los 

soldados emplazados en el sitio. 

En ese momento las fuerzas armadas dieron la orden de desalojo que fue desobedecida por 

los trabajadores quienes enardecidos vociferaban “abajo a la multinacional y al gobierno”. 

El General Cortés Vargas, quien fue el que dio la orden, argumentó posteriormente que lo 

había hecho, entre otros motivos, porque tenía información de que barcos estadounidenses 

estaban cerca a las costas colombianas listos a desembarcar tropas para defender al personal 

estadounidense y los intereses de la United Fruit Company, y que de no haber dado la orden 

Estados Unidos habría invadido tierras colombianas. Esta posición fue fuertemente 

criticada en el Senado, en especial por Jorge Eliécer Gaitán quién aseguraba que esas 

mismas balas debían haber sido utilizadas para detener al invasor extranjero. 

El número de muertos no se ha determinado y sigue siendo motivo de debate. Según la 

versión oficial del gobierno colombiano del momento sólo fueron nueve. Otra versión es 

aquella contenida en los telegramas enviados el 7 de diciembre de 1928 por el consulado de 

Estados Unidos en Santa Marta a la Secretaría de Estado de Estados Unidos, donde 

inicialmente se informaba que fueron cerca de 50 los muertos. Más tarde en su comunicado 

del 29 de diciembre de 1928 indicó que fueron entre 500 y 600, además de la muerte de uno 

de los militares. Por último en su comunicado del 16 de enero de 1929 indicó que el 

número excedía los 1.000. Según el consulado, la fuente de dichas cifras fue el 

representante de la United Fruit Company en Bogotá. Posteriormente diferentes versiones e 

investigaciones hechas por historiadores colombianos y extranjeros han hablado de otras 
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cifras, de entre 60 y 75 muertos, como mínimo, o de alrededor de mil, como máximo; 

testigos han dicho que muchos cuerpos fueron llevados en trenes y arrojados al mar. 

Ante esta respuesta violenta, se produce la desbandada de los trabajadores y una rápida 

negociación, y como resultado de la misma aceptan recortar por mitad los salarios. La 

indignación obrera se estrelló contra una doble muralla que le impidió sacar frutos de la 

aciaga experiencia: de una parte, el temor anticomunista del gobierno de Miguel Abadía 

Méndez (1926-1930) que veía la revolución bolchevique a la vuelta de la esquina; y, su 

contraparte, la tozuda fe insurreccional heredada de las guerras civiles del siglo XIX y 

alimentada por las nuevas ideologías de izquierda. El resultado es que ni hubo la temida 

revolución, ni tampoco cuajó la ansiada insurrección. El aparente empate fue resuelto por 

un liberalismo reformista que tomó en sus manos el poder para intentar, sin mucho éxito, 

atemperar los espíritus e institucionalizar el conflicto laboral que era imposible soslayar. 

2.1.4. Época De La Violencia  1948 -1960  Y El Bogotazo.  

Después de finalizar la República Liberal (1930-1942), con la renuncia de Alfonso López 

Pumarejo a la Presidencia de la República, por las presión política de varios sectores 

liberales, que criticaban su segundo periodo por lo corrupto y el mal desempeño de la 

economía. López Pumarejo permitió que el Designado de la República tomara el poder y 

convocara elecciones para junio de 1946.5 

Durante el gobierno del Designado de Pumarejo, el Partido Liberal, afectado por la 

ausencia de su líder natural, Pumarejo, entró en una pugna interior por su liderazgo. 

Mientras que las toldas conservadoras, que no llegaban al Palacio de San Carlos desde 

1930, se concentraban alrededor del presidente del Directorio Nacional Conservador, 

Mariano Ospina Pérez. El discurso sosegado de la nueva tendencia conservadora encontró 

asidero en la convulsionada sociedad colombiana, mientras que el liberalismo finalmente se 

declaró dividido entre Turbayistas y Gaitanistas. El turbaismo, representaba a las elites 

comerciales y al viejo liberalismo elitista que instauro la República Liberal, eran los 

                                                 
5 Nueva Historia de Colombia. Tomo II, Historia Política 1946-1986. Editorial Planta. Bogota. 1990 
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representantes de la continuidad del proyecto de las Presidencias de Eduardo Santos y 

Enrique Olaya Herrera. El Gaitanismo, era una fresca corriente dentro del Liberalismo que 

se originó en Jorge Eliécer Gaitán, el líder del extinto partido UNIR (Unión Nacionalista 

Izquierdista Revolucionaria), que aunque ni Marxista o radicalmente revolucionario, 

concentraba diversos matices del pensamiento original del Manifiesto Liberal de Ezequiel 

Rojas, el fundador del Partido Liberal. Gaitán manejaba bien a las masas, mientras que 

Turbay era muy lejano. Para mediados de 1945, la Dirección Nacional Liberal escogió la 

candidatura de Turbay como la oficial, dejando la Gaitanista, como una tendencia 

independiente. En este clima político, Mariano Ospina encabezaba un conservatismo unido 

que arrazo en las Elecciones Presidenciales de 1946. En el discurso de la toma de posesión, 

Realizado en el Salón Elíptico del Capitolio Nacional, Mariano Ospina Pérez pidió 

comprensión a la extrema derecha conservadora, y a los sectores representantes de la 

tendencia Gaitanista que cedieran diferencias y que con su voluntad el formaría un 

gobierno de Unidad Nacional. El gabinete fue distribuido igualmente entre ambas 

tendencias, Pero los Ministerios más importantes fueron retenidos por el Partido 

Conservador, dejando las ideas de unión nacional en el aire. A pesar de las diferencias y 

crispaciones políticas del Gobierno de Mariano Ospina Pérez, su gobierno tuvo resultados 

positivos, como la Ley de Hidrocarburos, La creación de Telecom y organización de 

Ecopetrol, leyes de trabajo y el Instituto de Seguros Sociales. En las ciudades, el ambiente 

que se respiraba, guardaba cierto orden y concordia, pero la situación en el campo 

empeoraba cada día más, El creciente caciquismo, retenido por los hacendados 

conservadores, se convirtió en motivo de rabia para los ahora empobrecidos comerciantes 

liberales, que perdieron esta posición. La crispación se convierte en violencia y leves 

escaramuzas publicas entre liberales y conservadores, pero el gobierno afirma que eso son 

rencores que no prosperaran. El gobierno se equivoco, Gaitán sabia que el era el Jefe 

Natural del Partido, y lentamente su ideología se desradicalizo, entrando también en las 

mentes de la clase media trabajadora, que crecía abrumadoramente. Encabezando 

numerosas protestas, como la famosa protesta del Silencio, Gaitán adquirió más fama, hasta 

ser conocido en todas partes. El Conservatismo estaba preocupado, pues se le acababa su 

cuarto de hora... Esa clara mañana del 9 de abril de 1948, Gaitán salía de su casa para la 
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Oficina, cerca de la Av. Jiménez, trabajo, y cuando salió a almorzar, un hombre se le 

acerco, saco un arma y le disparo. La conmoción general se transformó en una turba, que 

mutilo y paseo por las calles el cuerpo del magnicida, Juan Roa Sierra. condeno el 

imperialismo y el elitismo y arrazo con todo lo que vieron a su paso. Años de esas rabias 

reprimidas desde las Guerras Civiles del siglo XIX salieron a la luz: hijos contra padres, 

hermanos contra hermanos, ni las más duraderas amistades resistieron la efervescencia y 

calor de esos momentos ya no eran ideologías ni partidos, ahora, era el fanatismo. 

Colombia se desangró en una noche. El asesinato, aún sin resolver concluyentemente, en 

Bogotá del líder progresista y populista de extracción lineral Jorge Eliécer Gaitán provoca 

un estallido de cólera de las masas populares dando origen al Bogotazo, una serie de 

revueltas y saqueos en la capital Bogotá que termina a los pocos días tras un baño de 

sangre. Los liberales vencidos se retiran al campo y organizan la resistencia con el apoyo 

del Partido Comunista. Los propietarios por su parte organizan partidas armadas para 

luchar contra los liberales, que degeneran rápidamente en grupos de bandidos. Este periodo 

es conocido como "La Violencia" y varios personajes de ambos bandos enfrentados se 

harán famosos por sus acciones atroces. Más de doscientos mil muertos es el saldo de este 

periodo. En 1953 el General Gustavo Rojas Pinilla toma el poder y ofrece el final de la 

guerra. Por medio de las amnistías, cinco mil guerrilleros liberales dejan las armas. 

 

2.2. PROBLEMATICA DEL CONFLICTO ARMADO DESDE EL PUNTO DE 

VISTA DE CADA GRUPO ARMADO ILEGALE  COLOMBIANO. 

2.2.1. FARC-EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias De Colombia-Ejercito Del 

Pueblo). 

Las FARC-EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejercito del pueblo) son la 

más antigua agrupación guerrillera colombiana. Este grupo guerrillero esta integrado por 

entre 12.000 a 20.000 combatientes aproximadamente. Sus mayores acciones armadas se 

concentran en los departamentos de Putumayo, Huila, Nariño, Cauca y Valle del Cauca. 
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Esta guerrilla surge en 1964 y es dirigida por un secretariado de nueve miembros, bajo el 

comando del "veterano" Pedro Antonio Marín, conocido como Manuel Marulanda o 

"Tirofijo". En muchos comunicados a la opinión publica las FARC-EP afirman que su 

objetivo es acabar con las desigualdades sociales, políticas y económicas, con la 

intervención militar y de capitales estadounidenses en Colombia, mediante el 

establecimiento de un Estado marxista-leninista y bolivariano. 

Las FARC-EP son la guerrilla más antigua y numerosa de América Latina. Fundada 

después de la ofensiva que, "con el fin de reafirmar la autoridad del llamado Frente 

Nacional", el ejército colombiano realizó en 1964 contra la "República de Marquetalia"6, 

una de las comunidades autónomas creada por grupos armados de campesinos comunistas y 

liberales radicales a finales de la cruenta época de La Violencia que siguió al Bogotazo en 

1948. 

Sus orígenes se remontan hacia 1953 cuando el General Gustavo Rojas Pinilla tomó el 

poder y buscó llevar a su fin la época de La Violencia bipartidista. Por medio de las 

amnistías, cerca de 5.000 guerrilleros liberales dejaron las armas. 

El Partido Comunista Colombiano (PCC) desconfió de la amnistía de Rojas Pinilla y se 

negó a entregar las armas, si bien hay grupos que se declaran conformes con la amnistía. 

Durante las negociaciones varios de los grupos comunistas que seguían en armas se 

concentraron en Sumapaz donde, según su versión de los hechos, fueron atacados por 

fuerzas militares que usaron helicópteros y Napalm provisto por el gobierno de los Estados 

Unidos a través de la CIA. 

Estas guerrillas comunistas y varias liberales radicales de donde hacia parte el actual 

comandante de las FARC Manuel Marulanda, también conocido como Tiro Fijo, se 

retiraron hacia el sur, en la región de Marquetalia, donde establecieron lo que llamaron una 

"zona liberada". 

                                                 
6 Alape, Arturo. La Paz, La Violencia: Testigos de Excepción. Editorial Planeta, 5° edición, Bogotá, Octubre 
de 1999.    
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Seguido crearon zonas similares en El Pato Caquetá, Riochiquito Cauca, Guayabero y el 

sudoeste de Tolima. Miles de campesinos acosados por bandoleros y en algunos casos por 

el ejército colombiano se establecen en las llamada "zonas liberadas", por lo que surgió una 

administración civil además de la armada. Surgen discrepancias teóricas y algunos grupos 

tratan de establecer una estrategia guerrillera ofensiva. Hecho por el cual fracasan el MOEC 

(Movimiento de Obreros, Estudiantes y Campesinos), el FUAR (Frente Unido de Acción 

Revolucionaria) y el Movimiento Vichada. El PCC asienta su estrategia basada en la 

autodefensa armada y el ejemplo de las "zonas liberadas". 

Entre 1956 y 1958 liberales y conservadores llegan a un acuerdo de reparto del poder con la 

intención de frenar la violencia bipartidista después del Bogotazo de 1948, y se crea el 

Frente Nacional. El nuevo régimen, en medio de la Guerra Fría, considera que se debe 

poner fin al experimento comunista y califica a las zonas liberadas de "repúblicas 

independientes", al estar fuera del control y jurisdicción de la administración nacional. 

Durante sus primeros años de existencia, las FARC-EP tenían un carácter exclusivamente 

rural y limitado a acciones relativamente esporádicas en pequeñas zonas de influencia, 

primando todavía el componente de autodefensa campesina. El gobierno colombiano 

intento varios operativos militares para acabar con el grupo guerrillero, que al final, al no 

ser sostenibles en su duración y al no estar acompañados de una mayor presencia estatal en 

las zonas afectadas, no lograron su fin. 

En junio de 1964, Marulanda y unas docenas de hombres, dispersados por la acción militar, 

se internaron en la selva y el 20 de julio de 1964 se reunieron para crear oficialmente el 

llamado Bloque Sur, la primera insurgencia guerrillera del Partido Comunista en Colombia, 

de donde nacerían las FARC-EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejercito 

del pueblo). El 5 de mayo de 1966, la Segunda Conferencia del Bloque Sur oficializa la 

conformación de las FARC-EP como brazo armado del partido comunista. 
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Así, la guerrilla de las FARC-EP ha mantenido hasta la actualidad una insurgencia armada 

contra el Estado colombiano (El conflicto colombiano es calificado por varios analistas 

como guerra civil, sin existir consenso al respecto ni en Colombia, ni en el mundo).  

Hasta la década del ochenta, las FARC crecieron de manera relativamente lenta; contaban 

con entre 1.000 y 3.000 hombres. En la Séptima Conferencia del 4 al 14 de mayo de 1982, 

bajo el mando del líder político "Jacobo Arenas", se plantearon varias directrices 

estratégicas nuevas y se reafirmó el principio de la "combinación de todas las formas de 

lucha", la política y la armada. 

A partir de ese momento las FARC se nombran Ejército del Pueblo (FARC-EP) y se 

plantea la política del desdoblamiento de frentes, con objetivo duplicar el número de 

integrantes y se fijan fechas para una futura toma efectiva del poder en los años noventa. 

Se produce también un rechazo a toda relación con el emergente fenómeno del narcotráfico 

y de sus cultivos, pero gradualmente en los 90 se termina aceptando porque en los campos 

se constituye en una actividad creciente y se establece gradualmente el cobro de impuestos 

a productores y a narcotraficantes como fuente de financiación, mediante el llamado 

"gramaje". 

El 28 de mayo de 1984, tras una reunión de los líderes de los 27 frentes y del estado mayor, 

se establece un alto el fuego, como parte de los acuerdos firmados con el gobierno de 

Belisario Betancourt (Acuerdos de Cese al Fuego, Tregua y Paz, conocidos como los 

Acuerdos de la Uribe). 

Este intento de negociación fracasó debido en gran medida a dos elementos: las violaciones 

del cese de hostilidades por las partes, y la violencia política de sectores de la extrema 

derecha, entre ellos líderes políticos locales y varios miembros de las Fuerzas Armadas, 

incluyendo algunos mandos importantes, y de los narcotraficantes. A pesar de un intento 

inicial de miembros de las diferentes guerrillas por llegar a un acuerdo con Pablo Escobar, 

entre otros narcotraficantes, eventualmente se rompen los contactos formales debido a los 

secuestros de familiares y amigos de los mismos por parte de los insurgentes. 
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El narcotráfico, posteriormente también en guerra frontal contra el estado para impedir el 

inicio de la posible extradición de sus miembros a Estados Unidos, decide tomar venganza 

contra la guerrilla y los campesinos simpatizantes, financiando escuadrones privados a 

partir de sus propios grupos de sicarios, incluyendo también la participación de 

asociaciones de ganaderos y propietarios rurales (terratenientes), contando además con la 

colaboración de varios militares del Ejército colombiano, tanto directa o indirectamente, 

constituyendo los inicios de los grupos conocidos actualmente como autodefensas o 

paramilitares, AUCC. 

La violencia cobró las vidas de importantes políticos tanto del establecimiento legal 

tradicional opuesto al narcotráfico, entre ellos el ministro Rodrigo Lara Bonilla, como de 

numerosos miembros de la izquierda legal en particular del entonces recientemente fundado 

partido legal de las FARC-EP: la Unión Patriótica (UP), a pesar de las intenciones iniciales 

de incluirlo dentro del estrategia de la "combinación de todas las formas de lucha", no fue 

exclusivamente un órgano de las FARC-EP, pues con el contó con participaciones de 

movimientos civiles, sindicales y obreros con diferentes intenciones. Eventualmente, varios 

dirigentes de la UP llegaron a no estar de acuerdo con el accionar armado de las FARC-EP 

y pedían mantener la vía política a pesar de la nueva ola de violencia desatada, criticando 

tanto al gobierno como a las FARC-EP por no hacer más intentos de controlar la situación. 

La UP como tal siguió insistiendo en seguir con la vía política, hasta prácticamente su 

exterminio, del cual se dan diversas cifras, de entre 2.000 a 4.000 militantes asesinados o 

desaparecidos. Al interior de las FARC-EP se consideró que perdió su vigencia en ese 

momento. 

En septiembre de 1987 todos los grupos guerrilleros operativos (el M-19, las FARC-EP y el 

ELN) se constituyeron en Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB), buscando 

coordinar tanto las acciones armadas como las negociaciones de paz hacia el futuro. Este 

intento tuvo muy poca eficacia y eventualmente se dividió. El M-19 acabó firmando la paz, 

y las FARC y el ELN actuaron completamente separados, si bien posteriormente se 

realizaron acciones conjuntas en casos específicos. 
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El 9 de diciembre de 1990, día de las elecciones para la Asamblea Constituyente, el 

ejército, sin previa declaratoria expresa de guerra y cuando informalmente todavía se 

continuaba el proceso de dialogo, lanzó una ofensiva contra Casa Verde, sede del 

Secretariado Nacional de las FARC-EP, pero fracasó y obtuvo pocos resultados. El 

gobierno colombiano argumentó que se tomó esa medida porque las FARC-EP no habían 

cumplido con sus compromisos, ya que todavía realizaban actividades delictivas y no se 

habían acogido a vía negociada. Fruto de los acuerdos políticos y contactos con otras 

guerrillas fue la desmovilización de varios grupos armados en 1991, proceso en el que no 

participaron las FARC-EP. La gran mayoría de los desmovilizados, si bien no recibieron 

contrapartidas específicas, fueron indultados, se incorporaron a la vida civil y no se les 

siguieron procesos legales. Bajo la firma de la paz se desmovilizaron algunos grupos (EPL, 

ERP, Quintín Lame, M-19), y pronto lo que quedaba de la Coordinadora Guerrillera Simón 

Bolívar comenzó una serie de negociaciones con el estado. Ese mismo año murió el jefe 

guerrillero Jacobo Arenas. 

El 3 de junio de 1991 se reinició el dialogo entre la Coordinadora y el gobierno, en 

territorio venezolano (Caracas) y luego mexicano (Tlaxcala). La guerra no se detuvo y 

continuaron las acciones armadas por ambas partes. El proceso de negociación se rompió 

en 1993 al no llegarse a un acuerdo. La Coordinadora como tal desapareció no mucho 

después de ese momento, y los grupos guerrilleros siguieron su lucha independientemente. 

A inicios de los años noventa, las FARC-EP disponían de entre 7.000 y 10.000 

combatientes, organizados en 70 frentes distribuidos en todo el país. En los años 1996 a 

1998 las FARC-EP le propinaron al ejército colombiano una serie de golpes, incluyendo 

toma de tres días a Mitú en el departamento de Vaupés. De esta última resultaron un gran 

número de soldados prisioneros, además de los cientos de civiles retenidos en otras 

acciones, y la percepción generalizada de que la guerrilla estaba tomando la ofensiva en el 

conflicto, incursionando mediante las tácticas de la guerra de posiciones. Por este mismo 

periodo en Colombia se expandían los cultivos de las diferentes drogas y se organizaron 

amplias marchas de campesinos cocaleros que paralizaron varias vías del sur del país, en 

las cuales, según el gobierno, las FARC tuvieron alguna influencia en ciertas regiones pero 
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sin llegar a controlar a todo el movimiento cocalero. No se ha investigado a fondo cuál 

sería o no su responsabilidad específica en dicha situación.  

En 1998, mediante acuerdos con el gobierno del recién elegido presidente Andrés Pastrana, 

se creó la zona de distensión, zona libre de presencia del ejército colombiano y de 

funcionarios gubernamentales, extendida en 40.000 km² aproximadamente, en la cual las 

FARC-EP hicieron presencia en cascos urbanos y se les acusa de asumir de hecho, en 

algunos de éstos, la administración (a pesar de que esto último no estaba contemplado en 

los acuerdos). Al mismo tiempo, en los corregimientos como el Caguan se siguieron 

desarrollando las actividades propias al estado democrático en cabeza del alcalde y 

diputados elegidos mediante sufragio secreto y universal. El proceso de paz duro entre 1998 

a 2002, pero a pesar de varios avances teóricos y documentales, las tensiones y polémicas 

alrededor de la negociación no permitieron que se concretara el proceso. 

Las negociaciones, que se llevaron a cabo en medio del conflicto, fueron declaradas 

terminadas por el gobierno después del secuestro por parte de las FARC-EP de un 

congresista colombiano que viajaba a bordo de un avión en febrero del 2002 por parte de la 

columna móvil de las FARC-EP, Teófilo Forero, el último de una serie de graves roces 

entre las partes. 

La llegada a la presidencia de la República de Colombia de Álvaro Uribe y la 

implementación del Plan Patriota implicó la intensificación de la guerra contra las 

guerrillas, las cuales deciden promover un regreso a la estrategia de guerra de guerrillas, 

para de esta manera conservar su estructura, a pesar de estar sometidos a un alto grado de 

presión y de sufrir en el camino varias derrotas tácticas, incautaciones de material logístico 

y deserciones individuales. 

Hacia el año 2002, según cifras del gobierno, el número de guerrilleros de las FARC-EP 

solía estimarse en 18.000 hombres, y a inicios del 2005, según estas mismas cifras, entre 

12.000 y 13.000. Las mismas FARC-EP y sectores cercanos a ellos no suelen mencionar 

cifras específicas, pero se estima que tendrían más de 20.000 hombres. A inicios de febrero 
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del 2005, las FARC-EP emprendieron varias acciones armadas en el Urabá antioqueño, con 

un saldo de más de unos 40 militares muertos y heridos, lo cual fue interpretado como el 

posible comienzo de una renovada arremetida guerrillera 

2.2.2. Ejército De Liberación Nacional – ELN.  

 El ejército de liberación nacional de Colombia es una organización insurgente, de carácter 

político-militar, inspirada en el marxismo-leninismo y en sus principios organizativos que 

le da especial importancia a la democracia interna, al respeto por las masas, a la defensa del 

interés nacional y la solidaridad internacional. 

Las condiciones y situación de intolerancia, exclusión política,  la injusta distribución del 

ingreso,  el desamparo, marginación social del pueblo colombiano y la violenta represión a 

las masas fue lo que motivó el surgimiento del ELN e inspiró la dirección y propósitos de 

su lucha. Condiciones y situación que  se mantiene hoy en día  agravada  por la 

profundización de los problemas que existían y la aparición de nuevos fenómenos como el 

narcotráfico y la guerra sucia que han generado la crisis humanitaria actual con el 

desplazamiento de más de tres millones de personas,  el incremento de los asesinatos por 

razones políticas  y el fortalecimiento de la estructura del  terrorismo de Estado. 

El “Programa de SIMACOTA” fue la primera propuesta del ELN al país, hecha pública el 7 

de enero de 1965 en la toma de la población de Simacota, la acción militar que realizó esta 

organización para hacer su aparición pública. Esta nos dice que el ELN organizaba su lucha 

por La toma del poder para las clases populares, la instauración de un gobierno democrático 

y popular que libere a nuestro país de los monopolios internacionales y de la oligarquía 

criolla y que garantice la plena igualdad de nuestro pueblo, que otorgue plenas libertades 

democráticas a los sectores populares, que conceda a la mujer sus legítimos derechos, que 

libere las fuerzas creadoras de las masas, que garantice el respeto a la dignidad humana y el 

libre desarrollo de los colombianos. Además, buscaban una auténtica revolución agraria 

que contemple la eliminación del latifundio, el minifundio y el monocultivo; que realice 

una distribución técnica y justa de la tierra a los campesinos que la trabajan; que otorgue 



  

 24

créditos, abonos, aperos, semillas y herramientas de trabajo a los agricultores; que impulse 

la mecanización y la tecnificación de la agricultura, la creación de organismos adecuados 

de distribución que elimine los intermediarios, los especuladores y los acaparadores; que 

asegure la asistencia médica y educacional a los campesinos, así como el desarrollo del 

sistema de riego, de electrificación, de viviendas y vías de comunicación adecuadas 

El grupo fue originalmente fundado por Fabio Vásquez Castaño inspirado en la Revolución 

Cubana y quien, junto con su hermano Manuel y otros familiares, ocuparon inicialmente 

importantes posiciones dentro de la organización. 

Al padre Camilo Torres (un reconocido profesor universitario, capellán de la Universidad 

Nacional de Colombia y ya reconocido por su orientación social) le atrajeron las nuevas 

ideas radicales de la Teología de la Liberación y se unió al nuevo grupo con la intención de 

ponerlas en práctica dentro del ambiente revolucionario7. Al poco tiempo de unirse al ELN, 

Torres fue abatido durante su primer combate, en Patio Cemento, jurisdicción rural de San 

Vicente de Chucuri, Departamento de Santander, pero continuó como un símbolo 

importante tanto para el grupo en general como para los otros sacerdotes que gradualmente 

siguieron su ejemplo. El complemento del nombre del grupo "Unión Camilista" hace 

referencia a la figura de Camilo Torres. 

Entre 1973 y 1998 fue dirigido por el ex sacerdote español Manuel Pérez Martínez, «El 

Cura Pérez», natural de Zaragoza. Con la muerte del Cura Manuel Pérez, el 14 de febrero 

de 1998, Nicolás Rodríguez Bautista, «Gabino», asume como Primer Comandante, 

responsable político y militar de la organización, a la vez que reestructura el Comando 

Central, Coce. Otro de los comandantes del ELN que adquieren mayor responsabilidad en 

esta nueva etapa fue Antonio García. 

La ideología del ELN contiene elementos tales como el uso de la lucha armada para, desde 

esa posición, denunciar y promover el que se solucionen las necesidades sociales de la 

                                                 
7 Alape, Arturo. La Paz, La Violencia: Testigos de Excepción. Editorial Planeta, 5° edición, Bogotá, Octubre 
de 1999.    
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población frente a la explotación nacional e internacional, además del señalamiento de las 

demás fallas e injusticias dentro de una democracia que no consideran como tal. 

Después de la muerte del "Cura Pérez", el ELN ha sufrido un proceso gradual de declive 

militar, hasta el punto que hoy en día ha visto su capacidad militar reducida a menos de 

5.000 hombres. 

En la actualidad, el ELN, junto con las FARC y las AUC, como ya se comentó, son 

calificados como grupos terroristas por el gobierno colombiano, diversos países y 

organismos internacionales, por sus crímenes contra la población civil que incluyen el 

secuestro extorsivo, el desplazamiento forzado, el reclutamiento forzado de menores, el uso 

de atentados con explosivos, el trato degradante a prisioneros, la emisión de amenazas y los 

paros armados. 

2.2.3. Ejercito Popular De Liberación – EPL. 

El Ejército Popular de Liberación (EPL) es un grupo guerrillero colombiano, brazo armado 

del Partido Comunista de Colombia - Marxista Leninista. Fundado en 1965, aunque solo 

inició acciones militares en 1968, principalmente en Antioquia (Urabá y Bajo Cauca), 

Córdoba, Sucre y Magdalena Medio. 

Originalmente fue fiel al maoísmo, pero para 1975 viraron hacia la línea del marxismo 

leninismo del Partido del Trabajo de Albania organizada en la Conferencia Internacional de 

Partidos y Organizaciones Marxistas Leninistas. 

Participaron del Diálogo Nacional del presidente Belisario Betancur en la década de 1980, 

donde fue asesinado su máximo comandante Ernesto Rojas. Formó parte de la 

Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar junto a las FARC (con las que ha tenido 

enfrentamientos históricos), el ELN, el M-19, el Movimiento Quintín Lame y el ERP. Para 

1989 casi la totalidad de sus integrantes se reinsertan a la vida civil como parte de 

Esperanza Paz y Libertad. La fracción que sigue fiel a la teoría de la guerra popular 

prolongada pasa a ser comandado por Francisco Caraballo, quien es capturado en 1993. 
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Actualmente las actividades del EPL se restringen a ciertas zonas de Caldas, Antioquia, 

Norte de Santander y La Guajira; su mando nacional es el comandante Juan Montes. 

Uno de los principales mandantes de este movimiento fue Francisco Caraballo quien estuvo 

vinculado a la actividad revolucionaria desde  43 años continuos aproximadamente; 

participó en la fundación del Ejército Popular de Liberación; eso significa que luchó 

consecuentemente por la búsqueda de las transformaciones profundas en la realidad social y 

política del país; por esa razón, participó en las diferentes formas de la actividad 

revolucionaria. En calidad de rebelde expresó en la teoría y en la practica la contradicción 

con el sistema social establecido y con el Estado que lo defiende. Durante muchos años fue 

sometido a persecuciones por los aparatos de represión del Estado, aduciendo que el partido 

marxista-leninista tenia, como objetivo estratégico, la realización de un proceso de 

revolución democrática antiimperialista, que debía orientarse hacia el socialismo. La 

construcción del socialismo se entendía como una tarea larga y compleja que, como es 

lógico, exige cambios fundamentales en la conciencia política, en la correlación entre las 

fuerzas enfrentadas y en la acumulación de experiencias en las diferentes formas de la 

confrontación de clases. Asi mismo precisaban que debían remover los obstáculos que se 

oponen al progreso social, al ejercicio de una democracia verdadera y a la mejora de las 

condiciones de vida de las mayorías excluidas. 

 

2.2.4. Movimiento 19 De Abril - M-19.  

M-19 es una abreviatura de Movimiento 19 de Abril. Inicialmente fue un movimiento 

insurgente colombiano que empleaba tácticas de guerrilla urbana, especialmente golpes de 

opinión, y posteriormente a su desmovilización se convirtió en un movimiento político de 

izquierda. 

 

Dentro de sus antecedentes podemos decir que, el 13 de junio de 1953, el General Gustavo 

Rojas Pinilla propinó al gobierno conservador de Laureano Gómez el único golpe de estado 
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que tuvo éxito en el siglo XX en Colombia. Debido al notorio deterioro del orden público 

este golpe era considerado como inminente por las clases gobernantes del momento. Tras 

muchas incidencias, Rojas renunció al poder el 10 de mayo de 1957 y se organizó una junta 

militar como gobierno de transición. Los dos partidos políticos dominantes (liberal y 

conservador) crearon una coalición llamada Frente Nacional con la idea de terminar con la 

violencia bipartidista que hostigaba al país.8 De esta manera, también pretendían garantizar 

su alternancia en el poder y el reparto de los cargos burocráticos por partes iguales. 

 

Tras renunciar, Rojas viajó a República Dominicana y allí recibió asilo político de parte del 

gobierno del dictador Rafael Leonidas Trujillo. Regresó a Colombia en 1962 y fundó la 

ANAPO (Alianza Nacional Popular), movimiento político con el cual se presentó a las 

elecciones de ese año en las que obtuvo el cuarto lugar. En 1966 el candidato de la ANAPO 

fue José Jaramillo Giraldo. 

 

En 1970 Rojas se había transformado en un caudillo populista con gran arraigo entre la 

población colombiana y se presentó a las elecciones presidenciales del 19 de abril de 1970, 

enfrentándose al candidato del Frente Nacional Misael Pastrana Borrero. Las elecciones 

resultaron bastante reñidas y el resultado oficial fue de 1.625.025 votos por Pastrana y 

1.561.468 votos por Rojas. De esta manera la Corte Electoral proclamó a Pastrana como 

presidente para el periodo 1970-1974. 

 

Sin embargo, Rojas y sus partidarios siempre acusaron de fraudulentas estas elecciones y 

muchos testimonios de personas prestantes dentro de la política y las fuerzas armadas de la 

época parecen dar visos de verdad a dicho reclamo. 

Como consecuencia de este supuesto fraude electoral en 1974, Jaime Bateman un 

exmilitante de las FARC, Carlos Toledo Plata representante del ala socialista de la ANAPO 

y otros más, conformaron el M-19; grupo que desde el comienzo realizó actividades 

                                                 
8 Alape, Arturo. La Paz, La Violencia: Testigos de Excepción. Editorial Planeta, 5° edición, Bogotá, Octubre 
de 1999.    
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bastante notables y dignas de un despliegue noticioso, como el robo de la espada de Simón 

Bolívar en la toma de la Quinta de Bolívar realizada el 17 de enero de 1974 proclamando 

“Bolívar, tu espada vuelve a la lucha”. Su consigna de combate era “Con el pueblo, con las 

armas, al poder”. 

En febrero de 1976 secuestraron al dirigente sindical José Raquel Mercado, quien era el 

presidente de la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) y el 19 de abril de 

1976 le dieron muerte en un hecho que conmocionó al país. 

Durante el gobierno de Julio César Turbay (1978-1982) realizaron varios hechos notables 

dentro de los cuales podemos decir que, desde una residencia construyeron un túnel de más 

de 80 metros que salía a una guarnición militar conocida como Cantón Norte en Usaquén,  

al norte de Bogotá, y el 31 de diciembre de 1978 sustrajeron más de cinco mil armas. Este 

hecho provocó una ola de represión por parte de las autoridades gubernamentales, dentro de 

la cual muchas personas fueron torturadas en los establecimientos militares.  

El 27 de febrero de 1980 un grupo de doce guerrilleros del M-19 al mando de Rosemberg 

Pavón, quien recibía el nombre de Comandante Uno, tomaron la Embajada de la República 

Dominicana mientras se celebraba una recepción diplomática con objeto de conmemorar la 

fiesta nacional de ese país. Entre los rehenes habían representantes diplomáticos de varios 

países, incluyendo al embajador de Estados Unidos Diego Ascencio y el Nuncio 

Apostólico. El M-19 pedía la liberación de cerca de 320 de sus hombres que se encontraban 

prisioneros y una cantidad elevada de dinero para liberar a los rehenes, después de 61 días y 

luego de un prolongado proceso de negociación, el comando guerrillero entregó los 

diplomáticos retenidos. 

Como consecuencia de la acción represiva contra sus células en las ciudades, el M-19 

limitó su carácter urbano y se replegó a las montañas, pero este era un campo que no 

conocían y sufrieron varios reveses. 

Durante el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986), Bateman por entonces dirigente 

máximo del M-19, propuso al gobierno celebrar una reunión en Panamá con el propósito de 
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adelantar diálogos que permitieran solucionar el conflicto. Sin embargo, Bateman murió el 

28 de abril de 1983 en un accidente de aviación, al parecer mientras se dirigía a Panamá y 

las negociaciones se suspendieron. 

En 1985 el M-19 protagonizó su acción más sonada, la toma del Palacio de Justicia, hecho 

que aún hoy día continúa dividiendo la opinión pública. El día 6 de noviembre de 1985 un 

comando del M-19 compuesto por 35 guerrilleros al mando del comandante Andrés 

Almarales, ocupó militarmente el Palacio de Justicia en plena Plaza de Bolívar en Bogotá, 

tomando rehenes y exigiendo que se citase al Presidente a juicio. La subsiguiente reacción 

del ejército provocó una confrontación armada, en medio de la cual cayeron la mayoría de 

los miembros del comando guerrillero y -según los cálculos oficiales- otras 53 personas 

civiles, incluyendo a varios magistrados de la Corte Suprema de Justicia, debido al fuego 

cruzado indiscriminado entre las partes como consecuencia de la acción militar, en lo que 

podría considerarse como una masacre.   

En este tiempo conformaron la Coordinadora Nacional Guerrillera (CNG) en asocio con el 

Comando Ricardo Franco Frente-Sur y el Comando Quintín Lamé, en 1987 esta 

Coordinadora se reestructuró, añadiéndose las FARC, el EPL y el ELN y se dio a conocer 

como Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB). El propósito de esta Coordinadora 

era presentar un frente unido en las negociaciones de paz emprendidas con el gobierno y 

además realizar acciones militares conjuntas. 

La desmovilización de este grupo se dio por un proceso de negociaciones de paz durante el 

mandato del presidente Virgilio Barco, el grupo guerrillero había hecho énfasis 

insistentemente en que uno de los principales requisitos para deponer las armas era la 

creación de una Asamblea Nacional Constituyente para modificar la constitución la cual 

hasta entonces no garantizaba la creación y desarrollo de otros partidos políticos diferentes 

a los dos partidos tradicionales, ni daba espacio de representación a las minorías. Ante la 

negativa del gobierno de hacer una consulta popular que autorizara el cambio constitucional 

incluyendo una opción en las papeletas para las votaciones generales del 11 de Marzo de 

1990, los estudiantes, en particular los de las universidades, decidieron hacer un 
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movimiento a nivel nacional para que la población incluyera una "Séptima Papeleta" 

ordenándole al ejecutivo que conformara una Asamblea Nacional Constituyente. 

El 8 de marzo de 1990 realizaron la entrega de armas en su campamento de Santo Domingo 

liderados por su entonces comandante máximo Carlos Pizarro León-Gómez y se 

desmovilizaron para convertirse en grupo político que se conoció como “Alianza 

Democrática M-19”. 

  

2.2.5. Autodefensas Unidas De Colombia (AUC). 

Eran una confederación paramilitar, creada, para reunir en una entidad algo más 

centralizada a muchos de los múltiples grupos paramilitares regionales pre-existentes. 

Varios todavía permanecen fuera de la estructura de las AUC y otros han entrado y salido 

de la misma con el tiempo. Las AUC han sido clasificadas como una organización terrorista 

por la Unión Europea y por los Estados Unidos. 

Sus objetivos declarados son proteger a sus miembros y patrocinadores en las zonas bajo su 

influencia, entre ellos ganaderos y narcotraficantes, de las incursiones armadas de las 

guerrillas de las FARC, ELN y EPL. Su líder político tradicional han sido  Carlos Castaño y 

otros de sus importantes miembros son Salvatore Mancuso y Ernesto Báez. 

Ideológicamente se suele clasificar a ésta organización como orientada a la extrema 

derecha, pero también se ha considerado en otras ocasiones que, como organización ilegal, 

sus miembros no tendrían un carácter específica y marcadamente ideológico de por sí. 

En Colombia vivían en continuos enfrentamientos con las guerrillas y en menor grado con 

el ejército en años recientes. Hay amplias evidencias reconocidas en Colombia y en el 

exterior de que algunos miembros de las fuerzas policiales y militares formales 

colombianas han colaborado con las AUC y otros grupos paramilitares de manera 

persistente, incluso en contra de lo que sus superiores o subordinados hayan dispuesto. 
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Buena parte de las AUC participaban en el tráfico de drogas, de armas y en el contrabando. 

Se considera que sus miembros también han participado en el secuestro y la extorsión a 

comerciantes y empresarios pequeños, además de conseguir a lo largo de sus años de 

actividad la propiedad legal o ilegal de una cantidad desconocida de suelo agrícola y 

ganadero que ha sido estimada entre 2 y 4 millones de hectáreas. Los diferentes grupos 

paramilitares mantienen a un número sin precisar de municipios bajo su control o 

influencia. 

Se les atribuye a miembros de las AUC la responsabilidad de asesinatos selectivos que han 

ocurrido en Colombia durante al menos los últimos 20 años, contra civiles que ellos 

consideran ser miembros o apoyos de las diferentes guerrillas. 

En la mayoría de los casos no ha sido posible establecer la veracidad (o falsedad) específica 

de dichas consideraciones de parte de las AUC, lo que indicaría que necesariamente tanto 

personas inocentes como culpables de dicha acusación habrían caído asesinadas por ese 

grupo de manera individual y colectiva. Sus homicidios fuera de combate han sido 

considerados como crímenes de guerra tanto en Colombia como ante entidades jurídicas 

internacionales, además de haber sido consignados en informes de ACNUR, Human Rights 

Watch y otras ONG´s 

Para profundizar un poco más se puede decir que este grupo armado fue gestándose, 

impulsado por los empresarios bananeros –en sus inicios-, con el propósito de mantener el 

orden social, alterado por distintas manifestaciones legales y armadas. Bajo esta 

consideración, el referente mas cercano  a la creación de estas estructuras se encuentra en el 

modelo seguido por las Autodefensas Campesinas de Segovia, las cuales fueron impulsadas 

por los hermanos Fidel Y Carlos Castaño, miembros activos en ese entonces del cartel de 

Medellín. No es clara la información acerca de esta estructura, la verdad es que los 

hermanos Castaño siguieron vinculados  a la conformación de estas agrupaciones; prueba 

de esto son los vínculos de Fidel con un grupo que opero  a mediados de los ochenta, 

conocido como “Muerte a Revolucionaros del Nordeste”, el cual tuvo influencia mas que 

todo en la zona del Urabá. Para este tiempo los hermanos Castaño, contaban  con cerca de 
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300 hombres y su asiento fue en Córdoba, donde  sostuvieron sus primeras disputas con la 

subversión, extendiéndose luego a  la región bananera del Urabá. 

 

El afán para asegurar territorios,  llevaron a los carteles  de la droga a establecer algunas 

alianzas  con algunos sectores tradicionales que había siso afectados por la presión de la 

guerrilla a través del secuestro y la extorsión. Fue así como en  algunos territorios 

reestablecieron los primeros grupos  que entraron a operar  de manera continua  en la 

región, recibiendo entrenamiento especial.9 

 

Fue una época de coincidencias ya que en ese momento se fortalecía cada vez mas el cartel 

de Medellín, los Hermanos Castaño hicieron parte de los denominados “Pepes”, 

perseguidos por Pablo Escobar. Para esta época se anunciaron “desmovilizaciones de 

autodefensas” en Puerto Boyacá, Córdoba y Urabá, tras el acuerdo del 1 de marzo de 1992, 

donde se decía que como parte de las negociaciones con el EPL, se desarticularían algunas 

estructuras de autodefensas. Como las lideradas por Fidel Castaño. 

 

Claro está que a inicios de la década de los noventa, las organizaciones de autodefensas 

lideradas por los Castaño se unificaron bajo el nombre de “Autodefensas Campesinas de 

Córdoba y Urabá” -(ACCU)- y su modelo o llamaron “proyecto paramilitar”. Con la 

incursión de Castaño en Urabá mas específicamente al eje ganadero (1994), se inicio el 

proceso de expansión de este grupo, que después de la desaparición de Fidel Castaño, fue 

dirigido por su hermano Carlos. 

En 1997, las ACCU iniciaron una ofensiva con el fin de tomar el control del Nudo de 

Paramillo, las acciones de estos grupos se dirigieron contra el bloque Noroccidental de las 

FARC y el frete de guerra Noroccidental del ELN. 

 

                                                 
9 Este entrenamiento fue ofrecido en la finca de “las Tangas” en Valencia, Córdoba, propiedad de los 
hermanos Castaño – de ahí que en su inicio esta agrupación  era conocida como “Los Tangueros” 
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Un aspecto para destacar fue que en el mismo año se presenta una significativa “ruptura 

estratégica”  de las autodefensas a nivel nacional10 lo cual dio lugar a la conformación de 

las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC-. Su expansión fue muy significativa, ya que 

en algunas regiones, las élites locales vieron en las autodefensas la manera de garantizar la 

seguridad de sus tierras, aprovechando esto para que este grupo  expandiera su nombre y 

entrara a competir por los recursos el narcotráfico en algunas zonas dominadas por la 

guerrilla. 

 

Entre los años 1998 y 2001, al mismo tiempo que este grupo llevaba ofensivas en diferentes 

partes del territorio colombiano, las FARC  aprovecharon para invadir territorios de las 

autodefensas desencadenando una guerra sinfín, por alcanzar el dominio de varios 

territorios. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
10 Esta se presento en la primera conferencia nacional de dirigentes y comandantes de la “autodefensas 
campesinas”. 
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CAPITULO III.  LOS PROCESOS DE PAZ EN COLOMBIA 

 

Como vimos en el punto anterior, la realidad actual del conflicto armado vivido en 

Colombia  es tan preocupante, que prácticamente todos los colombianos hemos sufrido de 

una u otra manera las consecuencias de esta destructora guerra. Para nadie es   secreto que 

el desarrollo futuro del país depende en gran medida de la consecución de la paz. Por esto, 

es parte fundamental de este estudio, describir los diferentes procesos de paz que se han 

adelantado en Colombia, para así tener una idea clara acerca de cómo ciertos movimientos 

insurgentes han llegado a la reincorporación a la vida en sociedad dejando las armas y 

optando por la lucha en el campo democrático, aportándonos la experiencia vivida para 

evitar cometer errores en futuras negociaciones y aprender de los aspectos positivos que los 

llevaron a realizar la paz y que puedan aplicarse en los futuros acuerdos. 

 

Para una mejor comprensión, este repaso acerca de los procesos de paz se ha realizado 

tomando como punto de partida el período presidencial de Ernesto Samper, es decir, 

teniendo en cuenta los últimos 12 años de historia del país, y, para una mejor ubicación 

histórica, este análisis se dividirá por períodos presidenciales. 

 

 

3.1. Periodo Presidencial De ERNESTO SAMPER. 1994-1998. “El Salto Social”. 

 

Durante la administración Samper, no se llevó a cabo ningún proceso de paz. Si bien el 

presidente Samper, en su campaña política de 1.994 anunció, que buscaría por todos los 

medios el logro de la paz con los grupos insurgentes (ELN y las FARC básicamente), la 

realidad, es que no se logró llegar nunca a ningún acuerdo, inclusive, ni siquiera se logró un 

proceso avanzado. Esto se debió a muchos factores que impidieron lograr un proceso de 

paz, pero sin duda alguna, el que más incidió para que los grupos subversivos mantuvieran 

una actitud beligerante y distante para empezar una negociación, fue el hecho de que en la 
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financiación de la campaña presidencial de Samper, existieron dineros del narcotráfico. 

Ante esta situación, los diferentes actores del conflicto armado, expresaron en innumerables 

ocasiones, que ellos se veían impedidos para realizar algún acuerdo de paz con un gobierno 

constituido y elegido ilegítimamente.  

 

Entonces, por lo anterior, al  presidente Samper se le inició una investigación formal por 

parte de la Cámara de Representantes, en donde finalmente, se le exoneró. Esta decisión de 

la Cámara dividió al país, creando una polarización tan grande, como nunca se había dado 

en nuestra historia. Así pues, era prácticamente imposible que el gobierno tratara de 

impulsar una negociación, pues a duras penas logró el presidente Samper mantenerse en el 

poder. 

 

Sin embargo, es preciso anotar, que a finales de su mandato, y después de elegido el nuevo 

presidente de la República, doctor Andrés Pastrana Arango (junio- julio de 1.998), se 

iniciaron una serie de reuniones entre el ELN y la sociedad civil -que mas adelante 

estudiaremos-.   

   

A pesar de todos los problemas del gobierno de Samper, se hace necesario reconocer que 

fue bajo ese gobierno se dieron a conocer varias políticas sociales. Bajo la tutela de 

Samper, se crearon proyectos como: la Red de Solidaridad Social, destinada a proveer 

educación, subsidios y alimentos a la población desprotegida; el SISBEN, o Sistema de 

Identificación de Necesidades Básicas Insatisfechas, mediante el cual, se llevó el servicio 

público de salud a más de 12 millones de colombianos, y un ambicioso programa de 

sustitución de cultivos ilícitos llamado el PLANTE, entre otros muchos programas sociales, 

de infraestructura y estructuración económica del país.  
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3.2. Periodo Presidencial De ANDRÉS PASTRANA. 1998-2002. “Cambio para 

Construir la Paz”.  

 

El gobierno de Andrés Pastrana Arango  argumento que  se presentaban aumentos en los 

niveles de violencia en el territorio nacional en ese tiempo y que había sido producto no 

sólo de una mayor actividad de los grupos subversivos y paramilitares sino del incremento 

de las distintas formas de criminalidad y delincuencia urbana. Frente a este escenario, este 

gobierno  propuso una política orientada a la búsqueda de una paz integral que contemple 

además de la violencia originada en el conflicto armado, aquella asociada con la 

criminalidad urbana y el narcotráfico. Adicionalmente, la política de paz “parte de 

reconocer que si bien la negociación en torno al conflicto armado es un elemento 

fundamental en el proceso de consecución de la paz, su consolidación requiere de acciones 

que la trasciendan.” 

 

La política de paz se compuso, en primera instancia, de una reforma política encaminada 

hacia el fortalecimiento de la democracia, mediante la creación de condiciones hacia un 

proceso político estable y unas instituciones sólidas y transparentes, que a su vez 

conduciéran al logro de la paz.  

 

En segundo lugar, la política de paz estará fundamentada en la negociación con los grupos 

alzados en armas, como instrumento político para la resolución del conflicto armado. Con 

el objeto de dotar al ejecutivo con los instrumentos suficientes para llevar a buen término 

estas negociaciones, la reforma política pretendía otorgarle al presidente de la República, a 

través de una reforma constitucional, facultades especiales con el objeto de adelantar 

procesos de reconciliación entre los colombianos y de negociar, suscribir y ejecutar 

acuerdos de paz con las organizaciones armadas al margen de la ley a las cuales el gobierno 

nacional reconozca carácter político y siempre que se encuentren vinculadas a un proceso 

de paz bajo su dirección. 
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El tercer elemento de la política de paz estaba constituido por las inversiones y acciones 

para la paz. En este campo, que en primer término incluían inversiones sectoriales 

orientadas a mejorar las condiciones que favorecieran la convivencia pacífica y a 

desestimular los factores que promovieran la violencia en sectores tales como el 

agropecuario, infraestructura, justicia, medio ambiente, y defensa y seguridad, y que serian 

complementadas con medidas especiales para combatir la corrupción. 

 

Adicionalmente, se contempló la puesta en marcha de un plan especial para la 

“reconstrucción económica, social y ambiental de las zonas más afectadas por el conflicto: 

el Plan Colombia”. Finalmente, las inversiones para la paz comprendieron la puesta en 

marcha de programas de convivencia y seguridad ciudadana con el fin de disminuir la 

violencia ordinaria que se concentraba en mayor medida en las ciudades, y que contribuía 

con más del sesenta por ciento de los delitos y los costos de la violencia. La ejecución de 

estas inversiones se llevaría a cabo no sólo con la concurrencia de las instituciones del 

Estado sino a través del establecimiento de alianzas con las organizaciones locales, 

nacionales e internacionales, con experiencia y competencia en el tema, así como con la 

participación de las organizaciones de la sociedad civil. 

 

3.2.1. El Plan Colombia. 

En primera instancia, y como eje central de su política de paz , el gobierno estructuró el 

Plan Colombia el cual, a través de combinar adecuadamente las acciones de atención 

humanitaria con las de desarrollo, dejando atrás el tradicional esquema asistencialita, 

adelantaría su acción en tres frentes: sustitución de cultivos ilícitos por medio de programas 

de desarrollo alternativo, atención a la población desplazada y acciones priorizadas y 

focalizadas hacia regiones donde la violencia ha asumido un carácter crítico. Dado que 

estas problemáticas se encontraban estrechamente interrelacionadas, las acciones que el 

Plan Colombia iniciaba buscarían la integralidad respecto a los tres frentes.    

 

Los ideales de dicho plan  fueron causados por razones a que la violencia y el conflicto 

armado afectaban en general a todo el país, pero sus consecuencias eran   más graves en 
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ciertas zonas y afectan de manera más pronunciada a determinados grupos de población. 

Bajo esta consideración, el Plan Colombia se desarrollaría principalmente en zonas donde 

los actores armados, tanto guerrilla como autodefensas, habían tenido presencia activa y 

continuada durante varios años y en las que se conjugan varios factores que en conjunto 

dinamizaban el conflicto armado. Por tal razón, se consideraban también regiones objetivo 

del Plan Colombia las zonas en que una porción significativa de la población derivaba  su 

sustento mínimo de los cultivos ilícitos, al igual que aquellas zonas afectadas por graves 

condiciones de pobreza e inequidad y ausencia de oportunidades reales de progreso para 

amplios sectores de la población. 

  

3.2.2. Evolución del Plan. 

La versión original del Plan Colombia según la concibió el presidente Andrés Pastrana en 

1998, una semana después de la primera ronda de las elecciones presidenciales, consistía en 

un Plan “Marshall11” para Colombia. El argumento de Pastrana fue que “la coca era un 

problema social cuya solución debía incluir resolución del conflicto armado; los países 

desarrollados deberían ayudarnos a implementar una especie de Plan para Colombia, el cual 

nos permitiría desarrollar grandes inversiones en el campo social, con el fin de ofrecer a 

nuestros campesinos alternativas diferentes a los cultivos ilícitos” 

El plan original tenía un presupuesto de US $7,5 mil millones de dólares de los cuales un 

51% se dedicaría desarrollo institucional y social, un 32% para combatir el narcotráfico, un 

16% para revitalización social y económica y un 0,8% para apoyar los procesos de 

negociación política con los grupos guerrilleros. Pastrana inicialmente solicitó US $4,864 

mil millones de dólares provenientes de fondos colombianos (65%) y solicitó US$ 2,636 

mil millones a la comunidad internacional (35%). 

Lo anterior como para nombrar las políticas de gobierno que presento el presidente 

Pastrana para su época, pero la pregunta clave seria si de verdad esto sirvió y llevo a la 

                                                 
11 http://es.wikipedia.org/wiki/Plan_Marshall 
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verdadera consecución de la paz o tan siquiera a  la erradicación de un porcentaje mínimo 

de cultivos ilícitos. 

En nuestro concepto este plan de desarrollo tiene muchos puntos en contra que  no 

permitieron que  se diera una verdadera política de gobierno sino que mas bien se 

presentara para politiquería y corrupción en todos los entes gubernamentales, por ejemplo 

este plan, inscrito en el contexto de las negociaciones de paz, que desde 1998 se proponen 

como salida al conflicto armado que vive el país, estaba destinado a acabar con el problema 

del narcotráfico al que se consideraba eje fundamental de este conflicto, además de apoyar 

la gobernabilidad del estado fortaleciendo sus instituciones. 

En su primera fase como ya lo habíamos nombrado, la lucha antinarcóticos se focalizó en el 

sur de Colombia, sobre todo en el Putumayo por ser el área donde se concentraba la mayor 

extensión de cultivos de coca en el mundo (50.000 hectáreas aprox.); Un Plan, con un costo 

aproximado de 7.500 millones de dólares, que será financiado por el estado colombiano 

(4.000 millones) y por los aportes de la Comunidad Internacional (3.500 millones). El Plan 

fue  recibido con dudas y críticas desde distintas organizaciones de la sociedad civil y de 

ONG´S tanto nacionales como foráneas por los efectos contradictorios en los que  incurrió 

desde diversos puntos de vista como: 

Plan Antinarcóticos; Para la erradicación de cultivos se propuso como prioritaria la 

estrategia de la Fumigación de las áreas cultivadas con productos químicos y biológicos 

(hongo Fusarium Oxisporum), cuya utilización supuso daños irreparables a una tierra que 

queda estéril y los efectos sobre todo el ecosistema, incluyendo los seres humanos, que por 

estudios realizados se determinaron perniciosos. 

A falta de propuestas reales para la sustitución de cultivos de coca y amapola por otros 

productos agrícolas que generaran las rentas necesarias a los cultivadores, la fumigación no 

supondría la desaparición de los "narcocultivos" sino un desplazamiento de los mismos 

hacia áreas selváticas con el costo añadido de deforestación y degradación ambiental. 
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La lucha antinarcóticos se dirigía, entonces  al eslabón más débil de la cadena del 

narcotráfico: los cultivadores que solo rentabilizan el 0.67% del tan lucrativo negocio en el 

que las ganancias se quedan en el norte (lavado de dólares, insumos químicos, compra de 

armas), que no se corresponsabiliza de un problema en que los consumidores son los 

demandantes (más de 50 millones) 

Como Plan que fortalecía la Democracia, también se critico mucho ya que este apuntaba a 

un déficit democrático en la concertación del Plan con las comunidades afectadas así como 

un desconocimiento a las demandas que desde ellas se proponen. Falta de transparencia e 

información de un plan del que existían distintas versiones y que al final ninguna llego a 

concretizar los verdaderos fines del plan.  

Como Plan para fortalecer la defensa de los Derechos Humanos en muchos aspectos   

desconoció y se apartó de  los distintos conflictos que vivía el país (económico, social, 

político y además armado). La narcotización del conflicto, con su estrategia de fumigación 

aumentó el número de desplazados en el sur del país que sumados a los miles que ya 

existían, colocó a Colombia a la cabeza en cifras de desplazamiento forzoso interno tras 

otros países que encabezaban esta lista. Además el apoyo militar a instituciones señaladas 

desde distintos organismos (Human Rights Watch, Amnesty International) como violadoras 

de derechos humanos y connivencia con el paramilitarismo desconocía el respeto universal 

a estos derechos. 

Como Plan de Apoyo a la Paz, hizo hincapié en la ayuda militar (Colombia será el tercer 

receptor de ayuda norteamericana tras Egipto e Israel) desconociendo las negociaciones que 

se estaban desarrollando entre el gobierno y las FARC por tal razon fue un plan que no 

quiso creer en la verdadera paz y que  supuso una escalada en el conflicto ya que por lógica 

si un actor se arma la contraparte se rearma profundizándose en la guerra.   

 

 

 

 



  

 41

3.2.3. Proceso De Paz Con Las FARC. 

 

Para hacer hincapié en el principal proceso de paz, que fuel el realizado con las FARC, 

queremos hacer un recuento cronológico para así entender como empezaron estas 

conversaciones y  a su vez como llegaron a su fin:  

 

3.2.3.1. Año de 1998. 

• 7 de noviembre: Las FARC anuncian que no comenzarán negociaciones hasta que 

130 soldados desarmados del Batallón Cazadores, que se quedaron para funciones 

administrativas, abandonen la zona. Los soldados son retirados por el gobierno.  

• Octubre: mediante una resolución se establece la zona de distensión en los 

municipios de Mesetas, La Uribe, La Macarena, Villahermosa y San Vicente del 

Caguán hasta el 7 de febrero de 1999.  

3.2.3.2. Año de 1999.  

• 7 de enero: Se instala la mesa de negociación tras una ceremonia a la que asiste el 

presidente, Andrés Pastrana, pero no acude el jefe máximo jefe de las FARC, 

Manuel Marulanda Vélez.  

• 19 de enero: Las FARC anuncian la primera "congelación" de las conversaciones a 

la espera de informes oficiales sobre la lucha contra los paramilitares, tras una serie 

de masacres.  

• 5 de febrero: se amplia la zona por 90 días más.  

• 3 de marzo: Se encuentran los cadáveres de los indigenistas estadounidenses Ingrid 

Washinawatok, Laheenae Gae y Terence Freitas, secuestrados y asesinados por un 

frente de las FARC, que se compromete a investigar y castigar a los autores.  

• 20 de abril: Se reanudan las conversaciones de los miembros de la mesa de 

negociación. Presentan el borrador de la agenda única.  
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• 2 de mayo: El presidente Pastrana viaja a la zona neutral para reunirse con 

Marulanda y firmar un acuerdo escrito, en un intento por reactivar el proceso.  

• 6 de mayo: El Gobierno y las FARC definen una agenda de doce puntos que 

comienza a analizarse en la mesa de Negociación. Una comisión del congreso de 

EE.UU, visita la zona.  

• 7 de mayo: Se prorroga la zona de distensión por un mes más.  

• 7 de junio: Se prorroga la zona hasta diciembre de 1999.  

• 18 de julio: Las FARC congelan el diálogo por estar en desacuerdo con el gobierno 

sobre la creación de una comisión de verificación que atienda denuncias sobre 

violaciones de derechos humanos en la zona. El gobierno retira la propuesta.  

• 7 de diciembre: Se realiza una quinta prórroga de la zona hasta el 7 de junio de 

2000. 

3.2.3.3. Año 2000. 

• 29 de enero: Se inauguran las negociaciones entre el gobierno y las FARC. Los 

medios de comunicación se niegan a asistir por el secuestro del director de un 

noticiero de televisión.  

• 1º de febrero: La comisión negociadora de las FARC sale hacia Europa para 

realizar una gira de 33 días.  

• 3 de marzo: El consejero Jaime Ruiz y el director nacional de Planeación, Mauricio 

Cárdenas, viajan a la zona para exponer el Plan Colombia.  

• 16 de mayo: Una banda de delincuentes asesina con un "collar bomba" a la 

campesina Ana Elvia Cortés en el departamento de Boyacá. Los oficiales acusan del 

crimen a las FARC, que rechazan los cargos.  

• 22 de mayo: El gobierno suspende las negociaciones hasta que se esclarezca la 

autoría del crimen del "collar bomba". Días después, reconoce que no fue una 

acción de los rebeldes.  

• 7 de junio: Se extiende el plazo de la zona de distensión hasta el 7 de diciembre.  
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• 7 de julio: El fiscal general de la Nación, Alfonso Gómez Méndez, asegura tener 

pruebas de que dos niños secuestrados, por cuya liberación se exigen grandes sumas 

de dinero, están en poder de las FARC. El grupo insurgente también ofrece 

investigar las denuncias.  

• 8 de septiembre: El guerrillero Arnubio Ramos, preso en una prisión de Bogotá, 

secuestra el avión en el que era trasladado hacia un juicio en la ciudad de Neiva y lo 

desvía a San Vicente del Caguán, donde queda bajo protección de las FARC. El 

gobierno suspende las negociaciones y exige la entrega del secuestrador; la 

organización guerrillera se niega.  

• 26 de octubre: Se reanudan las negociaciones, después de que se crea un comité 

para solucionar el escollo ocasionado por el secuestro.  

• 14 de noviembre: Las FARC anuncian la "congelación indefinida" de las 

negociaciones hasta que el Gobierno muestre resultados en la lucha contra las 

paramilitares.  

• 6 de diciembre: Pastrana prorroga por 55 días la vigencia legal de la zona neutral, 

un período mucho menor a los anteriormente decretados, en un mensaje a las FARC 

para que haya avances.  

3.2.3.4. Año 2001. 

• 4 de enero: El gobierno solicita a las FARC que aclaren si tienen responsabilidad 

en el asesinato del congresista Diego Turbay y su familia. 

• 17 de enero: Marulanda pide la prórroga indefinida para la zona de distensión.  

• 21 de enero: El Alto Comisionado para la Paz, Camilo Gómez, se reúne con las 

FARC para analizar propuestas de las partes.  

• 22 de enero: Pastrana, de viaje por Francia y Suecia, insta a las FARC a reanudar 

las negociaciones a cambio de prorrogar el territorio neutral. Marulanda defiende 

los avances para lograr la liberación de prisioneros, a pesar de que no hay 

negociación.  
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• 23 de enero: El ejército anuncia la movilización de 2.5000 soldados hacia la 

frontera de la zona de distensión.  

• 24 de enero: La Corte Constitucional refrenda la facultad del presidente Pastrana 

para crear zonas de distensión.  

• 31 de enero: El presidente Pastrana anuncia la prórroga por unos días de la zona de 

distensión de más de 42.000 kilómetros cuadrados con el único propósito de 

reunirse con Marulanda para discutir el futuro del proceso de paz.  

• 2 de febrero: Marulanda acepta entrevistarse con Pastrana el jueves 8 de febrero.  

• 8 de febrero: Pastrana y Marulanda dialogan sobre el intercambio de prisioneros, la 

lucha contra los paramilitares, los resultados el proceso de paz y el Plan Colombia.  

• 5 de octubre: El gobierno y las FARC suscriben el "Acuerdo de San Francisco de 

la Sombra", que los compromete con la inmediata discusión de un cese el fuego y 

de hostilidades.  

• 7 de octubre: Pastrana prorroga la zona de distensión hasta el 20 de enero de 2002 

pero anuncia mayores controles en torno a la misma tras el secuestro y asesinato de 

la ex ministra de Cultura, Consuelo Araujo Noguera.  

• 17 de octubre: Las FARC se levantan de la mesa y piden el fin de las nuevas 

medidas de control 

• 24 de diciembre: El alto comisionado para la Paz, Camilo Gómez, anuncia la 

reanudación de los contactos.  

• 25 de diciembre: Las FARC señalan que el proceso de paz sigue en crisis.  

 

3.2.3.5. Año 2002. 

• 3 y 4 de enero: Las partes no logran reactivar el proceso debido al tema de los 

controles aéreos, terrestres y fluviales en la zona desmilitarizada.  

• 8 de enero: Los delegados del gobierno y las FARC no logran avances tras un 

encuentro de 10 horas. La guerrilla envía nueve cartas abiertas al presidente, a la 
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ONU, al Congreso y a la iglesia Católica, en ellas responsabilizan al Ejecutivo por 

un eventual fracaso del diálogo.  

• 9 de enero: El comisionado Gómez da por finalizado el proceso de paz.  

• 10 de enero: El presidente Andrés Pastrana concede un plazo de 48 horas para que 

el representante de Naciones Unidas en Colombia, James Lemoyne, realice una 

misión mediadora que permitiera rescatar el proceso.  

• 12 de enero: James Lemoyne, mediador de Naciones Unidas en el conflicto entre el 

gobierno y las FARC, comunica a través de la televisión que parece inevitable una 

incursión del ejército a la llamada zona de distensión.  

• 13 de enero: Con el plazo otorgado por el presidente Andrés Pastrana ya vencido, 

las FARC presentan un proyecto para continuar con el proceso de paz. Pastrana 

rechaza la propuesta.  

• 14 de enero: Embajadores de la ONU y diez países negocian contra reloj para evitar 

que se termine el proceso de paz con las FARC.  

• 15 de enero: Después de vencerse los dos plazos de 48 horas otorgados por el 

presidente Andrés Pastrana, los negociadores tienen una nueva fecha límite, el 20 de 

enero. Ese día vence la prórroga decretada en octubre de 2001 para la vigencia de la 

zona desmilitarizada.  

• 14 de febrero. Los candidatos presidenciales Horacio Serpa, Luís Eduardo Garzón 

e Ingrid Betancourt asisten a un foro en la zona de distensión, en el que critican los 

atentados de las FARC y piden a guerrilla y Gobierno evitar por todos los medios 

una guerra mayor.  

• 20 de Febrero: Un frente de las FARC secuestra un avión de cabotaje. Liberan a 

todos los pasajeros, excepto a uno: el senador Jorge Gechem. En la noche, el 

presidente Andrés Pastrana anuncia el fin del proceso de paz.  
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3.3. Periodo Presidencial De ALVARO URIBE VELEZ. 2002-2006. “Hacia un Estado 

Comunitario”. 

 

En primer lugar estudiaremos las propuestas que hizo en su momento el ahora presidente, 

para establecer un paralelo entre sus políticas propuestas y las realizadas en lo concerniente 

al tema de la paz. en ese entonces  estableció que el Estado debía derrotar el crimen con 

autoridad democrática, que no quería de volver a la vieja doctrina de la seguridad nacional 

concebida para eliminar al disidente. Tampoco del apaciguamiento de los grupos violentos 

ni del falso dilema diálogo. Argumento que “Colombia sin guerrilla y sin paramilitares. La 

autoridad legítima del Estado protege a los ciudadanos y disuade a los violentos. Es la 

garantía de la seguridad ciudadana durante el conflicto y después de alcanzar la paz”.12 

Uno de los aspectos mas importantes de este proyecto es brindar a la comunidad 

conocimientos acerca del interés que tienen nuestros dirigentes a lo largo de estos últimos 

periodos, ya que estos  periodos es cuando mas se acrecentó el conflicto armado en 

Colombia y por ende, es la época en la que mas se ha visto maltratada la población civil. 

Es el momento de hablar del actual gobierno, es decir cual ha sido su preocupación acerca 

del conflicto armado en Colombia donde la mayoría lo eligió por voto popular, 

demostrando la democracia de un pueblo y pues  así mismo debe exponerle al país sus 

propuestas que va a llevar a cabo en sus periodos, que como todos sabemos dichas 

propuestas se encuentran estipuladas en EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO que 

todos los candidatos a la presidencia deben presentar y si son electos deben cumplirlo a 

cabalidad.  

La investigación que se elaboró  acerca  de si el presidente Uribe es para observar que 

trascendencia se dio y que importancia tomo al tema que estamos tratando; pues en el plan 

nacional de desarrollo propuesto -en su momento- Álvaro Uribe, dio a conocer uno de sus 

puntos más importantes y es  el conocido tema de “seguridad democrática”. 

                                                 
12 Tomado del Programa de Gobierno publicado el 06 de Mayo de 2002 con el nombre de: MANO FIRME, 
CORAZÓN GRANDE  “El camino de la confianza”. Distribuido en todo el pais.  
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Para mayor entendimiento la seguridad democrática la podemos entender, como el ejercicio 

de una autoridad efectiva que sigue las reglas, contiene y disuade a los violentos y esta 

comprometida con el respeto a los derechos humanos, pluralismo político y la participación 

ciudadana”.  Es decir el presidente de la republica en su plan nacional de desarrollo se 

preocupa por la seguridad democrática o mejor aun por la seguridad de la población; 

aunque nosotros como ciudadanos entendemos que en un territorio como el nuestro es 

difícil cumplir a cabalidad con los objetivos planteados con el gobierno nacional, pero no 

imposible ya que si se diera un arduo trabajo se podría alcanzar a un  a un 40 o 60% de la 

población civil y eso seria una gran avance. 

 

Por eso esta no es una labor que le concierne solo al presidente de la republica, porque 

todos los ciudadanos deberían tomar conciencia y comprometerse con el país especialmente 

los dirigentes respectivos como gobernadores en los departamentos, alcaldes en los 

municipios, las mismas juntas de acción comunal y en general todos los grupos sociales que 

componen la sociedad de este país.   

 

Una de las principales causas, que en nuestro país la población se encuentre inmiscuida en 

el conflicto armado; es por el crecimiento abrupto de los grupos armados, por ende   esto 

trae como consecuencia, el incremento de atentados, secuestros, desplazamientos forzados, 

violaciones contra los derechos humanos i el derecho internacional humanitario y otros 

delitos atroces que siempre atentan  nuestra contra la población civil. 

 

Así las cosas se traerá a colación unos datos que demuestran la gravedad de lo hechos y lo 

que en verdad nos preocupa a nosotros que es la población civil la que mas se encuentra 

afectada con  todo esto y la que el gobierno esta dejando a un lado sin tomarle importancia; 

los datos son los siguientes: 

“Algunos datos muestran la gravedad de los hechos: desde el año 1998 se han presentado 

12.347 secuestros (aproximadamente 3.086 por año), han ocurrido 703 casos de masacres 

(176 casos en promedio por año) que han dejado 4.056 víctimas y en cuanto a homicidios, 

Colombia se ubica en el tercer puesto de 63 países encuestados con 24.661 homicidios en 
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promedio. Por el lado de los ataques a poblaciones, en Colombia cada 3 días hay un ataque 

armado que involucra a la población civil y el 30% de municipios han sido afectados por 

las acciones de los grupos subversivos. Por otro lado, según la Red de Solidaridad Social, a 

la fecha, 634.155 personas han sido desplazadas (141.090 hogares aproximadamente). En 

otras palabras, el 1,45% de la población colombiana, un promedio anual de 23.515 hogares, 

ha sido expulsada de su lugar de residencia. Además de estos datos, en Colombia existen 

1.359 víctimas de minas antipersonales. Estas afectan 401 municipios en 30 de los 32 

departamentos del país, y se han registrado 1.806 eventos de los cuales 547 son accidentes, 

cifras que se encuentran por encima de países como Nicaragua, Camboya, el Salvador y 

Bosnia”13. 

 

La condiciones descritas obliga a que el Estado refuerce sus acciones y estrategias hacia un 

camino preventivo, fortalezca la lucha contra la impunidad, le dé una respuesta adecuada a 

las víctimas, trabaje armónicamente con los organismos internacionales de promoción y 

protección de los derechos humanos, racionalice el funcionamiento de las instituciones 

encargadas de su garantía, promoción y protección e impulse medidas efectivas de 

aplicación del Derecho Internacional Humanitario. 

 

Pero dicho plan de gobierno –que hoy en día se lleva a cabo- Paralelamente quiso diseñar y 

ejecutará una estrategia pedagógica dirigida a las comunidades que genere procesos de 

apropiación de los derechos humanos como fundamento de una respuesta civil, para 

prevenir y disuadir amenazas y agresiones de los diferentes actores armados ilegales. 

Igualmente quiere continuar con los programas de promoción, difusión y respeto a los 

derechos humanos y al DIH, de los cuales se encarga de la Defensoría del Pueblo, el 

Ministerio del Interior y el Ministerio de Defensa. 

 

En cuanto a la seguridad de los defensores de derechos humanos y las personas 

amenazadas, quiere fortalecer los programas de protección a los defensores de derechos 
                                                 
13 Algunos de estos datos fueron suministrados por el Observatorio de Derechos Humanos y DIH, de la 
Vicepresidencia de la republica y otros de la pagina web de la presidencia, 
http://www.presidencia.gov.co/resultados/2006/seguridad. 
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humanos, sindicalistas, promotores de causas indígenas y activistas sociales y/o políticos 

que vienen siendo objeto de persecución y amenaza, al igual que los testigos, jueces e 

intervinientes del proceso penal.   

 

El gobierno del presidente Uribe en su plan de desarrollo –en ese entonces- tuvo en cuenta 

una serie de puntos, por los cuales se enfocaban en el  desarrollo de la paz hacia futuro; sin 

dejar del lado a la población civil que es la principal afectada en este conflicto. 

 

Como se ha expresado a cabalidad, uno de los principales puntos es el de brindar seguridad 

democrática; así las cosas quieren definir zonas de alto riesgo para la protección de los 

derechos humanos y el respeto al Derecho Internacional Humanitario, para la protección 

integral de la población. Para ello, determinaron las tendencias generales del conflicto para 

establecer los grados de riesgo por regiones y municipios, y seleccionaron las zonas que 

recibirían la protección para así ejecutar  acciones para garantizar la seguridad, la justicia, 

la institucionalidad democrática y el desarrollo social y productivo. 

 

Pasando a otro aspecto, otra prioridad que tuvo el Gobierno, fue en el tema  Derecho 

Internacional Humanitario, y fue el cumplimiento de la Convención de Ottawa "sobre la 

prohibición, empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas y sobre su 

destrucción". Quiere fortalecer los procesos de sensibilización y prevención, así como el 

proceso de desminado del territorio colombiano dadas las particularidades del conflicto y 

desarrollará acciones de atención a las víctimas.   

  
Uno de las grandes políticas de  paz del gobierno de Álvaro Uribe fue buscar los procesos 

de desmovilización con las Autodefensas Unidas de Colombia, y establecer estrategias para 

reinsertar a la vida civil a las personas integrantes de estos grupos ilegales. Pero queremos 

hacer un análisis de este proceso y el impacto social que genero tanto en la sociedad 

colombiana como en los mismos grupos de personas que dejaron las armas.  
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En agosto de 2002 algunos líderes de las AUC hicieron pública su intención de negociar 

términos para la desmovilización de sus fuerzas y el 1° de diciembre de 2002, declararon un 

cese unilateral de hostilidades.  En los meses que siguieron, representantes del Gobierno 

iniciaron contactos con miembros de las AUC y en julio de 2003 se llegó a un acuerdo 

preliminar mediante el cual se fijaron metas de desmovilización para diciembre de 2005.  

Uno de los principales temas en discusión entre las partes –así como en la escena de la 

opinión pública— consistió en los incentivos para la desmovilización frente a las órdenes 

de detención pendientes y pedidos de extradición de miembros de las AUC que han 

cometido graves violaciones a los derechos humanos y se han involucrado en el negocio de 

la droga. 

 
A pesar de tener en común el efecto de reincorporar a miembros de grupos armados al 

margen de la ley a la vida civil, las desmovilizaciones individuales y colectivas persiguen 

objetivos no necesariamente idénticos.  A diferencia de las desmovilizaciones colectivas –

identificadas con el desarrollo de negociaciones de paz con la cúpula de organizaciones al 

margen de la ley— las desmovilizaciones individuales persiguen desarticular estas 

organizaciones desde su base, ofreciendo a sus miembros la oportunidad de acceder a 

beneficios de tipo procesal, social y económico a cambio de su entrega y colaboración con 

las autoridades.  Se trataba de una estrategia   para lograr el desarme de los grupos armados 

al margen de la ley. 

El 25 de noviembre de 2003 comenzó el proceso de “dejación” de armas por parte de 874 

miembros del llamado “Bloque Cacique Nutibara”, uno de los frentes urbanos más 

agresivos de las AUC que desde hace varios años opera en la ciudad de Medellín.  Este 

proceso de desmovilización pactado a nivel local con las autoridades salientes de la 

Alcaldía de Medellín fue considerado como una experiencia piloto en términos de la 

desmovilización colectiva de miembros de las AUC.  Los desmovilizados permanecieron 

concentrados en La Ceja, en las afueras de la ciudad, hasta  diciembre de 2003 a fin de que 

las autoridades de los Ministerios de Defensa e Interior, así como la Fiscalía Especializada 

de Medellín determinaran su situación judicial y expidieran los correspondientes 

documentos de identificación. Cumplida esta etapa, la Alcaldía de Medellín –a través de la 
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nueva administración que asumió en el año 2004— se encontraba desarrollando el llamado 

programa de “Regreso a la Legalidad” a fin de implementar beneficios de tipo social a 

favor de 868 desmovilizados, tendientes a su reincorporación a la vida civil.  Estos 

beneficios incluían, proyectos de capacitación, generación de ingresos y empleo y 

acompañamiento psico-social. 

Luego de esto, el llamado estado mayor negociador de las AUC y el Gobierno del 

Presidente Uribe continuaban el proceso de diálogo que tenia por objetivo la 

desmovilización de un número de frentes paramilitares con metas para el año 2004 y 2005.  

El Bloque Élmer Cárdenas, comandado por José Alfredo Berrío alias “El Alemán”, de 

influencia sobre el departamento del Chocó y la zona de Urabá –uno de los epicentros del 

conflicto armado— no hacía parte de la negociación.  Tampoco las Autodefensas 

Campesinas de Casanare, lideradas por Héctor Germán Buitrago, alias “Martín Llanos”.    

El 13 de mayo de 2004 se alcanzó un acuerdo sobre el establecimiento de la zona de 

ubicación en Tierralta, Córdoba, la cual se hizo efectiva mediante la resolución Nº 092 de 

2004.  Esta resolución tuvo por efecto –conforme a las disposiciones de la Ley 782 de 

2002— la suspensión de órdenes de captura decretadas contra los miembros de las AUC 

que se encuentren dentro del perímetro de sus 368 km2 de extensión durante su vigencia, en 

principio prevista hasta el 1° de diciembre de 2004.  Este acuerdo definió los propósitos de 

la zona de ubicación como los de facilitar la consolidación del proceso de diálogo entre el 

Gobierno y las AUC; contribuir al perfeccionamiento y verificación del cese de 

hostilidades; avanzar hacia la definición de un cronograma de concentración y 

desmovilización de los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia; permitir la 

interlocución de la mesa de diálogo con todos los sectores nacionales e internacionales; y 

facilitar la participación ciudadana en el proceso.    

Los avances en la concertación de los aspectos logísticos de la concentración de algunos 

frentes se produjeron a pesar de la ausencia de definición del marco jurídico aplicable y del 

constante flujo de violaciones al cese de hostilidades declarado por las AUC.  El 28 de 

mayo de 2004, el propio Alto Comisionado para la Paz afirmó que “la tendencia de las 
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AUC a cometer acciones criminales aumenta mes a mes, en especial homicidios” y que se 

habían incrementado los ataques contra la población civil.    

Hoy en día se presentaron varias desmovilizaciones de bloques de autodefensas, pero no se 

ha cumplido a cabalidad las promesas del gobierno nacional, y esto ha generado varias 

críticas: en primer lugar que las desmovilizaciones se han hecho de una manera muy poco 

transparente hasta el punto que no sabía quien se inserto, cuantos se han desmovilizado, de 

que delitos están acusados. Inicialmente se hablaba que había 11 000 paramilitares y ahora 

han desmovilizado 32 000. Han entregado muy pocas armas. De modo que uno sospecha 

que muchos de los que han desmovilizado no son miembros de los grupos pero, para  

aprovecharse de los beneficios, se han hecho pasar por miembros de las autodefensas. Pero 

de otra parte desde el mismo grupo de paramilitares,  se formo muchas quejas de que el 

gobierno no ha cumplido con la reinserción o con los programas que había prometido, 

especialmente en materia de empleo y readaptación. 

 

3.4. PRINCIPALES INSTRUMENTOS JURIDICOS FIRMADOS EN LOS 

ACUERDOS DE PAZ. 

3.4.1. Proceso de Paz entre el Gobierno colombiano y el ELN. 

• Resolución Nº 83 Ministerio de Defensa Nacional. 9 de Octubre de 1998: Con 

esta resolución se da por iniciado el proceso de paz entre el gobierno colombiano y 

el ELN, y este último queda considerado como una organización armada con 

carácter político.  

• Acuerdos de Puerta del Cielo Alemania, 15 de julio de 1998: Firmados por la 

Sociedad Civil aquí representada, el ELN y el Comité Nacional de Paz, con la 

facilitación de las Conferencias Episcopales de Alemania y Colombia. Están 

encaminados al inicio del Proceso de Paz y el desarrollo del proceso de una 

Convención Nacional. Este proceso se estancó a los pocos meses de iniciado, con la 
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actitud negativa del presidente Pastrana hacia el desarrollo de la propuesta con 

dicho enfoque.  

• Acuerdo de Río Verde 11 al 13 de octubre de 1998: Se acordó, con los delegados 

del acuerdo de Alemania, abordar un bloque temático que recoge los grandes 

problemas que se deben solucionar para una paz real y duradera: 

1. Garantizar la vigencia integral de los derechos humanos, el DIH y acabar con la 

impunidad.  

  2. Construir el Estado de Derecho que represente y condense el interés nacional,     la 

participación democrática y el papel de las Fuerzas Armadas. 

  3. Establecer un modelo económico que garantice la justa distribución de la riqueza, 

y que esta riqueza esté en función del desarrollo y el bienestar actual y el de las 

futuras generaciones. 

  4. Defender la soberanía nacional y los recursos naturales, para que éstos estén en 

función del desarrollo del país.  

• Reglamento para la "zona de encuentro" y el reglamento para su verificación: 

se elaboraron y acordaron, entre el Gobierno Nacional y el ELN, con el fin de 

celebrar la Convención Nacional y los diálogos y negociaciones de paz, respetando 

los derechos y libertades de la comunidad comprometida en ella.  

• Declaración de Ginebra, 25 de julio de 2000: El "encuentro por el consenso 

nacional por la paz de Colombia" sostenido entre sectores de la sociedad civil, 

representantes del Gobierno y el ELN en Ginebra, Suiza, fue un paso importante 

para el avance del proceso de paz. Las partes respondieron positivamente a la 

solución política negociada, la Convención Nacional y al acatamiento del Derecho 

Internacional Humanitario.  
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• Crisis del proceso de paz, 12 de Abril de 2001: Este documento pone de 

manifiesto la ruptura de las negociaciones entre el gobierno colombiano y el ELN. 

Ruptura que se oficializará a principios de agosto del mismo año y que el ejecutivo 

colombiano atribuya a la falta de voluntad política del ELN para la paz. En este 

documento, el ELN explicita cuáles son los elementos que han contribuido a 

paralizar el proceso de negociación. Entre estos elementos se destaca la falta de 

credibilidad de los acuerdos y la persistencia de acciones paramilitares en la 

supuesta zona de encuentro así como la no actuación de las fuerzas públicas para 

parar a estos grupos.  

• Encuentro de Estocolmo, 23 al 25 de abril de 2001: En este encuentro 

participaron representantes del ELN, Gobierno de Suecia y el gobierno colombiano, 

delegados de la ONU, de ONG de Europa y Colombia y representantes de varias 

organizaciones sociales comprometidas con la paz.  

En este encuentro se centró una reflexión profunda sobre el proceso de paz de 

Colombia, el aporte positivo de la Comunidad Internacional, la aplicación del DIH y 

los DDHH y el intercambio sobre experiencias de procesos de paz en otros países.  

• Cumbre por la Paz en la Habana, “Declaración de la Habana. 31 de enero 

2002”: La declaración propone la creación de una comisión conjunta del Gobierno, 

el ELN, con el acompañamiento del Grupo de Países Amigos, facilitadotes del 

proceso de paz colombiano, y del representante del secretario general de Naciones 

Unidas, con el fin de llevar a cabo acuerdos humanitarios y sociales. Al referirse a 

acuerdos humanitarios, el documento formula nueve puntos que incluyen la 

desvinculación de los menores del conflicto armado, inversión social en zonas de 

conflicto, respeto a la infraestructura eléctrica, vial y petrolera, y localización y 

erradicación de todo tipo de minas antipersonal.  
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3.4.2. Proceso de Paz entre el Gobierno colombiano las FARC. 

 
3.4.2.1. Instrumentos para la Negociación:  

• Resolución 84 del 14 de Octubre de 1998: En virtud de la Ley 418 de 1997  y de 

la Ley 417 del mismo año se reconoce a tres miembros de las FARC (Fuerzas 

Armadas Revolucionarias de Colombia) como representantes de este grupo en el 

proceso de diálogo, negociación o firma de acuerdos entre las FARC y el Gobierno 

colombiano.  

• Resolución 85 del 14 de Octubre de 1998: Es el inicio formal del proceso de 

diálogo entre las FARC y el gobierno colombiano y supone el establecimiento de la 

zona de distensión que funcionará a partir del 7 de noviembre del mismo año y que 

abarcará los municipios de Mesetas, La Uribe, La Macarena y Vista Hermosa (todos 

ellos situados en el departamento de Caquetá). El período de vigencia de la zona de 

distensión será fijado temporalmente por el ejecutivo de la República.  

• Resolución 01 del 5 de Enero de 1999: Establece la extensión del artículo 8 de la 

Ley 418 (suspensión de órdenes de captura y capacidad para moverse por el 

territorio nacional) a los portavoces o miembros-representantes de las FARC que 

participen en la puesta en funcionamiento de las mesas de diálogo en las que se 

deberá definir la agenda y las reglas de solución negociada del conflicto.  

• Decreto 333 de 28 de febrero de 2002: Por el cual se decreta un Teatro de 

Operaciones delimitado por diferentes áreas y se nombra comandante de dicho 

"Teatro de Operaciones" al señor Mayor General Gabriel Eduardo Contreras Ochoa, 

sin perjuicio de sus funciones como Jefe de Operaciones del Ejército Nacional.  

3.4.2.2. Acuerdos:  

 

• Acuerdo de la Uribe, 28 de marzo de 1984. La Uribe, Municipio de Mesetas 

(Meta): Acuerdan que las FARC-EP ordenarán el cese al fuego y demás operativos 

militares a todos sus frentes en el país, a partir del día 28 de mayo de 1984. Cuando 
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a juicio de la Comisión de Verificación, hayan cesado los enfrentamientos armados, 

se abrirá un período de prueba o espera de un año para que los integrantes de las 

FARC-EP puedan organizarse política, económica y socialmente, según su libre 

decisión y podrán acogerse a los beneficios de la ley 35 de 1982 y decretos 

complementarios. El gobierno les otorgará, de acuerdo con la Constitución y las 

leyes, las garantías y los estímulos pertinentes.  

• Prórroga del Acuerdo de la Uribe. 2 de marzo de 1986. La Uribe, Municipio de 

Mesetas (Meta): Las partes signantes de este documento adicionan y amplían el 

Acuerdo de la Uribe, pensando en los altos intereses de la Nación y en la necesidad 

que existe de afianzar la paz, como medio de garantizar no sólo la continuidad y el 

desarrollo democrático del país, sino el sosiego y la seguridad de todos los 

ciudadanos.  

• Agenda Común por el Cambio hacia una Nueva Colombia, 6 de mayo de 1999. 

La Machaca, Municipio de San Vicente del Caguán (Caquetá): En este 

documento se enumeran los temas a tratar en las negociaciones de paz entre las 

FARC-EP y el Gobierno colombiano, entre ellos: Solución política negociada, 

Protección de los derechos humanos como responsabilidad del estado, Política 

agraria integral, Estructura económica y social, Acuerdos sobre Derecho 

Internacional Humanitario, etc.  

• Acuerdo de los Pozos, 9 de febrero de 2001, Los Pozos, Municipio de San 

Vicente del Caguán (Caquetá): Este acuerdo entre el gobierno colombiano y las 

FARC-EP responde a la reanudación del proceso de negociación de la paz, que se 

paró a finales de 2000. En este acuerdo se prevé, entre otras cuestiones, la creación 

por parte de la Mesa de Diálogo y Negociación de un nuevo organismo: la 

Comisión de Notables (personalidades nacionales)  que deberá centrar su trabajo en 

la identificación de los mecanismos para acabar con el paramilitarismo y disminuir 

la intensidad del conflicto. Así mismo, se prevén fórmulas de autoevaluación del 

proceso de negociador y se anticipan los trabajos que, en términos de derecho 
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internacional humanitario, acabarán dando lugar a un Acuerdo Humanitario, 

firmado por el Gobierno y las FARC, el 2 de junio de 2001 del que resultará la 

liberación de cerca de 250 policías y militares -según las FARC. 

• Acuerdo de San Francisco de la Sombra para Concretar y Consolidar el 

Proceso de Paz: 5 de octubre de 2001.San Vicente del Caguán (Caquetá). 

Tanto el Gobierno como las FARC se comprometen a estudiar el documento 

presentado por la Comisión de Notables, el 19 de septiembre de 2001, que incorpora 

temas como la tregua, la puesta en marcha de una Asamblea Constituyente o hacer 

partícipes a los candidatos presidenciales (las elecciones presidenciales colombianas 

se realizarán en mayo de 2002) y a los partidos y movimientos políticos, así como a 

diferentes sectores sociales y al Consejo Nacional de Paz, de diferentes temas 

relacionados con la consecución de la paz para favorecer el diálogo y el intercambio 

de opiniones. También se ratifica el respeto de las FARC a las personas 

democráticamente elegidas como alcaldes de los municipios que se sitúen en la zona 

de distensión así como a la desaparición de la práctica de la pesca milagrosa (así se 

conocen a los retenes que, de forma arbitraria, se colocan en diferentes zonas del 

territorio y que pueden conllevar el secuestro de personas con rentas medias/altas 

para después pedir rescates, así como el robo de posesiones personales, etc).  

• Acuerdo de Cronograma de Consenso para el Futuro del Proceso de Paz: 20 de 

enero de 2002, Los Pozos, Municipio de San Vicente del Caguán (Caquetá): En 

este acuerdo ambas partes ratifican que reiteran que la salida política negociada es 

la vía para resolver el conflicto armado en Colombia. Y uno de los puntos 

acordados se refiere a la conformación, de común acuerdo, de una Comisión 

Internacional de acompañamiento que permita servir de verificadores de los 

acuerdos y para superar cualquier inconveniente que se pueda presentar. Asimismo, 

la Mesa Nacional de Diálogos y Negociación se fija como meta llegar a la firma de 

acuerdos concretos sobre tregua con cese de fuegos y hostilidades a partir de la 

disminución del conflicto, teniendo como fecha para lograrlo el 7 de abril de 2002. 
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• Acuerdo sobre el Acompañamiento Nacional e Internacional a la Mesa de 

Diálogo y Negociación. 7 de febrero de 2002, Los Pozos, Municipio de San 

Vicente del Caguán (Caquetá): En este acuerdo se consideraron a los miembros de 

la Comisión de Facilitación Internacional, los siguientes países: Canadá, Cuba, 

España, Francia, Italia, México, Noruega, Suecia, Suiza y Venezuela.  

3.4.2.3. Ruptura del Proceso de Paz:  

• Discurso del presidente Andrés Pastrana donde anuncia la ruptura de los 

diálogos de paz. 20 de febrero de 2002: El presidente de Colombia, Andrés 

Pastrana, anunció el fin de las negociaciones de paz que su Gobierno emprendió en 

1999 con la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) 

y dijo que desde esta fecha correrá un plazo para que las fuerzas militares recuperen 

la zona neutral creada para el proceso.  

• Resolución No. 31 de 2002: Por la cual se termina el proceso de diálogo, 

negociación y firma de acuerdos con las FARC y se deja sin efecto el 

reconocimiento de carácter político a la organización mencionada.  

• Resolución No. 32 de 2002: Por la cual se da terminación a la zona de distensión. 

En consecuencia, los municipios de San Vicente del Caguán, La Macarena, Vista 

Hermosa y Mesetas tendrán nuevamente presencia judicial y militar.  

• Resolución No. 33 de 2002: Por la cual se deja sin efecto el reconocimiento de los 

miembros representantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

FARC. Esta decisión implica que los negociadores de las Farc ya pueden ser objeto 

de captura por parte de las autoridades judiciales y militares, y que quedan 

derogadas todas las disposiciones que le concedían el estatus político a ese grupo 

guerrillero.  
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3.4.3. Proceso de Paz entre el Gobierno colombiano las Autodefensas Unidas de 

Colombia –AUC-. 

3.4.3.1.  Comisión Exploratoria: La Comisión Exploratoria de Paz fue creada el 23 de 

diciembre de 2002, con la misión de realizar contactos con los grupos de Autodefensa que 

declararon públicamente un cese de hostilidades y voluntad de iniciar acercamientos con el 

Gobierno en busca de opciones para la paz y la reconciliación nacional, dentro de los cuales 

encontramos: 

• Resolución 185 del 23 de diciembre de 2002. Por la cual se integra una Comisión 

Exploratoria de Paz para propiciar acercamientos y establecer contactos con los 

Grupos de Autodefensas Unidas de Colombia, AUC; con las Autodefensas 

Campesinas Bloque Central Bolívar, BCB, y Vencedores de Arauca; y con el Grupo 

de Autodefensas Alianza del Oriente, conformada por las Autodefensas del Sur de 

Casanare, Meta y Vichada. 

• Documento de Recomendaciones, 25 de junio de 2003: mediante este documento 

quisieron formular una serie de recomendaciones al gobierno frente al proceso de 

paz con estos grupos, dentro de las cuales destacamos las siguientes. 

a) Continuar con el proceso de paz, - previo cumplimiento total y verificable del cese 

de hostilidades-, con el objetivo central de desmovilizar y reincorporar a la vida 

civil a los integrantes de las autodefensas. Se recomienda insistir en la necesidad de 

congregar una sola mesa nacional de paz. 

b) Mantener, perfeccionar y verificar el cese total de hostilidades como condición del 

Gobierno Nacional para continuar con el proceso, siendo la concentración de 

fuerzas la opción recomendada para su verificación. 

c) Exigir el abandono total de actividades ilícitas, tales como: narcotráfico, robo de 

combustible, extorsión y secuestro. 
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d) Diseñar y aplicar una "Política de Estado" para el tratamiento de grupos de 

autodefensa, con el fin de evitar la perpetuación y resurgimiento de este fenómeno 

luego de la desmovilización de esta generación. 

3.4.3.2 . La Organización de Estados Americanos (OEA): La organización de estados 

americanos intervino en este proceso para establecer unas reglas básicas para el 

seguimiento de los procesos de paz. 

• Convenio para el Acompañamiento al Proceso de Paz en Colombia, del 4 de 

febrero de 2004: En el cual la OEA mantendrá el apoyo a los esfuerzos del 

gobierno colombiano en la búsqueda y consolidación de la paz en ese país, se 

advirtió que aunque el proceso de desmovilización y desarme de las AUC había 

sido positivo, la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia consideraron 

necesario profundizar en el seguimiento de los temas de reinserción de ex 

combatientes así como del monitoreo de la Ley de Justicia y Paz.    

• Resolución 859. 6 de febrero de 2004. Apoyo al Proceso de Paz en Colombia.  

3.4.3.3. Acuerdos. 

• Acuerdo de Santa Fe de Ralito, 15 de julio de 2003: Los días 14 y 15 de julio en 

Tierra Alta (Córdoba), el Alto Comisionado para la Paz, los miembros de la 

Comisión Exploratoria y delegados de la Iglesia Católica, se reúnen con los 

representantes de las Autodefensas Unidas de Colombia. Las partes suscriben el 

"Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia". En éste, las 

Autodefensas Unidas de Colombia se comprometen a desmovilizar gradualmente la 

totalidad de sus miembros, estableciendo el 31 de diciembre de 2005 como fecha 

límite para cumplir con este propósito. El gobierno se compromete a adelantar las 

acciones necesarias para reincorporarlos a la vida civil. Igualmente, se acuerda 

establecer zonas de concentración para facilitar la desmovilización gradual. Entre 

otros puntos, las autodefensas ratifican su compromiso con el cese de hostilidades, y 
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se hace un llamado conjunto para convocar la solidaridad y apoyo de la comunidad 

nacional e internacional. 
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CAPITULO IV.  SOCIEDAD CIVIL, CAMINO HACIA LA PAZ. 

 
Tras las guerras mundiales, y debido también en parte al carácter interno que tras ella 

toman la mayoría de las confrontaciones bélicas, el número de víctimas civiles pasa de ser 

minoría a ser una gran mayoría. 

 

Tratar de decir que la sociedad civil no está involucrada en el conflicto y no tiene derecho a 

sumarse a los posibles diálogos de paz  es ilusorio. Además, como señala Nelson Berrío: 

“El diálogo no es propiedad privada. El gobierno quiere privatizar hasta los diálogos de 

paz. Si hay algo que debe ser público es la conversación entre la gente que es lo que 

permite conocer al contradictor para llegar a acuerdos. La democracia es el más público 

de todos los bienes”14 

 

Pero lo realmente importante es halar del papel activo de dicha sociedad civil frente a la 

necesidad de hacer cumplir o valer este derecho, por tal razón debemos primero aclarar de 

qué hablamos cuando decimos sociedad civil. 

 

4.1. Recuento Histórico Del Concepto De Sociedad Civil. 

 

Este concepto tiene su origen desde el siglo XVII y comienzo del XVIII, en la crítica al 

estado absolutista.  Estos liberales clásicos veían  en la sociedad civil la expresión mas 

depurada, “civilizada”, para ordenar la vida social, económica y política de los individuos. 

En el siglo XIX este término de sociedad civil recobra fuerza, empezando con  Hegel, quien 

lo diferencia conceptualmente de estado y luego con Tocqueville quien nos sitúa ante la 

problemática del papel de la sociedad civil en la democracia. En conclusión, hablar de 

                                                 
14 Berrío, Nelson “La negociación es política” en Conflicto armado y Derecho Humanitario. Memorias del 
seminario Taller realizado en Bogotá del 9 al 25 de mayo de 1994, Edita: Comité Internacional de la Cruz 
Roja, Bogotá 1994 
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sociedad civil es encaminarnos a quizá uno de los temas que ha guiado la filosofía política 

y que se hace obligatorio al hablar de cualquier sistema político: democracia. 

 

Para muchos pensadores liberales del siglo XVII, el individuo era bueno por naturaleza y 

sus derechos naturales individuales existían independientemente del Estado. Así los 

individuos no necesitaban de ningún tipo de  regulación ni control estatal  para 

desempeñarse en sus relaciones  sociales ya que las leyes civiles estaban jerárquicamente 

por debajo de las naturales. A pesar de esto y la visión que se tenia del individuo, Locke –

por ejemplo-  no dudo en considerar la existencia de conflicto en la sociedad como una 

dinámica posible, pero este conflicto era algo natural, y el estado en vez de imponer sus 

leyes civiles, estaba encargado de inducir correctivos necesarios para resolver el conflicto 

pero asegurando la libertad de cada individuo, es decir hacer prevalecer un orden social 

(natural) que uno civil. 

 

En este sentido la sociedad civil es una sociedad moderna y ordenada y que responde a una 

forma muy superior de organización social, además de ser un recinto en el cual se 

perfecciona la sociedad, es también un bastión  desde el cual se ejerce resistencia a la 

intrusión y abuso de poderes del Estado.15 

 

Como veníamos diciendo, es a partir de hegel que se crea una ruptura teórica en la 

concepción de sociedad civil: esta aparece como un actor diferenciado y opuesto al estado y 

la esfera de su actividad ya no son las relaciones políticas sino las sociales, como lo dice 

MARGARITA BONAMUSA “así entendida, es el remanso que  queda entre la familia y el 

estado; esto es: el mercado, el sector comercial de la sociedad y las instituciones que son 

necesarias para el funcionamiento del mercado y la protección de sus miembros”.  En este 

sentido para hegel sociedad civil se puede asemejar a la sociedad burguesa y la propiedad 

                                                 
15 Bonamusa, Margarita. Sociedad civil, control social y democracia participativa. FESCOL. 1° edición, 
marzo de 1997, Bogota. 
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privada constituye  su rasgo más notorio. Así se puede observar a la sociedad civil como 

origen de los conflictos que se derivan de sus intereses particularizados pero sin la 

capacidad para darles solución, de modo que el estado, que si resuelve conflictos, se erige 

como el único garante para la sociedad civil. 

 

A su vez Marx retoma la diferencia de Hegel de Estado y sociedad civil, pero haciendo 

énfasis en su concepción de estado, ya que si para Hegel el estado se constituía en un bien 

absoluto que sabia entrever y defender las dinámicas en la sociedad civil, para Marx el 

estado asume una connotación negativa ya que no es mas que el ordenamiento legal de las 

relaciones económicas basadas en la denominación de una clase sobre la otra. Para Marx la 

sociedad civil es el espacio donde se dan las relaciones económicas –la estructura- que 

determina el ordenamiento político –la superestructura- representado en el estado. Así 

concebido, es en la sociedad civil  donde se gestan las desigualdades económicas, la 

sociedad burguesa y el estado es un claro reflejo de  este orden particular. 

 

Antonio Gramsci en primer lugar reintroduce el contenido ético en la noción de sociedad 

civil, al destacar la importancia de la actividad educativa y cultural que tiene lugar en el 

ámbito de lo estatal y que contribuye a elevar -en forma ciertamente diferenciada- la 

formación de los ciudadanos. En segundo, Gramsci diferencia claramente, dentro del 

Estado, la sociedad civil de la sociedad política, de manera tal que ambos términos 

aparecen ligados en una célebre ecuación: "En la noción general de Estado entran 

elementos que deben ser referidos a la sociedad civil (se podría señalar al respecto que, 

Estado = sociedad política + sociedad civil, vale decir, hegemonía revestida de coerción)"16. 

Dentro de la categoría de sociedad civil, Gramsci incluye así la multiplicidad de 

organismos "vulgarmente considerados privados" (Escuelas, Iglesias, órganos de prensa) 

que corresponden a la función de hegemonía cultural y política que, según Gramsci, el 

grupo dominante ejerce sobre toda la sociedad. Tercero, la elaboración que Gramsci hace 

                                                 
16 Antonio Gramsci, Obras, T. 1, "Notas sobre Maquiavelo, sobre Política y sobre el Estado Moderno", Juan 
Pablos Editor, México, 1975. 



  

 65

del concepto hegeliano de sociedad civil, lo lleva a convertir ese concepto originalmente 

difuso, en una categoría de cierta utilidad para el análisis socio-político. Prueba de ello, la 

distinción tipológica que Gramsci opera entre lo que él denomina las sociedades orientales 

y las occidentales: "En Oriente -afirma- el Estado era todo, la sociedad civil era primitiva y 

gelatinosa; en Occidente, entre Estado y sociedad civil existía una justa relación y bajo el 

temblor del Estado se evidenciaba una robusta estructura de la sociedad civil. El Estado 

sólo era una trinchera avanzada, detrás de la cual existía una robusta cadena de fortalezas y 

casamatas".  Cuarto, quizás el más original aporte que Gramsci hace en torno a la noción de 

sociedad civil lo constituye la explicitación de su significado y de su valor estratégico en la 

lucha y en el combate político. En el pasado, la teorización en la que había estado envuelta 

esa noción, no dejaba de tener ciertamente consecuencias o derivaciones políticas. Sin 

embargo, Gramsci va más allá: la inscribe abiertamente en un programa político. Animado 

por el propósito de contribuir a la transformación revolucionaria de las sociedades 

occidentales, inspirado en el inalcanzable pero consistente pronóstico marxista, al mismo 

tiempo, de las notables diferencias que distinguían a las sociedades europeas occidentales 

de la Rusia zarista que había hecho posible la revolución del 17, Gramsci propone una 

estrategia política distinta. Para ello recurre al símil militar, con el fin de destacar la 

desigual importancia estratégica que en un caso o en otro adquiere la sociedad civil. Por 

ultimo y a manera de conclusión, la sociedad civil es aquella esfera que permite a ciertos 

grupos ofrecer resistencia a la cultura burguesa construyendo una ideología que se lo 

proponga, ya que a diferencia de Marx para Gramsci la sociedad civil es parte de la 

superestructura y hace referencia al conjunto del aparato ideológico y cultural que media 

entre las relaciones  económicas –estructura- y las estatales                –superestructura-. 
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4.2. ¿Qué es Sociedad Civil?.  

 

Dice Larry Diamond que  “La sociedad civil se concibe como el espacio de la vida social 

organizada que es voluntariamente autogenerada, altamente independiente, autónoma del 

Estado y limitada por un orden legal o juego de reglas compartidas”.17 

 

Es distinta de “la sociedad” en general, por cuanto involucra a ciudadanos actuando 

colectivamente en una esfera pública para expresar sus intereses, pasiones e ideas, 

intercambiar información, alcanzar objetivos comunes, realizar demandas al Estado y 

aceptar responsabilidades oficiales del Estado.   

 

La sociedad civil es una entidad intermediaria entre la esfera privada y el Estado. Así, 

excluye la vida familiar e individual, la actividad interior de grupo (por ejemplo: 

recreación, entretenimiento o espiritualidad), las empresas lucrativas de firmas de negocios 

particulares y los esfuerzos políticos para controlar el Estado.   

 

Los actores en la sociedad civil necesitan la protección de un orden legal institucionalizado 

para preservar su autonomía y libertad de acción. De esta manera, la sociedad civil no sólo 

restringe el poder del Estado sino que legitima la autoridad estatal cuando ésta se basa en 

las reglas de la ley. 

 

Cuando el propio Estado es ilegal y desprecia la autonomía individual y de grupo, la 

sociedad civil puede sobrevivir (al menos potencialmente o en forma disminuida) si sus 

elementos constitutivos operan de acuerdo con algún conjunto de reglas compartidas (las 

cuales – por ejemplo – evitan la violencia y respetan el pluralismo). Esta es la condición 

irreductible de su dimensión “civil”. 

 

 
                                                 
17 Diamond, Larry. las incertidumbres de la democracia, compilador Pedro Santana Rodríguez, edita Foro 
Nacional por Colombia, Bogotá, 1995. 
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La sociedad civil comprende un amplio conjunto de organizaciones, formales e informales. 

Éstas incluyen grupos que son: 

 

a) económicos (asociaciones y redes productivas y comerciales); 

 

b) culturales (asociaciones e instituciones religiosas, étnicas, comunales y de otro tipo que 

defienden derechos colectivos, valores, creencias y símbolos); 

 

c) informativos y educativos (dedicados a la producción y divulgación - con o sin fines de 

lucro - de conocimiento público, ideas, noticias e información); 

 

d) de interés (diseñadas para promover o defender el funcionamiento común o los intereses 

materiales de sus miembros, ya sean trabajadores, veteranos, pensionados, profesionales); 

 

e) de desarrollo (organizaciones que combinan recursos individuales para mejorar la 

infraestructura, instituciones y calidad de vida de la comunidad); 

 

f) con una orientación específica (movimientos para la protección del medio ambiente, 

derechos de la mujer, reformas agrarias o de protección al consumidor). 

  

g) cívicos (que buscan de manera no partidista mejorar el sistema político y hacerlo más 

democrático mediante el monitoreo de los derechos humanos, la educación del voto y la 

movilización, estudios de opinión, esfuerzos contra la corrupción, etc.).18 

 

La sociedad civil es distinta y autónoma no sólo del Estado y de la sociedad en su conjunto, 

sino también de la sociedad política (entendida esencialmente como el sistema de partidos). 

Organizaciones y redes en la sociedad civil pueden formar alianzas con los partidos, pero si 

son atrapados por éstos, o hegemónicos dentro de ellos, cambian de este modo su actividad 

                                                 
18 Tomado de: http://www.redunipaz.com/. Larry Diamond, Repensar la Sociedad Civil. 
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primaria hacia la sociedad política y pierden buena parte de su habilidad para desempeñar 

ciertas funciones de mediación y de construcción democrática. 

 

4.3. Funciones Que Debe Cumplir La Sociedad Civil. 

 

Hay diferentes momentos en el que los distintos regímenes políticos decaen, y al menos en 

lo que al mundo occidental se refiere se imponen los regímenes democráticos; pero la 

principal función de la sociedad civil  que en dichos regímenes se inserta, es asegurar el 

pleno ejercicio de los derechos de la ciudadanía; es decir, procurar que el Estado y el 

gobierno cumplan con los principios democráticos en los que se apoyan o dicen 

respaldarse, vigilando sus funciones pero sin caer en la desconfianza, para lograr del mismo 

modo, que la democracia deje de ser formal para tornarse sustantiva. 

 

Es decir, ante el fin del contraste capitalismo – comunismo, la democracia liberal ha de 

aprender a legitimarse por sí sola, ya no por oposición a un “enemigo”. En ese proceso, la 

sociedad civil se impulsa en la necesidad de evitar la corrupción y los desmanes y abusos 

de las instituciones. 

 

4.4. La Sociedad Civil en Colombia  

 

En América Latina, se dice que el fortalecimiento de la sociedad civil se da a mediados de 

los años 70 a raíz de los golpes militares. Por ello, surge desde el principio con una clara 

connotación anti-autoritaria, denunciando a un Estado que viola los derechos humanos, 

reprime la participación ciudadana y desmantela las organizaciones sociales. 

 

Si bien en Colombia no podemos hablar de dichos golpes militares, no hace falta ser un 

profundo conocedor de la historia nacional para apreciar como la particular situación de 
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confrontación político-militar interna, provoca en el Estado una reacción de autoritarismo 

semejante, con los mismos casos de violación de los derechos humanos, derecho 

internacional humanitario y la limitación y coacción de las actividades sociales, incluso 

antes de dicha década. 

 

Por consiguiente, tanto en toda América Latina como muy particularmente en Colombia, el 

término sociedad civil se encarga de resaltar la distinción entre civiles y militares para 

apelar a una mayoría sino opuesta, al menos diferente a las fuerzas armadas. 

 

Si dicha sociedad logra organizarse con rigor y vigor, tiene, además, grandes opciones para 

diseminar ampliamente la información. Función necesaria en medio de países dominados 

por las acciones militares o de seguridad nacional, donde, apelando a éstas, suele sumirse al 

ciudadano en la más completa de las desinformaciones. Esta desinformación ha sido muy a 

menudo aprovechada para incurrir en abusos de poder y violaciones de los más elementales 

derechos humanos. Pero también, en nuestro país dichas denuncias han significado para los 

integrantes de las asociaciones encargadas de velar por su respeto. 

 

Sin embargo, el Estado y los diferentes gobiernos deberían tomar conciencia de que, la 

libertad de asociación, después de haber agitado a la sociedad por algún tiempo, acaba 

fortaleciendo y legitimando al propio Estado. 

 

La sociedad civil en Colombia, plenamente consciente de esta necesidad de legitimación, 

ha procurado hacer a un lado este escepticismo, sin acabar con la denuncia, hacia las 

diferentes instituciones del establecimiento para llamar a la confianza y la cooperación en 

el camino hacia la paz. Un camino que debe prevalecer sobre cualquier otro interés. 
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4.5.  La  Sociedad Civil Colombiana, Caminando Hacia La Paz. 

 

En la sociedad civil de nuestro país podemos encontrar gran diversidad y variedad de 

grupos: económicos, culturales, informativos y educativos, basados en intereses, de 

desarrollo, orientados hacia una problemática, cívicos. 

 

Teniendo en cuenta esto podemos encontrar grupos que buscan en una forma no partidista 

mejorar el sistema político y hacerlo más democrático a través de la vigilancia del respeto a 

los derechos humanos, la educación,  esfuerzos anticorrupción, lucha antidrogas, etc. 

 

En este último grupo habría  que nombrar a las organizaciones de la sociedad civil 

agrupadas en torno a la paz. Por ejemplo, -y ya hablaremos de ello más adelante-, son las 

mujeres que teniendo como base diferentes circunstancias, han conducido a que las  se 

organicen y lleven a cabo una lucha permanente por la reivindicación de su condición y su 

respeto en la sociedad. 

 

En medio, pues, del conflicto, el surgimiento de estos grupos cívicos organizados en torno a 

determinadas problemáticas es válido  para superar las históricas polaridades regionales, 

partidistas e incluso de clase. Caso aún más claro ante la confrontación bélica, donde la 

sociedad civil organizada es capaz de despertar en el ciudadano no armado la idea de que 

no es  necesario estar por un bando u otro del conflicto, sino de que existe una tercera 

opción: la paz. 

 

De cara a esta  vía alternativa, la sociedad civil cuenta, además, con la ventaja de  que al 

agrupar en sus “filas” a personas de cualquier raza, religión, región, condición social, clase 

o tendencia política, está ya haciendo un primer ejercicio democrático de tolerancia 

necesario en el camino hacia la paz. 
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Un camino en el que estos nuevos movimientos sociales reivindica, además, el más amplio 

reconocimiento de la dignidad humana. 

  

No obstante, existen sectores que no son capaces de dejar de mirar a estos movimientos sin 

recelo, al considerar que no son sino un nuevo esfuerzo de orden político (en su 

reorientación estratégica, tras la falta de atención al llamado a la concepción revolucionaria 

por parte de la sociedad en general, y en particular a la clase media), por buscar otra 

relación entre la política y lo popular.  

 

Pero, a pesar e incluso en contra de ellos, la sociedad civil continúa con paso seguro su 

consolidación y su ampliación en Colombia, apoyada en uno de los derechos humanos 

igualmente reconocido por nuestra Constitución como uno de los derechos fundamentales 

en su artículo 38, el de la libertad de asociación. 

 

Pero nos surge un interrogante: ¿se encuentra una real organización de los grupos de 

personas -sociedad civil- que tienen sus ideales encaminados hacia la paz? 

Debemos establecer uno parámetros para establecer si realmente lo que buscan los 

diferentes movimientos civiles es la búsqueda de la verdadera paz, por tal razón  

analizaremos  algunas bases o puntos de partida que se deben tener  para tener un grupo 

organizado con ideales claros, entre otros:19 

 

a. Delimitar sus metas y métodos: La meta es una, clara y única: la paz. En cuanto a 

los métodos más frecuentemente organizados habría que aludir a las marchas y 

manifestaciones y paros cívicos; las campañas publicitarias que buscan 

principalmente la deslegitimación de la guerra; el mandato ciudadano.   

 

                                                 
19 Álvarez Felipe. “paz, sociedad civil y estado una visión jurídico – política del conflicto  armado en 
Colombia” Tesis de grado, Universidad Javeriana. Bogotá. 1998. 
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b. Institucionalización organizacional: Por lo general suelen ser organizaciones, 

algunas legalmente registradas como ONG´s, perfectamente jerarquizadas o con 

funciones internas asignadas diferencialmente. 

 

c. Carácter democrático: Suelen también ser organizaciones de acceso abierto y cuyos 

cargos se eligen democráticamente entre los miembros. 

 

d. Capacidad de pluralismo sin fraccionarse: Debido al número creciente de las mimas 

y de las personas a ellas afines, podemos decir que tienen una buena capacidad de 

recepción y pluralismo. 

 

e. Densidad, número de organizaciones: Se dice que mientras mayor sea el número, 

implica mayor grado de consolidación de dicha sociedad civil y de su credibilidad y 

poder. En Colombia agrupadas en torno a la paz, y sin pretensión de citarlas a todas 

podemos hablar de un número bastante considerable entre las que se encuentran:  

Redepaz, Fundación País Libre, Unicef, Fenalco, Minuto de Dios, Mujeres Autoras 

y Actoras de Paz, Red Juvenil por la Paz,   Confederación Nacional de ONG, 

Confederación de Juntas de Acción Comunal, Indepaz, Visión Mundial, Comité 

Cívico Nacional, Organización Nacional Indígena, Anuc, Cruz Roja, Cinep, 

Fundación Social, Comisión Colombiana de Juristas, Asociación de Familiares de 

Detenidos Desaparecidos (Asfaddes), Corporación Plural, así como numerosas 

asociaciones ecologistas y otras. 

 

Podemos concluir, que después de muchos años la sociedad civil colombiana está 

despertando de un largo letargo de inmovilidad. Sin embargo, algunos piensan que la 

sociedad civil colombiana apenas se está configurando en la medida en que la 

confrontación interna de tipo militar ha impedido su nacimiento y desarrollo. Es innegable 

el papel de la constitución de 1991 en la dinámica de la sociedad civil, varios artículos han 

permitido una participación más amplia de los ciudadanos en la vida política nacional. 
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Empero, no debemos llamarnos a engaños, es mucho lo que ésta sociedad civil tiene por 

recorrer para merecer ese título. 

 

4.6. La Constitución De 1991: Interacción Entre Estado Y Sociedad Civil. 

 

El proceso de conformación de la Asamblea Nacional Constituyente, sus deliberaciones y 

la promulgación de la nueva carta política de 1991, constituyen un momento histórico 

crítico en l cambio de relaciones entre Sociedad Civil y Estado en Colombia, y 

especialmente en el potencial abierto para la Sociedad Civil de jugar un papel 

preponderante en la vida pública del país. La nueva Constitución varió sustancialmente el 

concepto de Estado, consagrando el Estado social de derecho y la democracia participativa, 

fundamentada en la invocación de la soberanía popular. 

 

La soberanía nacional, propia de la democracia representativa, donde la participación 

ciudadana se limita a la elección de sus representantes políticos y a depositar en ellos Su 

confianza para regir los destinos públicos, fue transformada en la nueva Constitución por la 

soberanía popular. El artículo 3 de la Carta el 91 postula que: “La soberanía popular reside 

exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma 

directa o por medio de sus representantes”. Es sobre este principio que se orienta la 

democracia participativa y se abren el conjunto de espacios para la participación 

institucionalizada de la Sociedad Civil en la orientación, gestión y control de las políticas 

públicas. 

 

La Constitución del 91 ha sido denominada la carta de los derechos humanos, porque allí se 

postulan un amplio conjunto de derechos civiles, económicos, sociales y culturales que 

traducen la responsabilidad social asignada el Estado en el nuevo ordenamiento jurídico. 

Esta orientación social de la carta contribuye también de forma importante al acercamiento 

entre Sociedad Civil y Estado para garantizar conjuntamente los derechos sociales 

promulgados en este proyecto de nación que es la Constitución. 
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Por otro lado, la nueva Constitución propone una República Unitaria, descentralizada, con 

autonomía de las entidades territoriales, concretando los anhelos regionales de tiempo atrás 

y buscando superar el esquema centralista que nos rigió desde la Constitución de 1886. 

 

Esta nueva Constitución promotora de la participación, de la democracia, de la 

descentralización y del impulso a los derechos sociales, es fruto de la concertación de una 

pluralidad de fuerzas que se expresaron en la Asamblea Nacional Constituyente y que 

buscaron generar un marco de acción que rompiera con el centralismo, con el sistema 

político cerrado creado por el bipartidismo del frente nacional, con la inequidad social y 

con las limitaciones en la participación en la vida pública de las inmensas mayorías del 

país. 

 

Los espacios institucionales que posibilitan la participación de las organizaciones de la 

sociedad en la deliberación de las políticas, así como en las decisiones de tas mismas y en 

la asignación de recursos se han multiplicado. Ejemplos de estos espacios son: los Consejos 

Nacional, Departamental y Municipal de Planeación, las Corporaciones Ambientales 

Regionales, los Comités de Desarrollo Rural y Reforma Agraria, las Juntas Municipales, 

Departamentales y Nacionales de Educación, etc. Estos espacios, así como las posibilidades 

de crear veedurías y participar en los diferentes mecanismos creados por la ley 134,  

amplían las posibilidades de un involucramiento más activo de la Sociedad Civil en la 

orientación pública. 

 

‘La Constitución de 1991 señaló un claro norte para nuestro país en materia social y 

democrática, la transformación del viejo Estado liberal a un Estado Social y Democrático 

de Derecho. Para esto, introdujo tres principios básicos e integrales: el reconocimiento de 

los deberes, garantías y derechos sociales, económicos y culturales para los ciudadanos; la 

plena democracia y participación ciudadana; y la autonomía territorial. Al elevar a rango 

constitucional los derechos sociales, como complemento necesario de los derechos cívicos 

y políticos en un mareo de democracia participativa, la Constitución se alejó de los modelos 

Estado céntrico y mercado céntrico de organización social y postuló un modelo mixto y 
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plural de bienestar social, donde el Estado, el sector privado y la sociedad civil en procesos 

continuos de concertación y movilización social deberán participar en la orientación y 

gestión social, buscando el desarrollo del bien común y la prevalencia del interés público. 

 

Dentro de este nuevo esquema planteado por la Constitución, la relación ideal entre la 

Sociedad Civil y el Estado, es la de complementariedad y concertación, antes quo la de 

contraposición. La democracia participativa crea el morco político e institucional para que 

la concertación de las políticas públicas sea posible. Lo público, en este nuevo acuerdo 

Social, no se identifica, ni se reduce a lo estatal, ni a los partidos políticos. La sociedad civil 

juega en este nuevo escenario un papel fundamental en los procesos de concertación en tos 

nuevos espacios públicos, en la identificación de los intereses colectivos, y en la gestión y 

control de las políticas públicas”. 

 

La Constitución del 91 dejó sentadas las bases para la renovación política y social, sin 

embargo los años posteriores no so han caracterizado por un desarrollo progresivo del 

mareo constitucional, sino más bien por una tensión permanente entre una clase política 

apegada a las  viejas costumbres del quehacer político y unos actores sociales y políticos 

que buscan orientar el país por el camino trazado por los constituyentes. 

 

La fuerza de esta clase política ha conllevado a reglamentaciones limitantes para la 

participación e incluso a la resistencia de varios legisladores de reglamentar los artículos 

constitucionales concernientes a la participación de las OSC en la gestión pública. La ley 

134 sobre los mecanismos de participación, tenía en el proyecto original una sección 

dedicada a la participación de las OSC que no fue aprobada por el Congreso, por ua debate 

donde se argumentó que el desarrollo de las OSC era contraproducente para los partidos 

políticos, quienes verían disminuido su poder si la Sociedad Civil se fortalecía. Por otro 

lado, varios de los mecanismos de participación aprobados (plebiscito, consulta popular, 

referendo, revocatoria del mandato, etc.) tienen tantos requisitos para poder ponerlos en 

marcha que más que promover la participación con esta norma, se limitan las posibilidades 

reales de su implementación. 
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El mareo institucional creado por la Constitución, con todo y las limitaciones de la 

reglamentación posterior, abre posibilidades para una participación institucional más activa 

y propositiva de la Sociedad Civil. Su realización, por supuesto, dependerá de la 

construcción de la existencia real del Estado de Derecho, de la consolidación y respeto de 

las reglas del juego democráticas, del cambio de imaginarios y de la generación de 

confianza e incentivos para hacer prevalecer el interés público sobre los intereses 

particulares. 

 

4.6.1.  Perspectivas del fortalecimiento de la Sociedad Civil 

 

A continuación queremos mostrar como parte del contexto en el que se desarrolló la 

Consulta, algunas interpretaciones que se tienen en Colombia sobre lo que significa el 

fortalecimiento de la Sociedad Civil. De acuerdo a lo que hemos analizado atrás, la forma 

como se ha concebido la relación con el Estado y el papel jugado por las OSC ha ido 

variando en el tiempo. Pero por supuesto este cambio no ha sido generalizado, ni podría 

pensarse como una evolución lineal de las OSC en su conjunto. 

 

La diversidad de historias de las OSC, las distintas visiones sobre su papel, el ritmo 

diferencial en que los cambios institucionales se dan en el país y las posiciones de los 

actores sociales sobre el papel del Estado ante la política social, el carácter de la 

democracia y el tipo de desarrollo, contribuyen a la existencia de diversas interpretaciones 

sobre el significado del fortalecimiento de la Sociedad Civil. Este no es un concepto 

unívoco a nivel de la literatura internacional, ni lo es para las agendas y estrategias 

propuestas para su desarrollo. El caso colombiano no es la excepción. Diversas perspectivas 

y agendas se mueven alrededor de la interpretación sobre el fortalecimiento de la Sociedad 

Civil. 

 

La Consulta fue un proceso de creación colectiva de una agenda, pero también como en 

todos estos procesos, la generación de una opción que enfatizó algunas perspectivas sobre 



  

 77

otras y promovió orientaciones desde criterios no necesariamente compartidos en su 

totalidad por el conjunto de OSC en el país. Una mirada sobre las diferentes perspectivas y 

opciones de fortalecimiento, ayuda a aclarar este punto. 

 

En un estudio reciente, hemos encontrado al menos tres tendencias básicas sobre el tema. 

La primera tendencia entiende el fortalecimiento de una forma auto referenciado o 

autocentrado, equiparando el fortalecimiento de la Sociedad Civil con el fortalecimiento de 

las organizaciones populares. Un planteamiento que podríamos denominar sociocéntrico, 

domina esta perspectiva, en tanto hace de las OSC los sujetos fundamentales del cambio y 

de sus proyectos autónomos, el eje de las alternativas de desarrollo social. No se introduce 

en esta tendencia el concepto de lo público, ni se concibe al Estado como referente para el 

fortalecimiento. El supuesto que atraviesa esta tendencia es que los problemas se 

solucionan allí donde se expresan y el bienestar social termina así concibiéndose como 

responsabilidad de las comunidades organizadas y la autoayuda como la acción 

fundamental en la solución de los problemas sociales. La idea de más comunidad y menos 

Estado orienta la manera de pensar el retorno a la Sociedad Civil. 

 

Una segunda tendencia, hace del Estado el referente central y relaciona el fortalecimiento 

con la mayor capacidad de interlocución, concentración y vínculo con el mismo. En tanto 

se considera que la orientación general y la interpretación del interés público es 

prerrogativa del Gobierno como representante elegido para ser el vocero de la comunidad, 

la participación de las OSC se vincula a proyectos gubernamentales específicos, ya sea en 

su diseño o en su ejecución, más que a la participación en los espacios públicos para la 

orientación general del desarrollo y es, por eso mismo, una participación más fragmentada 

y sectorial. Si la primera tendencia enfatiza la sociedad como lugar básico de la acción, esta 

segunda tendencia expresa una visión céntrica del desarrollo, dándole a las OSC un carácter 

derivado y en algunos casos instrumental20. 

 
                                                 
20 Restrepo Londoño Diego. Estado y autonomía de la sociedad civil; “Estados Movimientos sociales y 
Organizaciones Sociales”. Primera edición, agosto 1996. Fundación Friedrich Ebert  de Colombia              -
FESCOL-. Bogotá. 
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Por último, una tercera tendencia relaciona el fortalecimiento de la Sociedad Civil con la 

ampliación de la dimensión pública sobre la estatal y con el fortalecimiento del espacio 

público, como lugar de actuación y concertación de las diferentes expresiones de la 

Sociedad Civil entre sí mismas y con el Estado. En esta perspectiva lo público no se 

identifica con lo estatal. La definición de lo público y del bien común no es potestad de las 

instancias representativas y del Gobierno, sino que se concibe que la Sociedad Civil deba 

participar en esta definición así como en la gestión y control del mismo. 

 

La relación entre Gobierno y las OSC se plantea como una interacción mediada por la 

multipolaridad del espacio público. No es una relación bipolar y directa entre Gobierno y 

organización, sino múltiple y de interdependencia entre diversas organizaciones. La 

participación directa de la ciudadanía y de las diversas OSC en la deliberación de las 

políticas públicas se convierte en una actividad de gran importancia en esta perspectiva, y 

la concertación, abierta y transparente, en espacios públicos entre múltiples actores de la 

Sociedad Civil y el Gobierno, en la estrategia central. 

 

Se resalta la importancia de la planeación participativa, en el sentido de planeación y 

distribución de responsabilidades y funciones entre organismos gubernamentales y no 

gubernamentales para el logro de programas de bienestar social colectivos. La 

corresponsabilidad social entre sectores y no la responsabilidad única del Gobierno es lo 

que está en la base de esta perspectiva. 

 

Esta tendencia vincula el proceso de reforma y modernización del Estado y de la política, 

con el del fortalecimiento de la Sociedad Civil. La reforma democrática del Estado se 

relaciona directamente con el fortalecimiento de la participación ciudadana en la decisión y 

gestión de los asuntos públicos. El fortalecimiento de la Sociedad Civil es, dentro de esta 

perspectiva, un proceso paralelo y reforzador de la democratización del Estado. Un Estado 

mixto y plural de bienestar social es el correlato de esta tendencia de fortalecimiento de la 

Sociedad Civil y la gobernabilidad la expresión de su desarrollo. 
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CAPITULO V. EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO (DIH),  MUJER 
Y LA PAZ. 

 
El derecho internacional humanitario (DIH) es un conjunto de normas que, por razones 

humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. Protege a las personas 

que no participan o que ya no participan en los combates y limita los medios y métodos de 

hacer la guerra. El DIH suele llamarse también "derecho de la guerra" y "derecho de los 

conflictos armados" 

  
El derecho internacional humanitario (DIH) es un conjunto de normas que, en tiempo de 

guerra, protege a las personas que no participan en las hostilidades o que han dejado de 

hacerlo. Su principal objetivo es limitar y evitar el sufrimiento humano en tiempo de 

conflicto armado. Las normas estipuladas en los tratados de DIH han de ser respetadas no 

sólo por los Gobiernos y sus fuerzas armadas, sino también por grupos armados de 

oposición y por cualquier otra parte en un conflicto. Los cuatro Convenios de Ginebra de 

1949 y los dos Protocolos de 1977 adicionales a éstos son los principales instrumentos de 

derecho humanitario. 

 

El derecho internacional humanitario ha sido fruto esencialmente de unas prácticas 

consuetudinarias, que se entienden incorporadas al llamado derecho consuetudinario de los 

pueblos civilizados. Por ello, la mayoría de los convenios de derecho internacional 

humanitario deben ser entendidos más como la simple codificación de obligaciones 

existentes que como la creación de principios y reglas  nuevas. Así, la corte constitucional, 

ha considerado que las normas de derecho internacional humanitario son parte integrante 

del ius cogens21.  Ahora bien, al tenor del artículo 53 de la Convención de Viena de 1969 

sobre el derecho de los tratados, se entiende por norma ius cogens o norma imperativa de 

derecho internacional general "una norma aceptada y reconocida por la comunidad 

                                                 
21 Sentencia No. C-225 de 18 de mayo de1995. Magistrado ponente Alejandro Martínez Caballero. 
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internacional de Estados en su conjunto cono norma que no admite acuerdo en contrario y 

que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que 

tenga el mismo carácter". Por ello, según este mismo artículo de la Convención de Viena, 

todo tratado que contradiga esos principios es nulo frente al derecho internacional. Esto 

explica que las normas humanitarias sean obligatorias para los Estados y las partes en 

conflicto, incluso si éstos no han aprobado los tratados respectivos, por cuanto la 

imperatividad de esta normatividad no deriva del consentimiento de los Estados sino de su 

carácter consuetudinario. 

 

En Colombia no sólo el derecho internacional humanitario es válido en todo tiempo sino 

que, además, opera una incorporación automática del mismo "al ordenamiento interno 

nacional, lo cual, por lo demás, es lo congruente con el carácter imperativo que, según ya 

fue explicado, caracteriza a los principios axiológicos que hacen que este cuerpo normativo 

integre el  ius cogens22. 

 

El único sentido razonable que se puede conferir a la noción de prevalencia de los tratados 

de derechos humanos y de derecho internacional humanitario es que éstos forman con el 

resto del texto constitucional un "bloque de constitucionalidad", cuyo respeto se impone a 

la ley. En efecto, de esa manera se armoniza plenamente el principio de supremacía de la 

Constitución, como norma de normas, con la prevalencia de los tratados ratificados por 

Colombia, que reconocen los derechos humanos y prohíben su limitación en los estados de 

excepción. Como es obvio, la imperatividad de las normas humanitarias y su integración en 

el bloque de constitucionalidad implica que el Estado colombiano debe adaptar las normas 

de inferior jerarquía del orden jurídico interno a los contenidos del derecho internacional 

humanitario, con el fin de potenciar la realización material de tales valores23. 

 

Desde una perspectiva constitucional, la paz no debe ser entendida como la ausencia de 

conflictos sino como la posibilidad de tramitarlos pacíficamente. Se puede decir que no 

                                                 
22 Ibíd. 
23 Ibíd. 
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debe ser la pretensión del Estado social de derecho negar la presencia de los conflictos, ya 

que éstos son inevitables la vida en sociedad. Lo que sí puede y debe hacer el Estado es 

"proporcionales cauces institucionales adecuados, ya que la función del régimen 

constitucional no es suprimir el conflicto -inmanente a la vida en sociedad- sino regularlo, 

para que sea fuente de riqueza y se desenvuelva de manera pacífica y democrática24".  Por 

consiguiente, en relación con los conflictos armados, el primer deber del Estado es prevenir 

su advenimiento, para lo cual debe establecer mecanismos que permitan que los diversos 

conflictos sociales tengan espacios sociales e institucionales para su pacífica resolución. En 

ello consiste, en gran parte, el deber estatal de preservar el orden público y garantizar la 

convivencia pacífica. 
 

 

5.1. CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO25 

 

5.1.1 Pertenencia: El Derecho Internacional Humanitario hace parte del Derecho 

Internacional Público —el que a su vez constituye una de las ramas del derecho público—, 

encargado de estudiar las relaciones entre los Estados, entre éstos y los demás sujetos de 

derecho internacional, así como la organización y funcionamiento de la comunidad 

internacional.  

 

El surgimiento y desarrollo del derecho internacional va de la mano con la historia del 

derecho de la guerra, en importancia tal, que se afirma que este último influyó de manera 

decisiva en la elaboración de la normatividad internacional. 

 

Los próceres del derecho internacional, tales como Hugo Grocio y Francisco de Vitoria, 

aseveran que la regulación de las relaciones internacionales se centró en la legalidad de la 

                                                 
24 Ibíd. 
25 Hernández Hoyos Diana. Lecciones de derecho internacional.  Segunda edición. Editorial Nueva Jurídica. 

Bogota, 2002. pp 52-57. 
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guerra: procedimientos legales para entrar y salir de ella, al igual que en el comportamiento 

que debía tenerse dentro del conflicto armado respecto a las personas y bienes afectados 

con éste. La fundación del derecho internacional como disciplina distinta de las ciencias 

jurídicas fue, más que nada, debida a la transferencia del debate sobre la guerra. 

 

5.1.2. Aplicación Temporal: La mayoría de las normas se encuentran destinadas a ser 

aplicadas cuando se desarrolla un conflicto armado y dejan de tener operatividad en el 

momento en que éste termina: empero no se puede desconocer que existen normas cuyo 

ámbito de aplicación temporal es anterior al inicio de una confrontación bélica, tales como 

las que ordenan su difusión, necesidad de identificar zonas y localidades sanitarias y bienes 

culturales protegidos; y aquéllas destinadas a ser aplicadas al cesar el conflicto, como la 

obligación de repatriar a los prisioneros de guerra, o la de otorgar las más amplias amnistías 

posibles a quienes hayan tomado parte en las confrontaciones. 

 

5.1.3. Ideales Humanitarios: Ninguna razón diversa de la humanitaria es la que ha llevado 

a la creación, observancia y difusión del Derecho Internacional Humanitario. Se trata de 

compromisos asumidos por la comunidad internacional para la protección de la vida y de la 

dignidad humana, sin consideraciones o compromisos de ninguna otra índole; pero no sólo 

se salvaguardan y restablecen los valores que se desconocen en forma absoluta en el campo 

de batalla, en el que reina el desorden e incluso el odio, sino que también cumple una 

función promotora de la paz ante la comunidad internacional. El DIH tiene un propósito 

humanitario muy claro. No fue creado puesto en vigor por los Estados con propósitos 

políticos ni para definir los estatutos de los propios Estados ni de sus eventuales adversarios 

interiores violentos. Por lo tanto, intentar derivar de la aplicación de las normas del DIH 

consecuencias políticas desvirtúa su razón de ser y obstaculiza la posibilidad de socorrer a 

las personas que sufren por los efectos de las guerras. 

 

5.1.4. Inalienabilidad De Los Derechos De Las Personas Protegidas: Como 

consecuencia del carácter fundamental que tiene la vida y la dignidad del ser humano en el 

Derecho Internacional Humanitario, los derechos de que son titulares las personas 
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protegidas son inalienables y por ende irrenunciables. Se pretende proteger a las víctimas 

de posibles presiones que sobre ellas puedan ser ejercidas en tan dramáticas situaciones, 

impidiéndose de esta forma que se vean avocadas a renunciar total o parcialmente al 

ejercicio de los derechos que les otorga la legislación humanitaria. 

 

5.1.5. Limitación Al Poder Absoluto De Los Estados: Para el Derecho Internacional 

Humanitario el ser humano está por encima de cualquier otra consideración, incluso del 

Estado mismo; es por ello por lo que los Estados, mediante la suscripción de tratados 

multilaterales, han autolimitado en forma colectiva sus poderes; el aceptar someterse al 

derecho internacional no sólo antes de recurrir a la guerra como medio para solucionar sus 

conflictos, sino además como referente en la conducción de las hostilidades, o permitir que 

se ejerza un control internacional por parte de las potencias protectoras o por el Comité 

Internacional de la Cruz Roja en forma subsidiaria, e incluso el recurrir a la Comisión de 

Encuestas, son hechos indicativos de que los Estados ceden algo de su soberanía en 

beneficio de la humanidad.  

 

Se evidencia aún más esta tendencia con la suscripción de los Convenios de Ginebra de 

1949 y su artículo 30 común, normativa esta última mediante de la cual el Estado se 

compromete, con los otros signatarios, a aplicar las normas humanitarias en los conflictos 

internos que se susciten en su propio territorio. 

 

Lo anterior no quiere decir que el derecho humanitario no tenga ningún efecto sobre la 

concepción de la soberanía puesto que, como bien lo señala el Ministerio Público, estas 

normas presuponen un cambio de perspectiva de la relación entre el Estado y los 

ciudadanos. En efecto, en la medida en que las partes enfrentadas en un conflicto armado 

ven limitados los medios legítimos de combate, en función de la protección de la persona, 

esto implica que la soberanía ya no es una atribución absoluta del Estado frente a sus 

súbditos, ni una relación vertical entre el gobernante y el gobernado, pues las atribuciones 

estatales se encuentran relativizadas y limitadas por los derechos de las personas. Esto 

significa que sustituye la idea clásica de una soberanía estatal sin límites, propios de los 
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regímenes absolutistas, según la cual el príncipe o soberano no está atado por ninguna ley, 

por una concepción relativa de la misma, según la cual las atribuciones del gobernante 

encuentran límites en los derechos de las personas. Pero este cambio de soberanía de 

ninguna manera vulnera la Carta, pues armoniza perfectamente con los principios y valores 

de la Constitución. En efecto, esta concepción corresponde más a la idea de un Estado 

Social de Derecho fundado en la soberanía del pueblo y la primacía de los derechos 

inalienables de la persona.  

 

5.2. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO INTERNACIONAL 

HUMANITARIO. 

 

5.2.1 PRINCIPIO DE HUMANIDAD. Ordena dar prioridad al respeto de la persona  

sobre las necesidades militares este principio es uno de los pilares del derecho internacional 

humanitario. También nos sirve para confirmar la inmunidad fundamental de las personas 

civiles contra ataques en todo conflicto armado. Según este, está prohibido infligir 

sufrimiento lesión o destrucción que no sean verdaderamente necesarios para obtener 

propósitos militares legítimos. Por tal razón las acciones  bélicas solo deben causa el mal 

mínimo o necesario  y no el mayor porque seria inhumano. 

 

5.2.2. PRINCIPIO DE NECESIDAD MILTAR.  

Según este principio, los combatientes deben recurrir a las medidas de fuerza que no estén 

prohibidas por el derecho internacional y que sean necesarias y proporcionadas  para 

asegurar el sometimiento del enemigo con el menor costo en recursos humanos y 

económicos.  

 

Por tal razón, la necesidad militar, solo puede invocarse si en el derecho positivo se admite 

explícitamente que, por excepción hecha en nombre de esta necesidad, se suspenda una 

prohibición o una limitación determinada en el recurso a la violencia de guerra. Dado que la 

necesidad militar se opone generalmente a las exigencias humanitarias, el esfuerzo esencial 
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de quienes hacen la guerra consiste en encontrar un punto de equilibrio entre la “necesidad 

de las operaciones militares, razones de guerra o una necesidad militar” 

 

5.2.3. PRINCIPIO DE DISTINCION. Como lo señala el artículo 13 del protocolo II. “las 

partes en conflicto harán distinción en todo momento entre población civil y combatientes, 

y entre bienes de carácter civil y objetivos militares y, en consecuencia, dirigirán sus 

operaciones únicamente contra objetivos militares. 

 

Población civil: entendemos  que son todas aquellas personas que no participan activamente 

en las hostilidades, esto es, que no participan en los ataques mediante los cuales una parte 

busca causar daño  físico a personas o a bienes de la otra parte.26 

 

a) Combatiente: por sustracción de materia debemos considerar combatiente a  aquella 

persona que es miembro de alguna de las partes en conflicto ( fuerzas armadas o de un 

grupo organizado) y que además participa en las hostilidades. Un civil pierde su estatuto de 

protección solo si participa en las hostilidades y mientras dure tal participación.  

 

b) Objetivos militares: el articulo 52 (2) del protocolo I define los objetivos militares 

únicamente en relación con los bienes o blancos y no en relación con las personas. Un bien 

se constituye un objetivo militar legítimo cuando por su naturaleza, localización  propósito 

o uso contribuye efectivamente a la acción  militar del enemigo, de tal forma que su 

destrucción  total o parcial o su neutralización, ofrezca una ventaja militar definida. Desde 

la perspectiva del derecho internacional humanitario es legítimo dirigir ataques contra 

objetivos militares. 

 

c) Bienes civiles: el articulo 52 (1) del protocolo adicional I define los bienes de carácter 

civil como todos aquellos bienes que nos son objetivos militares. En caso de duda el 

artículo 52 crea  la presunción de que los bienes utilizados generalmente con fines civiles – 
                                                 
26 Tomado de: Alejandro Navas Cardona. Ensayo sobre elementos básicos de Derecho Internacional 
Humanitario. Derecho Internacional Humanitario. Red de promotores de derechos humanos, Defensoría del 
pueblo. Pág. 21 
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como lugares de culto, viviendas o escuelas- no son empleados para contribuir 

efectivamente a la acción militar, en consecuencia el derecho internacional humanitario 

prohíbe atacar bienes civiles. 

 

5.2.4. PRINCIPIO DE PROPORCONALIDAD: Esta regla prohíbe efectuar todo ataque 

del cual pueda esperarse que incidentalmente produzca la muerte de civiles, lesiones a 

civiles, daño a bienes civiles o una combinación de aquellas y que seria excesiva con 

relación a la ventaja militar concreta y directa prevista. 

 

Este principio además  ordena suspender o cancelar un ataque hasta cuando se puedan 

tomar medidas específicas para evitar o minimizar victimas civiles si se sospecha que tal 

ataque puede provocar sufrimientos a civiles.27 

 

5.2.5. PRINCIPIO DEL DERECHO HUMANO: Las exigencias militares y el 

mantenimiento del orden público serán siempre compatibles con el respeto a la persona 

humana. Se trata de aquellos principios que protegen la persona como tal y respeta su vida 

humana. 

  

 5.3. PRINCIPIOS   APLICABLES A LOS CONFLICTOS ARMADOS NO 

INTERNACIONALES.28 

 

Las disposiciones que regulan los conflictos armados internos no pueden ser interpretadas 

en forma insular, sino sistemáticamente con el conjunto de principios y normas que 

conducen los conflictos armados internacionales; en consecuencia, aquellos con antelación 

enunciados deben ser referentes en la interpretación y prolongación de las normas y 

costumbres aplicables en las contiendas no internacionales, pues su origen y pertenencia: 

                                                 
27 Tomado de: Alejandro Navas Cardona. Ensayo sobre elementos básicos de Derecho Internacional 
Humanitario. Derecho Internacional Humanitario. Red de promotores de derechos humanos, Defensoría del 
pueblo. Pág. 23.  
28 Hernández Hoyos Diana. Lecciones de derecho internacional.  Segunda edición. Editorial Nueva Jurídica. 
Bogota, 2002. p 112. 



  

 87

integran el ius cogens o derecho consuetudinario de los pueblos, obligan a que en todos los 

conflictos armados, cualquiera que sea el ámbito territorial en el que se desarrollen, sean 

acatadas, sin que admitan norma o práctica en contrario. 

 

Refuerza la anterior consideración la consagración expresa de la precitada Cláusula de 

Martens —originaria del derecho de La Haya—, en el Preámbulo del Protocolo II 

Adicional —normativa aplicable en caso de conflicto interno—. 

 

Así lo entendió la Corte Constitucional y lo plasmó en la pluricitada sentencia C-225 de 

199529, en la que textualmente expuso: Esta cláusula indica que el Protocolo  no debe ser 

interpretado de manera aislada sino que debe ser constantemente relacionado con el 

conjunto de principios humanitarios, puesto que este tratado es simplemente un desarrollo  

y una concreción de tales principios a los conflictos armados no internacionales. Por 

consiguiente la Corte Constitucional considera que la ausencia de una determinada regla 

especifica en el Protocolo II relativa a la protección de la población civil o a la conducción 

de las hostilidades no significa, en manera alguna, que el Protocolo esté autorizando tales 

conductas a las partes enfrentadas. En efecto, las normas de otros convenios de derecho 

internacional humanitario que sean compatibles con la naturaleza de los conflictos no 

internacionales se deben, en general, considerar aplicables a los mismos, incluso si ellas no 

aparecen en el Protocolo II, puesto que- se reiteran -las normas codificadas en este campo 

aparecen como una expresión convencional de los principios del ius cogens que se 

entienden automáticamente incorporados al derecho interno colombiano, según lo 

determinó esta Corporación en anteriores decisiones. 

 

Es por ello por lo que en la Declaración sobre las normas de derecho internacional relativa 

a la conducción de las hostilidades en los conflictos armados no internacionales, aprobada 

en Taormina en 1990, por el Consejo del Instituto Internacional de Derecho Humanitario, 

citada con anterioridad, se hizo referencia, en forma expresa a principios de 

proporcionalidad, necesidad y no causación de sufrimientos o pérdidas innecesarios o males 
                                                 
29 C-225,  18 de mayo 1995, MP: Dr. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO 
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superfluos propios de los conflictos armados internacionales. Según esta Declaración, que 

puede ser considerada la expresión más autorizada de la doctrina internacional en este 

campo, son aplicables a los conflictos no internacionales las reglas sobre la conducción de 

hostilidades que, en función de los principios de proporcionalidad, limitan el derecho de las 

partes a elegir los medios de guerra, con el fin de evitar los males superfluos o innecesarios. 

Por consiguiente, si bien ninguna de las normas convencionales expresamente aplicable a 

los conflictos internos excluye los ataques indiscriminados o la utilización de ciertas armas, 

la Declaración de Taormina considera que estas prohibiciones —en parte consuetudinarias, 

en parte convencionales— sobre utilización de armas químicas o bacteriológicas, minas 

trampas, balas dum dum similares, se aplican a los conflictos armados no internacionales, 

no sólo porque ellas hacen parte del derecho consuetudinario de los pueblos, sino, además, 

porque ellas son una consecuencia de la norma general que prohíbe lanzar ataques contra la 

población civil. 

La citada declaración desmembró los principios generales, dividiéndolos en normas 

relativas a la conducción de las hostilidades y normas que implican prohibiciones o 

limitaciones del empleo de ciertas armas, sin perjuicio de la existencia de disposiciones 

convencionales expresamente aprobadas para este tipo de conflictos. Es de anotar que en 

este documento no sólo se resaltó el principio de humanidad en que se funda el conjunto del 

derecho internacional humanitario, sino que también en ella se hizo referencia expresa a la 

Cláusula de Martens, lo cual reitera aún más la unidad normativa existente entre aquellas 

disposiciones que regulan los conflictos internacionales y los de carácter interno. 

 

De acuerdo con el texto de la anunciada Declaración de Taormina, las normas se dividen 

en: 

 

5.3.1.  Distinción entre combatientes y las personas civiles:30 La obligación de distinguir 

entre combatientes y las personas civiles es una norma general aplicable en caso de 

conflicto armado; prohíbe en especial los ataques indiscriminados. 

                                                 
30 Hernández Hoyos Diana. Lecciones de derecho internacional Humanitario.  Segunda edición. Editorial 
Nueva Jurídica. Bogota, 2002. p 116. 
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La inmunidad de la población civil se establece cuando se prohíbe lanzar ataques contra la 

población civil como tal o contra personas civiles es una norma general aplicable en caso 

de conflicto armado no internacional. También están prohibidos los actos de violencia cuya 

finalidad sea aterrorizar a la población civil. 

 

Encontramos de igual forma La prohibición de males superfluos, que es una norma general 

aplicable en caso de conflicto armado no internacional; prohíbe, en especial, recurrir a los 

medios de combate que agraven inútilmente los sufrimientos de las personas puestas fiera 

de combate o hagan inevitable su muerte. 

 

La prohibición de herir o capturar a un adversario recurriendo a la perfidia es una norma 

general aplicable en caso de conflicto atinado no internacional; en un conflicto armado no 

internacional son perfidia los actos que apelen, con intención de engañar; a la buena fe de 

un adversario para hacerle creer que tiene derecho a recibir o la obligación de otorgar la 

protección estipulada en las normas de derecho internacional humanitario aplicables en 

caso de conflicto armado no internacional. 

 

Otro principio lo podemos ver en la obligación de respetar y proteger al personal sanitario y 

al personal religioso, así como la de respetar y proteger las unidades y los medios de 

transporte sanitarios en la conducción de las operaciones militares, son normas generales 

aplicables en caso de conflicto armado no internacional. 

 

También y muy importante de resaltar, es la prohibición de atacar las viviendas y otras 

instalaciones que sólo sean utilizadas por la población civil; la norma general que prohíbe 

lanzar ataques contra la población civil implica, como corolario, la prohibición de atacar 

viviendas u otras instalaciones que sólo sean utilizadas por la población civil. 

 



  

 90

Igualmente se  prohíbe lanzar ataques contra la población civil implica; como corolario, la 

prohibición de atacar; destruir, sustraer o inutilizar bienes indispensables para la 

supervivencia de la población civil. 

 

 5.3.2. Prohibición y limitaciones del empleo de ciertas armas en los conflictos 

armados no internacionales.31 

 

a)  Armas químicas y bacteriológicas: La prohibición del empleo de armas químicas, 

tales como las compuestas de agentes asfixiantes y vesicantes, así como el empleo de armas 

bacteriológicas (biológicas), es aplicable en caso de conflicto armado no internacional. 

 

 b) Veneno: Prohibición  del empleo del veneno como medio o método de combate es 

aplicable en caso de conflicto armado no internacional. 

 

c) Minas, trampas u otros artefactos: En aplicación de las normas generales citadas en la 

letra A, en particular las relativas a la distinción entre combatientes y personas civiles y la 

inmunidad de la población civil, no deben usarse minas, trampas y otros dispositivos, en el 

sentido del Protocolo II de la Convención de 1980 sobre ciertas armas convencionales 

individuales, ni deben emplearse de manera indiscriminada. 

 

Las armas trampas prohibidas en el artículo 6° del Protocolo II de la Convención sobre 

ciertas armas convencionales de 1980, lo están así mismo en caso de conflicto armado no 

internacional, en aplicación de las normas generales acerca de la distinción entre los 

combatientes y las personas civiles, de la inmunidad de la población civil, de la prohibición 

de los males superfluos y de la prohibición de la perfidia. 

 

                                                 
31 Hernández Hoyos Diana. Lecciones de derecho internacional Humanitario.  Segunda edición. Editorial 
Nueva Jurídica. Bogota, 2002. p 118. 
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A fin de aplicar la protección de la población civil que se deriva de estas prohibiciones, se 

deben tomar medidas de precaución para proteger a la población civil contra los ataques en 

forma de minas, trampas y otros dispositivos. 

 

d) Armas incendiarias: En aplicación de las normas generales citadas en la letra A, en 

particular las relativas a la distinción entre combatientes y personas civiles y a la inmunidad 

de la población civil, no deben usarse armas incendiarias contra la población civil como tal 

o contra personas civiles aisladas y bienes de carácter civil, ni emplearse de manera 

indiscriminada. 

  

5.5. ESTADO DE BELIGERANCIA. 

 

Del latín bellum, que significa guerra. Esta figura, bastante usada en el pasado en el 

Derecho Internacional Público, tiene por finalidad conferir a una de las Partes en un 

conflicto armado (interno o internacional) un estatus especial por medio del cual, sin que 

sea necesario reconocerle personería jurídica, el Estado que lo reconoce como tal, tácita o 

expresamente, establece relaciones comerciales, semi-diplomáticas, diplomáticas, políticas 

o económicas con la Parte reconocida.  

 

Ese reconocimiento lo puede hacer el gobierno del Estado escenario de la confrontación, 

aunque no es usual, por sus posibles repercusiones (cambio de gobierno y hasta 

desmembración territorial de Estado). 

 

Los efectos de la beligerancia son políticos, jurídicos, militares y estratégicos. Equivale a 

decir, en términos prácticos, que en el Estado que sufre el conflicto hay dos gobiernos32:  

 

• Uno de derecho y otro de facto que controla parte del territorio y ejerce autoridad en 

él.  

                                                 
32 Arteaga Ramelli Alejandro, Derecho Internacional Humanitario y Estado de beligerancia. Universidad 
Externado de Colombia. Bogota. 1999. 
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• Ese gobierno local de facto empieza a ser sujeto del Derecho Internacional y por 

ello, puede mantener relaciones con los gobiernos y entidades que lo reconocieron 

con los gobiernos y entidades que lo reconocieron y ser tratado en igualdad de 

condiciones con el gobierno legítimo.” 

 

Hay sedición o rebelión en Derecho Internacional cuando en un Estado una organización o 

grupo social rebelde domina de hecho una parte apreciable del territorio y logra afirmarse 

en su lucha contra el gobierno central. En esta situación es totalmente irrelevante que los 

rebeldes se propongan separar del Estado una parte de su territorio o por el contrario 

conquistar el Estado en su totalidad. 

 

El gobierno rebelde, que ha diferencia del gobierno general de hecho, es un gobierno de 

carácter local, puede ser reconocido como beligerante por el gobierno central del propio 

Estado donde acontece la rebelión, como así también por terceros Estados. En ambos casos, 

la sedición se considera entonces como una guerra en el sentido del Derecho Internacional, 

siéndole aplicables las reglas del derecho de la guerra y la neutralidad. 

 

5.5.1. Reconocimiento de la Beligerancia:  

De la misma manera que ocurre en el reconocimiento de Estados, podemos afirmar que 

existen en este tema dos escuelas de pensamiento opuesto. 

 

Una que considera el acto de reconocimiento como un otorgamiento o concesión de 

derechos, privilegios o de un status legal, la otra posición, meramente como una 

declaración de la existencia de ciertos hechos o un aviso de haberse enterado de ellos.  

 

• Para la primera un grupo rebelde carece de derechos y no está sujeto a deberes en el 

derecho internacional hasta que es reconocido. 

 

• Para la segunda, la existencia de partes beligerantes es un hecho del cual se derivan 

los derechos y los deberes de los beligerantes y de los neutrales. a teoría de la 
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concesión ha sido apoyada por un considerable número de tratadistas, pero esta 

teoría no ha tenido apoyo en la práctica, parece que aquí también como en el caso 

de reconocimiento de Estados y gobiernos la teoría declarativa ha ganado la 

posición dominante. Quiere decir que el reconocimiento no es un acto que concede 

un favor, ni una manifestación de ilimitado albedrío político, sino que está basado 

en la necesidad de tener en cuenta hechos creadores de derecho. 

Si la sublevación se prolonga, puede convertirse en una guerra civil.  

 

 

La guerra civil existe, desde el momento que se reconoce a los sublevados como 

beligerantes, desde ese momento son sujetos de derecho internacional, y las hostilidades 

son regidas por el derecho internacional de la guerra. Aquí existen dos tipos de 

reconocimiento: la beligerancia puede ser reconocida por el gobierno constituido o bien por 

los terceros Estados.  

Así las cosas, la primera situación  se podría denominar guerra civil nacional en cuanto que 

la segunda seria guerra civil internacional.  

 

A veces ocurre que el gobierno constituido no está en condiciones de reconocer a sus 

adversarios como beligerantes sin que ello le genere una obligación, pues no existe ninguna 

condición restrictiva para hacerlo. Sin embargo en el caso de reconocimiento por terceros 

Estados, un reconocimiento prematuro, no fundado, constituiría una intervención en 

asuntos internos de otros Estados, y por ende un grave delito internacional. Por lo tanto 

para que un tercer Estado pueda reconocer a los sublevados como beligerantes, éstos tienen 

que responder a ciertas condiciones subjetivas: 

 

a) perseguir objetivos políticos,  

b) tener dirección política, 

c) disponer de fuerzas armadas disciplinadas,  

d) controlar un territorio, 

e) observar el derecho internacional de guerra. 
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Se necesita además cierta relación entre ese tercer Estado y los sublevados el Estado que 

reconoce tiene que encontrarse en una situación tal que no pueda evitar el reconocimiento.  

 

5.5.2. Efectos del reconocimiento de beligerancia: Dos importantes consecuencias 

jurídicas se derivan de este reconocimiento33:  

 

1) En lo sucesivo, se hace posible aplicar las reglas del derecho internacional sobre la 

manera de conducir las hostilidades, a las relaciones entre el gobierno legal reconocido y 

las autoridades beligerantes reconocidas. El conflicto civil se transforma en una guerra 

regida por el derecho internacional en todos sus aspectos, por ejemplo, la neutralidad.  

 

2) La responsabilidad internacional por los actos de las autoridades beligerantes 

reconocidas se transfiere del gobierno legal a los beligerantes. Estas dos consecuencias se 

producen porque, por el control efectivo del gobierno insurgente sobre una parte del 

territorio y del pueblo perteneciente al Estado envuelto en la guerra civil, se forma una 

entidad que verdaderamente se parece a un Estado en el sentido del derecho internacional. 

Por otro lado, el gobierno establecido está impedido en el futuro de actuar arbitrariamente 

contra los rebeldes que han sido reconocidos. A partir de ese momento se elevan del nivel 

local al internacional las relaciones entre las autoridades beligerantes reconocidas, el 

gobierno legal y los Estados que reconocen.  

 

Estos resultados legales son reconocidos y reafirmados en términos idénticos por las cuatro 

Convenciones de Ginebra de 1949, que en su art. 3º 34 común, regulan respectivamente, la 

                                                 
 
33 Arteaga Ramelli Alejandro, Derecho Internacional Humanitario y Estado de beligerancia. Universidad 
Externado de Colombia. Bogota. 1999 

34 Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II). Aprobado el 8 de junio de 1977 
por la Conferencia Diplomática sobre la Reafirmación y el Desarrollo del Derecho Internacional Humanitario 
Aplicable en los Conflictos Armados. 
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condición de los heridos y de los enfermos en campaña, la de los heridos, enfermos y 

náufragos en el mar, el tratamiento de los prisioneros de guerra, y la protección de los 

civiles en tiempo de guerra.  

 

El artículo 3º de los Convenios de Ginebra de 1949, no ha conseguido una aplicación 

satisfactoria en la práctica. En caso de guerra Civil cada bando considera a los miembros 

del otro como traidores, y no es éste el terreno ideal para la aplicación del Derecho de la 

guerra. El artículo 3º, no prohíbe siquiera el fusilamiento de prisioneros de guerra por delito 

de traición, a condición de que la pena se imponga en un proceso razonable. Además, las 

guerrillas y otras fuerzas irregulares juegan un papel muy importante en las guerras civiles, 

y esto dificulta el establecimiento de la distinción entre combatientes y población civil. Y 

en el caso de "internacionalización" de la guerra civil por la participación de fuerzas 

extranjeras, como por el ejemplo en la guerra civil española de 1936/1939,  indica que no 

aumentan las probabilidades de obediencia al derecho de la guerra. 

 

Si embargo el deseo de causar una impresión favorable sobre la opinión pública extranjera 

ha ejercido en ocasiones un efecto limitativo y ha influido en una cierta observancia del 

artículo 3º. El temor a las represalias y a la persecución de los crímenes de guerra también 

ha ejercido, en determinados casos, un efecto favorable. 

 

Para concretar, el hecho de la beligerancia, cuando va acompañado de las condiciones 

descritas, da a las partes de la contienda derechos y deberes internacionales otorgándoles la 

categoría de sujetos de derecho internacional. Como es fácil apreciar la "comunidad 

beligerante" es un sujeto provisional, dado lo precario de la situación de hecho en que se 

funda, la beligerancia o gana el control del territorio y el gobierno, o es eliminada 
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5.6. LA MUJER Y EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO.  

La cuestión de la mujer, y en especial el derecho internacional humanitario,  ha estado al 

margen de los derechos humanos durante años, está mereciendo un respeto cada vez mayor 

como ámbito de preocupación aparte en la actual orientación del derecho internacional. Por 

otra parte, aunque los derechos humanos de la mujer se encuentran más bien en una fase de 

desarrollo tanto desde el punto de vista del marco como del fondo, cada año que pasa 

permite discernir una elaboración más afinada de sus principios orientadores. Sin embargo, 

el nuevo interés que merecen los derechos humanos de la mujer y las repercusiones, aunque 

de poca monta, que ha tenido esta cuestión en el derecho humanitario no han dado lugar a 

un reconocimiento general de la necesidad de que los derechos humanos de la mujer 

ocupen un lugar especial en el derecho internacional humanitario. No obstante, se trata sólo 

de una cuestión de tiempo. Esperamos que ese reconocimiento, cuando llegue, irá 

acompañado de un nuevo examen del derecho humanitario para el que se tenga en cuenta la 

experiencia real de las mujeres en situaciones de conflicto armado. 

No cabe la menor duda de que el trabajo de las organizaciones de derechos humanos ha 

tenido una considerable repercusión en el enfoque adoptado para la protección de las 

mujeres en tiempo de conflicto armado. La protección de las mujeres víctimas de los 

conflictos siempre ha formado parte del cometido del DIH. Sin embargo, tradicionalmente, 

las mujeres han sido incluidas en la categoría general de personas civiles o en la categoría 

aparte de «mujeres y niños». Y esto ha sido así aunque las necesidades de esas diversas 

categorías de víctimas no sean idénticas.  

La invisibilidad de las mujeres y la violencia sexual rápidamente llegaron a su término con 

los acontecimientos que tuvieron lugar durante el conflicto armado en ex Yugoslavia, 

Aunque la violencia sexual contra las mujeres haya figurado en el orden del día de los 

organismos de derechos humanos durante varios años, fue este conflicto el que recubrió a la 

comunidad internacional y dio lugar al más significativo avance del derecho humanitario, 

atribuible a la cada vez mayor importancia dada a los derechos humanos de la mujer: la 

inclusión de la práctica de la violación en la categoría de infracciones graves.  
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En 1993, como respuesta al descubrimiento de infracciones generalizadas contra el derecho 

internacional humanitario en ex Yugoslavia, particularmente la violación y muchas otras 

formas de violencia sexual contra las mujeres, el Consejo de Seguridad estableció el 

Tribunal Penal Internacional para ex Yugoslavia con objeto de enjuiciar a las personas 

responsables de tales actos. Uno de los problemas que había que resolver era el del lugar de 

la práctica de la violación en los estatutos de ese Tribunal. En 1992, refiriéndose a lo que 

era una infracción grave contra el derecho humanitario, el comité internacional de la cruz 

roja declaró que la frase común en los Convenios de Ginebra y sus Protocolos “el hecho de 

causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad 

física o la salud” incluye claramente no sólo la violación, sino también cualquier otro 

atentado contra la dignidad de la mujer.   

Sin embargo, en los estatutos del Tribunal Penal Internacional para ex Yugoslavia, la 

práctica de la violación sólo es sancionable como crimen de lesa humanidad y, para que se 

la considere como tal, debe estar dirigida contra la población civil en su conjunto: que ese 

acto tenga lugar sobre una base individual no era suficiente. Pero la práctica de la había 

sido acusar a los autores de violencias sexuales por crímenes de guerra y violaciones 

graves.  

El examen a fondo de la cuestión de la violencia sexual contra las mujeres en los conflictos 

armados que llevan a cabo los grupos de derechos humanos ha dado lugar a la nueva 

percepción de que de esos actos deben ocuparse los principales organismos encargados de 

la aplicación del derecho internacional humanitario. Durante las negociaciones relativas al 

proyecto de estatutos para el tribunal penal internacional permanente se examinó la 

posibilidad de incluir diversas formas de violencia sexual contra las mujeres en la 

definición de crímenes de guerra, así como entre las infracciones graves contra el artículo 3 

común a los Convenios de Ginebra. Otras cuestiones que preocupan a las mujeres en 

relación con el procedimiento de aplicación en general también fueron examinadas en ese 

contexto: equilibrio de género en la composición de ese tribunal, protección de los testigos 

y de las víctimas, estudio de los delitos de violencia sexual.    
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Además en la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados 

de emergencia o de conflicto armado35, y Teniendo presente la necesidad de proporcionar 

una protección especial a las mujeres y los niños, que forman parte de las poblaciones 

civiles, estableció que se prohibían y se condenaban los ataques y bombardeos contra la 

población civil, que causa sufrimientos indecibles particularmente a las mujeres y los niños, 

que constituyen el sector más vulnerable de la población; Se considero actos criminales 

todas las formas de represión y los tratos crueles e inhumanos de las mujeres y los niños, 

incluidos la reclusión, la tortura, las ejecuciones, las detenciones en masa, los castigos 

colectivos, la destrucción de viviendas y el desalojo forzoso, que cometan los beligerantes 

en el curso de operaciones militares o en territorios ocupados. Otro aspecto que alli se 

reconocio fue que las mujeres y los niños que formen parte de la población civil y que se 

encuentren en situaciones de emergencia y en conflictos armados en la lucha por la paz, la 

libre determinación, la liberación nacional y la independencia, o que vivan en territorios 

ocupados, no serán privados de alojamiento, alimentos, asistencia médica ni de otros 

derechos inalienables, de conformidad con las disposiciones de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración de los 

Derechos del Niño y otros instrumentos de derecho internacional. 

Aunque las mujeres han desempeñado variadas funciones durante la guerra y en el 

establecimiento de la paz, especialmente como personal médico y administrativo y cada vez 

más como observadoras de elecciones, han quedado en gran medida al margen de las 

negociaciones oficiales de paz y de los procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones 

relacionadas con la guerra y la paz. Por eso es de gran importancia que las mujeres  se 

hagan sentir y que los ataques a los que han sido victimas  no queden en la impunidad  y en 

el silencio sino que se hagan públicos para que se castiguen las personas que afectan la 

integridad física moral y emocional de todas las mujeres del mundo. 
                                                 
35Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados  
de emergencia o de conflicto armado. Proclamada por la Asamblea General en su resolución 3318 (XXIX), de 
14 de diciembre de 1974. 
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5.6.1. Otras formas de violencia cometidas contra las mujeres en el marco del 

conflicto armado. 

Las detenciones masivas afectan diferencialmente a las mujeres, quienes además de ser 

víctimas, al igual que los hombres, de abuso de autoridad y violación al debido proceso, lo 

s on porque en varias oportunidades los móviles de estas detenciones tienen que ver con sus 

relaciones afectivas o sentimentales con supuestos miembros de las guerrillas y no con su 

directa participación en hostilidades. 

 

Los grupos armados ilegales (guerrillas y paramilitares) han sometido a las mujeres y las 

niñas a esclavitud sexual y doméstica. Miembros de las filas han abusado sexualmente de 

mujeres y niñas compañeras de armas. Mujeres y niñas han sido obligadas a anticoncepción 

forzada y aborto forzado. 

 
Los combatientes imponen un control social y de las condiciones de vida de las mujeres, 

dictan normas, fijan horarios, intervienen en conflictos familiares y comunitarios y aplican 

castigos que pueden incluir tortura, ejecución y otros tratos crueles y degradantes cuando 

hacen ejercicio de su autonomía y no se ajustan a los patrones militares que les imponen. 

 

En el conflicto armado colombiano la violación y otras formas de violencia sexual se 

presentan acompañadas de otras múltiples violaciones. Los ataques contra comunidades, 

masacres y homicidios, han incluido violaciones, abusos sexuales y mutilaciones de índole 

sexual cuya responsabilidad ha recaído fundamentalmente en grupos paramilitares. Los 

ataques que incluyen violencia sexual se han incrementado en la última década. La 

violencia sexual tiene como finalidad castigar o generar terror en comunidades y mujeres 

supuestamente colaboradoras de las guerrillas o también, con el propósito de forzar el 

desplazamiento para garantizar dominio territorial con fines económicos o políticos. 

 

En muchas ocasiones, la violación y la mutilación sexual han precedido a las masacres y 

homicidios, sin embargo las estadísticas no las registran como tales, quedando consignadas 

solamente como tortura u homicidios. 
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En las detenciones, registros y secuestros numerosos civiles han perdido la vida tras ser 

secuestrados o retenidos en sus casas, o durante incursiones a poblaciones llevadas a cabo 

por grupos armados. En muchos casos, la ejecución ha estado precedida de torturas y 

abusos o mutilaciones de índole sexual, o sus cadáveres han sido objeto de tales 

mutilaciones y otras atroces formas de abuso. 

 

Según el estudio realizado por la Liga de Mujeres Desplazadas las cifras más alarmantes, 

con respecto a las formas de violencia basada en género, se presentaron entre los años 

2000-2003; con 14, 21, 28 y 51 casos en cada uno de los años. Los actores reportados por 

las mujeres como los principales agresores, en aquellos casos que lograron ser identificados 

son: Autodefensas Unidas de Colombia AUC (67%), Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia FARC (14%); Ejército de Liberación Nacional ELN (10%) y Ejército Nacional 

(10%).  
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CAPITULO VI.  LA MUJER EN EL DESARROLLO DE LA PAZ. 

  
A través de la historia la mujer ha jugado un papel importante en la construcción de 

memoria de la sociedad. En Colombia esta tendencia no ha sido diferente. El conflicto la ha 

afectado de manera directa, pues la ha dejado viuda, huérfana y cabeza de familia; además, 

la ha obligado a convertirse en interlocutora de políticos y hombres armados.  

 

Dichas circunstancias han conducido a que las mujeres se organicen y lleven a cabo una 

lucha permanente por la reivindicación de su condición y su respeto en la sociedad. Ellas se 

han convertido en interlocutoras, en gestoras de cambios sociales y políticos, y lo han 

hecho a pesar de las presiones, desplazamientos, silenciamientos, violencias físicas y 

sexuales, intimidaciones, desapariciones (de ellas mismas, de sus padres, hijos o parejas) y 

en muchos casos, e incluso, a pesar de la muerte. Hasta ahora ellas habían sido tomadas 

como comodines de los enfrentamientos; el dicho popular lo afirma “en la guerra al 

hombre lo matan, a la mujer... la violan”. Ahora ellas quieren ser parte activa de la 

negociación, del diálogo, del cambio, de la voz de protesta y de la lucha por la 

reivindicación de derechos 

 

Existen registros de las consecuencias de la violencia sociopolítica ejercida específicamente 

contra las mujeres, que van desde "las redes de prostitución, hasta las violaciones, el abuso 

sexual, las enfermedades venéreas, el nacimiento de hijos no deseados", entre otros. 

Cuando las mujeres son combatientes, aumenta la crudeza del maltrato, pues en muchos 

conflictos bélicos las que son capturadas son sometidas a torturas especialmente crueles, las 

castigan no sólo por su participación en una rebelión sino por su trasgresión de los roles 

tradicionales asignados por la sociedad a la mujer.  

 

Así mismo, la violación de las mujeres capturadas, e incluso de aquellas que hacen parte de 

la sociedad civil, se convierte en un acto de guerra: el poseer a las mujeres del enemigo se 
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convierte en un acto simbólico de dominación. Las dimensiones del acceso carnal violento 

en el actual conflicto en Colombia son muy difíciles de calcular, aunque hoy en día se 

reconoce que este delito de guerra se ha generalizado en las guerras alrededor del mundo. 

 
 
6.1. UNA MIRADA A LA MUJER EN EL CONFLICTO ARMADO 
 
Analizando los diferentes impactos que los conflictos armados y las guerras tienen sobre 

mujeres y varones podemos decir que, si bien estos últimos son la mayoría de las víctimas 

mortales, las mujeres se ven sometidas a la violencia, los embarazos forzados, la esclavitud 

y la violencia sexual y constituyen la mayoría de la población en desplazamiento forzado. 

Con muy pocas excepciones, la situación de las mujeres en los conflictos armados ha sido 

sistemáticamente desconocida, la vulneración de sus derechos silenciada y las medidas 

conducentes a su reparación y restitución ignoradas.  

 

La utilidad de la construcción social de las identidades femeninas y masculinas, radica en 

que permite hacer un análisis de los diferentes roles asignados a hombres y mujeres en las 

situaciones de guerra y en la construcción de la paz. Con ello se evitan los estereotipos que 

presentan a las mujeres como inherentemente propensas a la paz y a los hombres como 

innatamente guerreros. Extiende las posibilidades de comprensión de la creciente presencia 

de mujeres en las filas de los diversos actores armados al reflexionar sobre la guerra desde 

la perspectiva de la cultura, puesto que es la cultura  la que define la concepción de lo 

masculino y de lo femenino que las sociedades construyen y desde las cuales las mujeres 

combatientes han vivido y enfrentado su acción en la guerra.     
 
Por otra parte, las mujeres no son sólo víctimas, sino que también son actoras directas, bien 

a través de la vinculación a las filas de uno u otro bando o a través del esfuerzo por apoyar 

u oponerse a la violencia tratando de sobrevivir en medio de la contienda.  Otro elemento 

que permitiría complementar este panorama de transformaciones en la feminidad y la 

masculinidad en el escenario de guerra, es la trasgresión de códigos tradicionalmente 

asignados a la feminidad con respecto al cuidado de la vida propia y otros aspectos de la 
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identidad femenina, o bien, la emulación en los patrones de la masculinidad guerrera 

asumidos por las mujeres en combate.”36 

 

La ampliación de este análisis permite entender cómo los roles tradicionales de las mujeres 

se potencian al servicios de los actores armados: “Los roles en la vida cotidiana de la 

familia en la que ellas son trabajadoras gratuitas de toda la familia, las dispensadoras de 

salud, de bienestar, de alimento y de estrategias para sortear todas las dificultades 

económicas, esos mismos roles los pasan a cumplir en las zonas ocupadas por los guerreros 

y se traducen en trabajos forzados, en la producción de alimentos, en la confección y 

arreglo de ropas de ellos, las ponen a hacerles los uniformes y son formas de trabajo 

forzado que no son remuneradas; encontramos también el fenómeno de la enajenación y del 

enamoramiento colectivo de los actores (armados) cuando llegan a las zonas y brindan 

seguridad a quienes son incondicionales con ellos y en esa circulación de poder están 

también las mujeres como parte de la cultura, como parte de la sociedad y como parte de 

ese proyecto patriarcal guerrero. Al interior de las mismas organizaciones armadas la 

situación parece perpetuar estos patrones, de acuerdo a los testimonios de algunas mujeres 

que han militado en ellas. En efecto, la discriminación que enfrentan en estas 

organizaciones las obliga a realizar esfuerzos y trabajos adicionales en la búsqueda del 

reconocimiento de su aporte, de su puesto y de su lugar.  

 

Se trata de dinámicas esenciales a estructuras centrales en el poder militar. No es un 

problema de número o de proporciones, la participación de la mujer pasa por la capacidad o 

incapacidad de la estructura y de los actores mismos para dar y recibir una especificidad.37  
   

                                                 
 
36 Velásquez, Magdala. Reflexiones sobre el conflicto armado colombiano desde una mirada feminista, en: 
Revista “En Otras Palabras”, Número 8. Mujeres, Violencias y Resistencias, Bogotá, enero-julio, pp.30-32 
.2001 
 
37 Navia, Carmiña. Guerra y paz en Colombia miradas de mujer. Universidad del Valle, Cali, abril 2003. 
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Este género –en un tiempo- se  encontraba atrapado por las formas de actuar propias de las 

mujeres en la sociedad de nuestro tiempo. Cedieron espacios de autonomía frente al otro, 

asumieron que las labores domésticas y el cuidado de los hijos eran responsabilidad 

fundamental de las mujeres, aceptaron que las tareas de los compañeros tenían mayor 

importancia que las de ellas, sacrificaron su crecimiento por apoyarlos.  

 

En situaciones más recientes, como es el caso de las audiencias realizadas en el contexto 

del fallido proceso de negociación del conflicto adelantado por la Administración Pastrana 

(1998-2002) con las FARC, la invisibilización de las mujeres fue una constante, cuando fue 

el proceso de la mesa del Caguán, por parte de la insurgencia no había una sola mujer, 

muchas mujeres combatientes, ni una mujer en la mesa de negociación hasta que se exigió 

de parte de las mujeres de acá, fueron las que hicieron presión para que hubiera una mujer 

de parte de la insurgencia. 

 

Por tal razón la participación hay que peleársela, no se trata que las llamen, hay que asentar 

su voz para decir  que están presentes,  que son seres pensantes y desbordantes de grandes 

ideas y que no se puede desconocer que ellas  también tienen historia . La voz de las 

mujeres casi siempre es silenciada, los que discuten son los hombres, pero ahora el 

propósito es hacer ver que las mujeres son seres grandiosos que también luchan por nuestra 

paz. 

 

6.2. LA  DISCRIMINACIÓN  Y VIOLENCIA CONTRA  LA MUJER. 

 

La definición  de la  mujer nos la da el artículo 1° de la  convención sobre la eliminación de 

todas las formas de discriminación  contra la mujer y  su definición es: “toda distinción, 

exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o como resultado 

menoscabar o anular el reconocimiento, el goce o el ejercicio de la mujer, 

independientemente de su estado civil y sobre la base de la igualdad  entre los sexos de los 
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derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 

cultural y civil o en cualquier otra esfera.”38 

 
La violencia contra  la mujer es muy frecuente y es algo que se a convertido en una 

situación normal del diario vivir de ellas; entendemos por violencia contra la mujer toda 

amenaza o todo acto  de  violencia, tanto privado como publico; por la condición femenina 

de la victima, que tenga o pueda tener  como fin o un daño o sufrimiento físico, sexual o 

psicológico, una coacción o una privación arbitraria  de la libertad, constituye violencia en 

contra de la mujer. Podemos observar que la violencia  contra la mujer abarca varios actos 

como violentos, sexuales  y psicológicas producidos en la familia. Donde también se 

pueden incluir maltratos  y abusos sexuales de las niñas en el hogar; actos de violencia 

física, sexual  y psicológica en cuya perpetración o tolerancia tenga responsabilidad el 

estado.   

 

6.3. ¿PORQUE DEBE HABER DERECHOS ESPECIALES PARA LA MUJER? 
 
Si bien las mujeres tienen todos sus derechos reconocidos  en el derecho internacional de 

los derechos humanos, estos se consideraron insuficientes  para poder brindar una respuesta 

adecuada a la diversidad, especificidad  y complejidad  de la problemática de la mujer. Para 

poder construir una sociedad  realmente igualitaria   se consideró que tenía que ser 

indispensable, adoptar  ciertos instrumentos  especiales  para las mujeres  que consideraran 

su vulnerabilidad. Tanto en las esferas publicas como en las privadas  y así se reconocieran  

las necesidades particulares  y que garantizaran eficazmente  la eliminación  de las 

inequidades  históricas  y las injusticias  estructurales  que experimentan  las mujeres por el 

simple hecho de ser mujer. 

 
Los instrumentos que se han creado para los derechos  humanos de la mujer rompen con el 

sistema de jerarquías y de subordinación y discriminación  entre los géneros  
                                                 
38 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. Adoptada y abierta 
a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 
1979. 
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comprometiendo a los estados  y haciendo extensivo  a la sociedad en general,  al respecto 

de las normas , costumbres  y practicas que garanticen una realidad  igual  entre el hombre 

y la mujer;  debemos entender que esta igualdad debe alcanzarse  reconociendo sus 

diferencias , identificando y generando  respuestas a las inquietudes  y necesidades de la 

mujer, teniendo en cuenta  la complejidad de la situación  de las mujeres, y dando poder y 

una participación  real a la mujer  en los ámbitos políticos, económicos, sociales  y 

culturales a los efectos de lograr  una plena contribución  de la mujer el desarrollo  

democrático  y a la paz en nuestras sociedades.   

 

6.4. DIFERENTES GRUPOS DE MUJERES LUCHADORAS POR LA PAZ. 

 

Las mujeres son víctimas de especial brutalidad e injusticia en las situaciones de conflicto 

armado. Con frecuencia, sus cuerpos se convierten en instrumentos para destruir y humillar 

al enemigo y, sea cual sea su papel en los conflictos, nunca gozan de los mismos recursos, 

derechos y autoridad que los hombres. Por esta y muchas mas razones de peso diferentes 

grupos civiles de mujeres se han organizado para luchar en pro de la paz y para hacer sentir 

su voz de trabajo por su género y por todas las victimas de los conflictos armados. Por esta 

razón haremos un recuento de los grupos más importantes e imponentes de mujeres que han 

trabajado en busca de la solución a  las confrontaciones violentas, y que han logrado 

grandes proesas con su actuar. Dentro de estos encontramos:  

 

6.4.1. La Constituyente Emancipatoria De Mujeres Y La Agenda De Las Mujeres Por 

La Paz. 

 
Estas iniciativas están enmarcadas en la necesidad de encontrar un lenguaje, unos criterios 

y una voz unificada de las mujeres frente a lo que se quiere en un proceso de paz. “La 

intencionalidad nuestra es tomar la palabra y decidir por la paz, y para tener qué decir, 

tenemos que unificar agendas, focalizar puntos, precisar objetivos y tener capacidad de 

incidencia en la decisión sobre el tema de la paz.” Esos son los antecedentes que dan origen 

a la Constituyente Emancipatoria de Mujeres, en cuyo proceso de formación se conforma la 
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Agenda de las Mujeres por la Paz, donde confluyen más de 26 organizaciones de mujeres 

de todo el país. Los objetivos de la Constituyente Emancipatoria de Mujeres, realizada en 

Bogotá, del 25 al 29 de noviembre de 2002, eran los siguientes:  

 

• Construir una Agenda Básica para la paz que desde las mujeres incida en los procesos de 

negociación del conflicto armado. 

• Auto-instituir un Pacto Nacional entre Organizaciones de Mujeres que consolide los 

acuerdos logrados en la Constituyente Emancipatoria de Mujeres.  

• Buscar solución negociada del conflicto armado mediante la unidad de las mujeres en su 

diversidad.  

• Conformar una red internacional de mujeres contra las guerras, cuyos principios 

feministas guíen el accionar articulado hacia la desmilitarización de la vida y el cuerpo de 

las mujeres que permita desinstalar los “insumos” hacia la paz con justicia social y de 

género. 

• Articular las agendas para la paz que incluyan los derechos económicos, sociales, 

culturales y ambientales de las mujeres y promuevan y vigilen que haya procesos de 

verdad, justicia y reparación. 

• Apropiación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, para 

lograr el cumplimiento y la exigibilidad de la misma.   

 
 
6.4.2. Ruta Pacífica De Las Mujeres Por La Negociación Política De Los Conflictos. 

 
La Ruta Pacífica inicia sus labores en 1995 como respuesta de un grupo de organizaciones 

de mujeres  ante la violación “masiva” de mujeres en Pueblo Nuevo, Urabá, para manifestar 

su apoyo a las familias de las víctimas y expresar su rechazo a la guerra. Se constituye así 

la Mesa de Trabajo de Medellín, Antioquia, en la que participaban ONG, grupos, redes, 

instituciones y mujeres independientes de la ciudad de Medellín. 

 

La Mesa hizo extensiva la propuesta a las organizaciones de mujeres de Bogotá, Cali, 

Barranquilla, Cartagena, Chocó, Putumayo, Popayán, Pereira y Manizales, con la idea de 
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impulsar una propuesta política de las mujeres de cara al conflicto armado en especial, y 

frente a la guerra, en general, desde la necesidad apremiante de realizar diversas acciones y 

un pronunciamiento por la forma como se venía desenvolviendo el conflicto armado en el 

país. 

 

La Ruta Pacífica ha avanzado en un proceso de institucionalización del movimiento político 

de mujeres por la paz y articula un buen número de organizaciones, instituciones, grupos de 

mujeres, mujeres independientes y mujeres académicas. La Ruta, en cuanta expresión 

explícita política, potencia y enriquece el pensamiento y movimiento feminista. Su agenda 

resalta tres puntos centrales: ninguna guerra tiene justificación, las negociaciones políticas 

deben incluir los elementos que transformen los conflictos públicos y privados y que 

respondan a las causas que dan origen al conflicto, las cuales incluyen los temas 

relacionados con la etnicidad, el género y la clase, y los símbolos y el lenguaje de la paz 

deben ser empleados para contrarrestar los que son usados por los actores armados y 

quienes promueven la guerra. 

 

La Ruta tiene un significativo impacto debido a su carácter nacional, agrupando 

aproximadamente a 71 organizaciones asociadas a ella. Dentro de estas organizaciones cabe 

mencionar que en el Cauca, en la Ruta están comprometidas las organizaciones de mujeres 

que hacen parte de las organizaciones indígenas de este departamento. Tales organizaciones 

han sido calificadas por algunos analistas como las organizaciones populares más fuertes de 

América Latina. De igual manera, en Bogotá, la Casa de la Mujer es ampliamente 

reconocida como una institución reconocida por su trabajo en las áreas de violencias contra 

las mujeres, políticas públicas y género, derechos sexuales y reproductivos. 

 
La estrategia de protección busca preservar en forma individual y colectiva los derechos y 

la vida de las mujeres y sus organizaciones mediante la adopción de planes de emergencia y 

alerta temprana. De especial relevancia es la estrategia de reparación individual y colectiva, 

con la cual se busca crear las condiciones para la reconciliación nacional desde ahora, en 
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medio del conflicto armado. El  énfasis se pone en los procesos de verdad para que no 

queden impunes crímenes de lesa humanidad.   

 

En el desarrollo de su labor la Ruta ha contado con el apoyo de varias agencias del Sistema 

de Naciones Unidas, como las Oficinas del Alto Comisionado de Naciones Unidas para 

Refugiados ACNUR, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos y del Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer UNIFEM, que le 

otorgó el Premio Paz de Milenio para las Mujeres 2001, UNIFEM-International Alert. La 

Ruta ha desarrollado diferentes acciones frente a los anteriores procesos de paz realizados 

por la Administración Pastrana (1998-2002). En tal sentido, participó en la mesa de diálogo 

entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP, mediante interlocución directa con personas y 

representantes de entidades con presencia en tal mesa o en el comité temático. Mantiene 

relaciones de interlocución con Monseñor Alberto Giraldo J. quien participó en la Mesa de 

Negociación a nombre de la Iglesia Católica. En relación con las conversaciones de 

acercamiento sostenidas por la Administración Pastrana con el ELN, la Ruta participó en 

dos reuniones con representantes de esta organización, una en Venezuela y otra en Itagüí. 

En el nivel local, las mujeres y organizaciones ligadas a la Ruta entran de diversas maneras 

en interlocución sufren la acción del enfrentamiento entre la fuerza pública, las guerrillas y 

otros grupos armados, especialmente las autodefensas. Organizaciones de mujeres 

campesinas se ven obligadas ya sea a interpelar a los grupos armados por diversas acciones, 

o a padecer el desplazamiento, asesinato o masacre de personas, en muchos casos, cercanas. 

Desde 1996, la Ruta Pacífica ha realizado numerosas marchas en diferentes regiones del 

país para presionarla salida negociada del conflicto, la no violencia y la  democracia, dentro 

de las cuales están la marcha nacional Las Mujeres Paz Haremos, realizada en Bogotá en 

julio de 2002 y la marcha por la paz en el Putumayo en noviembre de 2003. Ha promovido 

encuentros regionales por la paz, foros y seminarios nacionales, dentro de los cuales se 

destacan el Tribunal de la Verdad que se llevó a cabo en Cartagena en 1998 (“Denunciando 

la impunidad y recobrando la memoria”) sobre los delitos cometidos contra las mujeres en 

las zonas de conflicto y el Encuentro Internacional de Mujeres Contra la Guerra realizado 

en Bogotá en agosto de 2004.   
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6.4.3. Organización Femenina Popular (OFP). 

 

La Organización Femenina Popular (OFP) es una organización de base con sede en 

Barrancabermeja y su zona de influencia abarca el Magdalena Medio y otros municipios 

del país. La zona ha sido históricamente caracterizada por el conflicto, sede de Empresa 

Colombiana de Petróleos, ECOPETROL y lugar de origen del ELN. Surgió en la década de 

1970, en el contexto marcado por las movilizaciones campesinas y populares en el país y 

por la incidencia de la Iglesia Católica a través de la Teología de la Liberación, corriente 

que manifiesta su opción por los pobres y la desarrolla a través de acciones de orden 

político, social y económico. Desde el inicio, la OFP se propuso “buscar abrir un espacio 

para la mujer barranqueña, en medio de una sociedad marcadamente injusta y opresora en 

su doble condición de mujer y mujer pueblo”.  En 1998 se forma un grupo que decide 

trabajar con autonomía respecto de la iglesia, mientras que otra parte se mantiene unida al 

trabajo en las parroquias. Quienes optan por la autonomía se orientan por una opción de 

género y de clase ligada a las luchas populares orientadas al cambio de las condiciones de 

desigualdad estructural que se dan en la sociedad colombiana, en lo social, lo político y lo 

económico y por el reconocimiento pleno de los derechos de las mujeres. La Organización 

Femenina Popular tiene una cobertura de 98.200 mujeres aproximadamente en la región del 

Magdalena Medio, en los municipios de Barrancabermeja, San Pablo, Puerto Wilches, 

Cantagallo y Yondó. La OFP, en el contexto de alta incidencia de conflictos del Magdalena 

Medio, se ha ocupado en buena parte de la defensa de las mujeres, de la lucha por sus 

derechos en cuanto tales y como ciudadanas. Para ello ha realizado múltiples encuentros y 

seminarios que han contado con la presencia de personalidades del orden nacional e 

internacional, de naturaleza civil y religiosa. En tal sentido, ha trabajado con el apoyo de 

organizaciones internacionales como la Organización Internacional de Migraciones OIM, 

Consejería en Proyectos PCS, Alto Comisionado de Naciones Unidas para Refugiados 

ACNUR, Embajada de Canadá, Consejo Noruego para Refugiados NCR, Diakonia y 

Brigadas Internacionales de Paz. La OFP en este contexto se ha visto obligada a mantener 

diferentes tipos de relación con los actores armados que se disputan la región y frente a 
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todos ha definido claramente su independencia y opción por la paz así como la tramitación 

política de los conflictos. La OFP ha construido respuestas a necesidades fundamentales de 

las mujeres y, por ende, con proyección al resto de la población mediante proyectos para 

mejorar la calidad de vida, la educación, la salud y, también, alternativas económicas 

productivas tales como mercados móviles, restaurantes populares, granja agro ecológica y 

venta de productos alimenticios.  

 

En el área de economía solidaria, la OFP a través de Coopmujer apoya y forma a sus 

integrantes y a los grupos de las casas OFP para la realización de actividades económicas 

productivas y de subsistencia. Con la población desplazada presta atención psicológica y 

apoyo psicosocial, propiciando espacios de interlocución entre hombres y mujeres con 

relación a este tema. 

 

También impulsa procesos de resarcimiento y reparación del daño. Desarrolla una posición 

de autonomía frente a las presiones de los actores armados: “Aunque la guerra que vivimos 

nos quiere obligar a tomar partido, nos negamos a la guerra y a las armas, creando 

permanentes formas de resistencia, amando y luchando por la vida digna, visibilizando el 

papel de la mujer, ganando participación”. Impulsa acuerdos humanitarios parciales por 

temas y por regiones y resalta el carácter civilista de las organizaciones de mujeres. De la 

misma forma, la OFP ha impulsado “la Cadena de Mujeres Contra la Guerra y por la Paz” 
que busca llegar a toda la población de la Región y permite avances conceptuales y 

prácticos en términos de derechos humanos y pacifismo. Desde la mirada de este grupo, 

hablar de los efectos del conflicto implica no separar la  violencia social y la violencia 

política, que en su sentir constituye las dos caras de la realidad que desde más de cincuenta 

años vive la región, que generan intolerancia frente al disenso y las exigencias de justicia 

social, dignidad y libertad de hombres y mujeres. 

 

La OFP propone impulsar acuerdos humanitarios parciales con actores armados, por temas 

y por regiones, en el marco del Derecho Internacional Humanitario. A nivel político, esta 

organización propone desarrollar una propuesta pública de negociación desde las mujeres, 
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propuesta que comparte con la Red Nacional de Mujeres. Con tal fin “continuará el proceso 

de fortalecimiento y articulación de las mujeres en la defensa de la vida, llegar a ser una 

sola fuerza y ganar en unidad”. Como puntos a ser tenidos en cuenta en los procesos de 

negociación que puedan desarrollarse, la OFP incluye:  

 

• Acuerdo sobre la situación de la población desplazada. 

• Acuerdo sobre la propiedad de la tierra (procesos de extinción de dominio, programas de 

desarrollo agropecuario). 

• Presencia de las mujeres en los acuerdos, políticas y programas.  

• Apoyo a las mujeres por parte de entidades y gobiernos extranjeros. 

• Participación en programas de importancia regional tales como el PDPMM (Programa de 

Desarrollo y Paz del Magdalena Medio). 

• Desarrollo de acuerdo sobre la política petrolera y de recursos naturales en el país.  
 
 
 
6.4.4. Red Nacional de Mujeres. 

 

La Red Nacional de Mujeres se formó en 1991 como estrategia de participación política de 

las mujeres en la Asamblea Constituyente responsable de la formulación y promulgación de 

la Constitución Nacional de 1991. La Red Nacional de Mujeres surge con el propósito de 

incidir e incentivar la participación política de las mujeres. Con esta participación se logró 

la inclusión de varios artículos en la nueva Constitución Política del país que garantizan la 

igualdad entre mujeres y hombres y prohíben la discriminación por sexo, etnia, religión u 

opción política (Artículo 13), la adecuada y efectiva participación de la mujer en niveles  

decisorios de las diferentes ramas del poder público (Artículo 40) y el reconocimiento de la 

necesidad de acciones positivas en la búsqueda de la eliminación de las discriminaciones 

(Artículo 43). La Red articula diversas organizaciones no gubernamentales y de base que 

provienen de sectores intelectuales y académicos así como de agrupaciones de mujeres 

reinsertadas. Ha trabajado extensamente sobre los temas de los derechos de las mujeres, la 

historia política de las mujeres, la agenda de las mujeres por la paz, especialmente en lo 
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relacionado con los aspectos legales y la importancia de incorporar una perspectiva de 

género en el derecho humanitario. Estas actividades han generado un amplio 

reconocimiento en el Movimiento por la Paz a la perspectiva de género expresada por la 

Red. En la Comisión Temática del proceso Administración Pastrana y FARC-EP, la red 

presentó sus planteamientos “con los aportes de más de 60 organizaciones de mujeres, de 

paz, de derechos humanos, organizaciones sociales y empresariales”. De igual manera, en 

las ONG y organizaciones sociales vinculadas a la mesa ciudadana y, en general, en 

espacios generados a nombre de la sociedad civil, existe un claro reconocimiento de los 

aportes de la Red a las iniciativas por la paz.  

 

La Red participó en el proyecto “Colombia Va”, iniciativa de la Embajada Holandesa, para 

promover aportes ciudadanos a la agenda de negociación definida durante la administración 

Pastrana en el proceso de paz adelantado en esa época. La ausencia de las mujeres en las 

instancias de toma de decisiones y de negociación del conflicto ha sido señalada por la red 

tanto en representación del Estado, como de la insurgencia, de la sociedad civil y el 

movimiento social en general. En tal sentido, llama la atención sobre la ausencia total de 

mujeres en la mesa de diálogo y negociación. En el Comité Temático solamente 

participaron dos mujeres. En el proceso con el ELN, en la reunión de Ginebra, apenas 

participaron siete mujeres entre ochenta invitados, una de ellas de la insurgencia. En el caso 

del Consejo Nacional de Paz, de los 63 miembros solamente 3 son mujeres. Con este 

panorama, la Red ha aportado un esfuerzo pedagógico relacionado con procesos educativos 

y de empoderamiento de las mujeres en su diversidad étnica, cultural, de clase, regional, 

generacional, para lograr una participación con incidencia en los escenarios sociales y 

políticos en que se desenvuelven en el proceso de construcción de la paz. Asimismo, aporta 

en el proceso de construcción y elaboración de contenidos de la agenda, para lograr la 

aplicación de la perspectiva de género al análisis de la situación socioeconómica  política, 

cultural, militar y humanitaria del país, así como en la adopción de acuerdos para la 

transformación social en la perspectiva de la solución negociada del conflicto social y 

armado. Dentro de las actividades desarrolladas por la Red Nacional de Mujeres es de 

particular importancia la relacionada con la recuperación de la memoria histórica de las 
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mujeres afectadas por el conflicto armado, para lo cual se ha creado el “Observatorio de los 

Derechos Humanos de las Mujeres en Colombia: en situaciones de conflicto armado las 

mujeres también tienen derechos”. El Observatorio se ha propuesto hacer visibles los 

efectos del desplazamiento forzado en las mujeres colombianas y plantear una serie de 

recomendaciones de política pública para su atención. 

 

6.4.5. Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz (IMP). 
 
 

La Iniciativa de Mujeres por la Paz (IMP) es una alianza de organizaciones de mujeres y 

mixtas integradas en la actualidad por 22 organizaciones que surge en el 2002, luego de 

reflexionar sobre la situación de las mujeres en el contexto de guerra en la Conferencia de 

Mujeres contra la Guerra en Estocolmo, Suecia, en el mes de septiembre de 2001. Los 

acuerdos resaltan: 

 

• La necesidad de construir un nuevo proyecto democrático de convivencia que garantice el 

ejercicio pleno de la ciudadanía de las mujeres.  

• Una solución política negociada del conflicto armado interno que contemple la realización 

efectiva de reformas democráticas de carácter económico, social, político y cultural.  

• Una perspectiva incluyente que incorpore las necesidades e intereses de las mujeres con 

sus representaciones en las instancias y espacios de decisión, con pensamiento, cuerpo y 

agenda de las mujeres por lo que no se delega la representación en ningún otro sector u 

actor. 

• La exigencia a los actores armados en conflicto de acogerse de manera unilateral e 

inmediata a las normas contenidas en el Derecho Internacional Humanitario. 

• La condena a todos los actores armados que se apropian, despojan de la tierra, matan y 

desplazan a mujeres y hombres campesinos, indígenas y afrocolombianos, lo cual agrava la 

situación de exclusión y pobreza de las mujeres.  

En la actualidad la alianza puede dar cuenta de un proceso participativo nacional y sectorial 

que durante los ya casi cuatro años de existencia, se ha empeñado en la construcción, 
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difusión, convalidación, interlocución y negociación de una Agenda de las Mujeres por la 

Paz (AMP). 

 

Este instrumento ético-político construido desde las necesidades y propuestas de las 

mujeres, asumidas como sujetos políticos en formación, es la herramienta básica para logar 

los dos objetivos que en el presente sirven de guía de la Iniciativa: La participación 

incidente de las mujeres en los procesos de negociación del conflicto armado y la 

disminución de la afectación del conflicto en las mujeres. Una de las principales tareas 

desarrolladas  ha consistido en lograr la inclusión de muchos de los puntos en los Planes de 

Desarrollo nacionales, departamentales y municipales. Hasta la fecha se han incluido 

puntos de la Agenda de Mujeres por la Paz en 48 planes municipales y 4 departamentales. 

Tres puntos de la Agenda de Mujeres por la Paz han sido incluidos en el Plan Nacional de 

Desarrollo. De igual manera, han logrado incorporar varios de los contenidos de la Agenda 

de Mujeres por la Paz en las Asambleas Constituyentes Departamentales llevadas a cabo en 

tres departamentos (Antioquia, Tolima y Nariño), en donde las organizaciones de mujeres 

de IMP han sido protagónicas. Durante el año de 2004, han trabajado en la acción política 

municipal, departamental, regional y nacional mediante el desarrollo y la profundización de 

la Resolución 1325 de octubre del 2000 emanada del Consejo de Seguridad de Naciones 

Unidas, que insta a los gobiernos parte a trabajar en políticas públicas de prevención, 

participación y reconciliación para las mujeres en países en conflicto. En este contexto, la 

participación de las organizaciones de mujeres en los espacios de diálogo y negociación 

política del conflicto armado y su papel en la construcción de la paz y en la reconciliación 

nacional se constituye en la carta de navegación del grupo. Ente las actividades llevadas a 

cabo en los últimos periodos, se destacan las siguientes: Operación Sirirí por los Acuerdos 

Humanitarios, la II Ágora Voces y Pensamientos de las Mujeres en Verdad, Justicia y 

Reparación, el Encuentro Internacional de Mujeres contra la Guerra, eventos sectoriales de 

jóvenes, afrodescendientes e indígenas para fortalecer y dinamizar sus dinámicas 

organizativas así como la elaboración de la propuesta sobre Mesa de Incidencia por la 

Verdad, la Justicia y la Reparación con perspectiva de género para incidir en el proceso de 

negociación entre el gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia.  
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6.4.6. Confluencia Nacional de Redes   
 
La Confluencia Nacional de Redes se crea en 1998, conformada por 10 redes de carácter 

nacional e internacional, que reúne a más de 150 grupos y cuyo propósito ha sido la 

generación de influencia política a favor de los derechos de las mujeres. Hacen parte de la 

Confluencia la Red Nacional de Mujeres-Regional Bogotá, la Red Colombiana de Mujeres 

por los Derechos Sexuales y Reproductivos, la Red de Educación Popular Entre Mujeres-

REPEM, la Red de Mujeres y Participación Política, la Fundación de Apoyo Comunitario-

FUNDAC, Mujeres 2000 y Católicas por el Derecho a Decidir. 

 
 6.4.7. Mesa Nacional de Concertación de Mujeres.  
 
La Mesa Nacional de Concertación de Mujeres se crea en 2000, concebida y construida 

como un espacio amplio, pluralista, sectorial y democrático. 

En ella se articulan organizaciones, grupos y redes de mujeres a nivel nacional, regional y 

local, con el propósito de formular propuestas y realizar acciones conjuntas que incidan en 

la vida política y social del país.  A la Mesa  actualmente pertenecen el Departamento de la 

Mujer de la ANUCUR, la Asociación Nacional de Mujeres Campesinas e Indígenas de 

Colombia ANMUCIC, el Movimiento de Actoras y Autoras de Paz- MAAP, la Red de 

Mujeres Jóvenes Feministas, la Federación de Mujeres Campesinas-FEDEMUC, el 

Movimiento Popular de Mujeres-MPM, la Asociación de Mujeres Campesinas-

ASODEMUC, la Red de Mujeres Líderes de Suba-Bogotá, la Casa de la Mujer Bogotá, la 

Red de Organizaciones de Mujeres de Ciudad Bolívar y el Proyecto Pasos.  

 

6.4.8. Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado. 
 
La Mesa inició su trabajo en septiembre de 2000 por iniciativa del Instituto 

Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos ILSA. Busca evidenciar las múltiples 

formas de violencia que afectan a las mujeres y niñas en el marco de la violencia 

sociopolítica, incluida la del conflicto armado interno colombiano. Se propone contribuir a 

sensibilizar a la sociedad colombiana frente a estas formas de violencia. Su conformación 
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obedeció a la constatación de la escasez de diagnósticos sobre los efectos diferenciados de 

violencia sociopolítica  incluyendo la proveniente del conflicto armado, sobre mujeres y 

niñas, lo cual dificulta la definición de acciones, proyectos y políticas que atiendan las 

necesidades de protección y atención de mujeres y niñas. La mesa promovió la visita a 

Colombia de la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre Violencia contra  la Mujer, 

con su visita, se logró hacer visible ante la comunidad internacional la situación de las 

mujeres y niñas del país frente a la violencia y la formulación de unas recomendaciones que 

buscan mejorar la garantía y cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres y las 

niñas en Colombia. La Mesa desde el 2001 ha producido informes anuales sobre la 

situación de las mujeres y niñas a la luz, en las diversas regiones del país y con especial 

énfasis en las condiciones de las comunidades indígenas y afrocolombianas afectadas por el 

conflicto armado interno y el desplazamiento. 

 

En la Mesa participan la Asociación Juana de Arco, Asociación Nacional de Mujeres 

Campesinas e Indígenas de Colombia ANMUCIC, Programa Mujer y Familia de la 

Asociación Nacional de Usuarios Campesinos-Unidad y Reconstrucción ANUC-UR, 

Corporación Casa de la Mujer, Colectivo de Mujeres Excombatientes, Colectivo María 

María, Comisión Colombiana de Juristas, Corporación Apoyo a Comunidades Populares 

CODACOP, Fundación Educación y Desarrollo FEDES, Humanizar, ILSA, Instituto de 

Derechos Humanos Guillermo Cano de la Escuela Superior de Administración Pública, 

Ruta Pacífica de las Mujeres, Liga Internacional de Mujeres por la Paz y la Libertad 

LIMPAL, Liga de Mujeres Desplazadas de Bolívar, Organización Femenina Popular OFP, 

Red Nacional de Mujeres Bogotá y la Escuela de Estudios de Género de la Universidad 

Nacional de Colombia.   

 

6.4.9. Movimiento Nacional De Mujeres Autoras Y Actoras De Paz. 
 
Nace como una iniciativa de la Fundación Diálogo Mujer y en él confluyen 61 

organizaciones que reflejan la diversidad étnica y generacional: indígenas, afro 

colombianas, jóvenes, así como de sectores urbanos populares de 12 departamentos, 13 

ciudades y 10 municipios del país, además de organizaciones que trabajan directamente con 
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población desplazada. Mujeres Autoras y Actoras de Paz ha participado en el Mandato 

Ciudadano de la Sociedad Civil, en algunas asambleas locales, regionales y distritales de la 

Asamblea Nacional Permanente de la Sociedad Civil por la Paz, en el Congreso Nacional 

Ambiental y en el Consejo Nacional de Paz. Con otras organizaciones han realizado las 

“Vigilias de las Mujeres por la Vida y por la Paz”, en la Plaza de Bolívar de Bogotá todos 

los 18 de cada mes. Participó en el proceso de creación del Consejo Nacional de Paz. 

Asimismo, han participado en las mesas de trabajo para la primera audiencia pública de 

mujeres en el Caguán y en el comité coordinador de la Marcha Mundial de las Mujeres por 

la No Violencia hacia las Mujeres y en contra de la pobreza, realizada en el 2000. Ante la 

estrategia de la guerra a la ciudad en donde se pretende urbanizar el conflicto, promovieron 

la Declaratoria de Ciudad Bolívar como territorio de paz. En marzo de 1998, coordinaron la 

Mesa “Las jóvenes y la paz” en la Asamblea Nacional de Mujeres por la Paz Contra la 

Impunidad y por la Vida  Han realizado trabajos conjuntos con la Ruta Pacífica en Bogotá 

para desarrollar los eventos mensuales de Mujeres de Negro, bajo la consigna 

“QUEREMOS VIVIR... Y SIN VIOLENCIAS”. A nivel internacional, estuvieron presentes 

en las Jornadas de Solidaridad por la Paz de Colombia, realizadas en Madrid España 

(diciembre de 1997). Continúan participando y presionando en instancias de la sociedad 

civil que se pronuncian en contra de la guerra como lo demuestra su participación el 25 de 

julio del 2002 en la Marcha nacional de mujeres contra la guerra.  

 
6.4.10. Madres y Familiares de Miembros de la Fuerza Pública, Retenidos y Liberados 
por Grupos Guerrilleros. 
 
Esta organización nace como respuesta a la privación de la libertad y retención de policías 

y soldados por parte de las guerrillas. Actualmente existen alrededor de 500 policías y 

soldados secuestrados por las guerrillas con el objetivo político de establecer intercambios 

con el Gobierno. Algunos de los secuestrados se encuentran retenidos desde hace más de 4 

años. La expresión de estas madres es muy importante políticamente en términos del 

esfuerzo por unificar criterios y recorrer el país. En su mayoría, se trata de mujeres de 

sectores populares en busca de contactos y diálogos con los diferentes actores del conflicto 

armado para saber sobre las condiciones en que se encuentran sus hijos y familiares y 
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lograr su liberación. Con ello, han logrado la solidaridad de diversos sectores de la nación y 

mantener en la agenda pública la discusión sobre la necesidad de los acuerdos 

humanitarios. Han promovido reuniones con el Defensor del Pueblo, el Alto Comisionado 

de Paz y representantes del Congreso, entre otros. Han propiciado tomas de iglesias y 

monumentos históricos, a la vez que han hecho uso de las herramientas legales, tales como 

los derechos de petición para lograr una interlocución con la Presidencia de la República.  

En términos de los procesos de participación política y de empoderamiento de las mujeres 

que hacen parte de Madres y Familiares, debe destacarse su capacidad de hacer el tránsito 

forzado desde sus vidas enmarcadas en el ámbito de lo privado-doméstico hacia lo público- 

político en las más duras circunstancias del conflicto armado en el país. Con el aprendizaje 

realizado, han demostrado su capacidad de reivindicar su condición de interlocutoras 

válidas frente a todos los actores del conflicto y su posición de rechazo a la guerra. 

 

6.4.11. Liga De Mujeres Desplazadas Por La Violencia En Bolívar. 
 
La Liga de Mujeres Desplazadas por la Violencia de Bolívar se formó por iniciativa de la 

Liga Internacional de Mujeres por la Paz y la Libertad LIMPAL (WILPF), seccional 

Colombia en Cartagena, Bolívar. LIMPAL ha trabajado procesos organizativos con mujeres 

desplazadas desde 1995. 

 

La Liga es el resultado del trabajo sobre los derechos humanos de las mujeres desplazadas, 

quienes se organizan “para defender el derecho a la vida y luchar contra la discriminación y 

el señalamiento que nos quería identificar con cualquiera de los actores ilegales del 

conflicto, lo que nos negaba el derecho al ejercicio de nuestra ciudadanía y a luchar por 

justicia, verdad, reparación, compensación y sanción para los responsables”.  

 

Desde 1999, la Liga viene trabajando en el fortalecimiento de un proceso organizativo 

dirigido a la búsqueda de respuestas de parte del Estado a las necesidades más apremiantes 

de las mujeres desplazadas. Aglutina más de quinientas mujeres, de las cuales el 90% son 

afrodescendientes, más del 50% son mujeres cabeza de familia, ubicadas principalmente en 

las zonas marginales de la ciudad de Cartagena y municipios del área metropolitana.    
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La Liga tiene como objetivo lograr la justicia, reparación, compensación y, eventualmente, 

el retorno y la estabilización socioeconómica de aquellas mujeres que se han decidido por 

el reasentamiento desde una perspectiva y enfoque de género.El departamento de Bolívar se 

ha constituido en el primer departamento expulsor de población. Esta  expulsión es 

generada por la lucha territorial que se ha llevado a cabo entre paramilitares y el ELN y las 

FARC-EP, que ha provocado un éxodo de poblaciones enteras que han sido posteriormente 

arrasadas por los grupos de paramilitares.   
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CAPITULO VII. TRABAJO DE CAMPO 

 

7.1. PRESENTACIÓN. 

 

Nuestro trabajo de campo se baso en el análisis de los diferentes trabajos y estudios 

realizados por Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 

Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República, aproximadamente del año 

1998 a 2006. 

 

El estudio es de tipo descriptivo, analiza los datos relacionados con  el tema del conflicto 

armado  desde al año 1998 aproximadamente hasta nuestros días,  especificando los grupos 

armados irregulares y los ataques que tanto ellos como la fuerza publica a ejercido contra 

ellos o contra la población civil y sus bienes. 

 

La población objetivo de investigación  esta dividida por regiones o zonas, que  en nuestro 

concepto son las mas afectadas por la violencia y que involucran violación a los derechos 

humanos y por consiguiente  el derecho internacional humanitario. 

 

Esta investigación se desarrolla en dos etapas; la primera esta enmarcada en el análisis 

regional de los conflictos,  dentro de los cuales están urabá antioqueño, norte del valle, 

caldas y los santanderes y sur del cesar. En una segunda etapa se empleara unos dtoa 

suministrados igualmente por la vicepresidencia y el observatorio de derecho humanos y 

DIH, donde se establecen  los ataques contra la población civil, las ciudades y los 

departamentos mas afectados por esta violencia y un informe sobre las desmovilizaciones 

realizadas por los grupos de autodefensas. 
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7.2. PRIMERA ETAPA. 

 

7.2.1.  Urabá Antioqueño.39  Estructura de los grupos de autodefensas, combates entre las 

fuerzas militares  y grupos ilegales y desplazamientos forzados consecuencia de la 

violencia en la región. 

 

 

 

 

 

 
 

                                                             

                                                             

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
 
39 Información obtenida del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 
Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República. 
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7.2.2. NORTE DEL VALLE: Se establecen los combates que  se realizaron a 2005 de la 

fuerza publica contra los grupos armados iregulares y las acciones de estos grupos 

ilegales.40 

     

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                         

                                                                                                                                                                                

                                                                                                                                     

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
40 Información obtenida del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 
Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República. 
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7.2.3. CALDAS: Podemos observar la presencia  de las FACR y el EPL en este 

departamento, la intensidad de esas confrontaciones y los homicidios y secuestros producto 

de los conflictos.41 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
41 Información obtenida del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 
Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República. 
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7.2.4. SANTANDERES Y SUR DEL CESAR: 42  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
42 Información obtenida del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 
Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República. 
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7.3. SEGUNDA ETAPA. 

 

7.3.1. Homicidios:43 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                 
43 Información obtenida del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 
Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República. 
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7.3.2. Resultados De Operaciones De La Fuerza Pública. 

 

7.3.2.1. Contra la subversión.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

7.3.2.2. Contra los grupos de autodefensas: 
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7.3.3. Desmovilizados.  
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7.4. Análisis y resultados. 

 

En los primeros nueve meses de 2006, el departamento del Cauca fue el más afectado, 

puesto que allí se registraron tres de los cuatro ataques perpetrados, uno el 14 de abril en 

Toribío, donde guerrilleros de las FARC y el ELN incursionaron en el pueblo, destruyendo 

la estación de Policía, 15 viviendas y la sede del Banco Agrario; el segundo acaeció el 21 

del mismo mes, cuando miembros de la columna móvil Jacobo Arenas y el frente 6 de las 

FARC atacaron Jambaló, la estación de Policía y la Iglesia y el último, el 3 de septiembre, 

en Caldono, nuevamente la columna móvil Jacobo Arenas y el frente 6 de las FARC 

atacaron el municipio. El otro ataque a población se presentó en abril en Guachaves 

(Nariño).  

 

En 2006, el primer ataque a población se registró el 4 de marzo, por parte de integrantes del 

frente 47 de las FARC, que incursionaron con explosivos y armas de fuego al 

corregimiento Montebonito del municipio de Marulanda (Caldas), destruyendo varias 

viviendas y asesinando a dos civiles, entre ellos un menor de ocho meses de edad y un 

agente de la Policía Nacional. En agosto, miembros de las FARC atacaron simultáneamente 

los municipios de Casabianca y Villahermosa (Tolima); en ambos municipios resultaron 

averiadas varias viviendas, robaron los bancos y fue asesinada una menor de edad en la 

primera localidad.  

 

Entre enero y septiembre de 2006, se registraron 12.580 homicidios, 7% menos que los 

registrados para el mismo periodo de 2005, año en el cual se presentaron 13.532, 

manteniéndose la tendencia a la baja de los últimos años, puesto que en todos los meses 

considerados se han registrado un número menor de homicidios que en 2005.  

 

En 6 de los 33 departamentos del país (incluyendo el Distrito Capital), se concentró el 55% 

del total de homicidios registrados entre enero y septiembre de 2006, siendo Valle del 

Cauca, al igual que en el año anterior, el departamento que registró el mayor número de 

homicidios para este periodo, con 2.540 homicidios, concentrando el 20% del total de 
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homicidios a nivel nacional. Le sigue Antioquia con 1.574 homicidios (13%), el Distrito 

Capital con 1.004 (8%). A pesar de que Valle ocupe el primer lugar, el número de 

homicidios disminuyó en un 5% con respecto a lo registrado en el mismo periodo de 2005. 

Antioquia, por su lado, continúa presentando una tendencia a la disminución, al registrar 

9% menos que el año anterior, al igual que Bogotá que registró una merma del 20% con 

respecto al año anterior y Risaralda con una disminución de 14%. Por el contrario, Nariño 

presentó un aumento de 7%, en cuanto al número de homicidios registrados en los primeros 

9 meses del año y Norte de Santander, registró 2 homicidios en comparación con el año 

anterior.  

 

En el departamento del Valle, el 71% de los homicidios se concentraron en cinco 

municipios, esencialmente en Cali con 44% (1.105), Buenaventura con el 11% (269), 

Palmira con 7% (185), Tulúa con 7% (173) y Cartago con 3% (83). En Antioquia, al igual 

que en el Valle del Cauca, la capital departamental concentró el mayor número de 

homicidios con 523, que representan un 33% del total departamental, seguido por Bello e 

Itagüi con 78 homicidios cada uno, que equivalen al 5% respectivamente. En Nariño, el 

52% del total de homicidios cometidos en el departamento se concentró en dos municipios, 

pero a diferencia de los demás departamentos considerados no fue la capital la que 

concentró el mayor número de homicidios, sino en este caso Tumaco con 165 homicidios, 

que representan el 28% del total de víctimas, le sigue Pasto con 100 víctimas (17%).  

 

En Norte de Santander, el 50% de los homicidios del departamento se concentró en la 

capital Cúcuta con 293 homicidios, seguido por Tibú con 55 homicidios, que equivale al 

9%. En el caso de Risaralda, Pereira concentró el 47% de los homicidios del departamento 

(275), seguido por Dosquebradas con 21% (120) y Santa Rosa de Cabal con 91% (55).  

 

Según información suministrada por el Ministerio de Defensa, entre enero y septiembre de 

2006 fueron capturados por la Fuerza Pública 3.886 miembros de la subversión, 

registrándose una disminución del 1%, con respecto al mismo periodo del año anterior, 

cuando se presentaron 3.938.  
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Con respecto a muertes en combates de miembros de la subversión, éstas aumentaron en 

16%, al pasar de 1.409 entre enero y septiembre de 2005 a 1.638 para el mismo periodo de 

2006. 44 

 

La Fuerza Pública capturó a 857 miembros de los grupos de autodefensa entre enero y 

septiembre de 2006, 65% menos que lo registrado para el mismo periodo del año anterior, 

durante el cual fueron capturados 2.479.  

Según información suministrada por el Ministerio de Defensa, para 2006 murieron en 

combate con la Fuerza Pública 109 miembros de los grupos de autodefensa, registrándose 

una disminución del 59% con respecto al mismo periodo de 2005, cuando se presentaron 

268.  

 

Estas disminuciones tanto en términos de capturas, como de muertes en combates están 

claramente relacionadas con el aumento en las desmovilizaciones masivas de este grupo 

ilegal que a marzo de 2006 completó la entrega de la mayoría de sus combatientes.  

El Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado (PAHD) del Ministerio de 

Defensa reporta, al comparar el número de desmovilizaciones individuales que se 

presentaron entre enero y septiembre de 2005 y 2006, una tendencia estable en las 

desmovilizaciones individuales, puesto que para 2005 se presentaron 1.936 

desmovilizaciones voluntarias, mientras que en 2006 se registraron 1.941.  

 

De las 1.941 desmovilizaciones registradas entre enero y septiembre de 2006, 1.545 (80%) 

corresponden a personas vinculadas a la subversión, lo que representa un aumento de 43% 

en comparación con el mismo periodo del año 2005. Para el caso de las autodefensas, 

representan el 20%, lo cual equivale a una disminución de 54% en las desmovilizaciones 

voluntarias, puesto que la mayoría de sus integrantes se han acogido al proceso de paz 

adelantando por el Gobierno y se han desmovilizado colectivamente.  

                                                 
44 Información obtenida del Observatorio de Derechos Humanos y DIH del Programa Presidencial de 
Derechos Humanos y DIH, Vicepresidencia de la República. 
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Los departamentos y distritos capitales, con mayor número de desmovilizaciones 

voluntarias entre enero y septiembre de 2006, fueron Bogotá con 367 desmovilizados, que 

representan el 19% del total nacional para este periodo, seguido por Antioquia con 205 

desmovilizaciones, que representa el 11% del total, Caquetá con 145 (7%), Meta con 126 

(6%) y Nariño 102 (5%). Para el caso de Antioquia, Meta y Caquetá, coincide con un 

incremento en el número de combates en estos departamentos por iniciativa de la Fuerza 

Pública, lo cual ha provocado un aumento en el número de desmovilizaciones. De acuerdo 

con la base de intensidad de la confrontación de los boletines diarios del Das, en estos 

departamentos se concentró el 40% del total de los combates librados por la Fuerza Pública 

entre enero y septiembre de 2006: 20% en Antioquia, 14% en Meta y 6% en Caquetá.  

 

Al comparar el mismo periodo de 2005 y 2006, se evidencia un aumento en la participación 

de menores de edad que dejaron las filas de los grupos armados, al pasar del 15% en el 

primer año a 17% en el segundo. Lo mismo ocurre en el caso de las mujeres, cuyo 

porcentaje se incrementó en 12% en 2005 a 17% en 2006. De acuerdo con lo registrado en 

2006, el nivel de educación de los desmovilizados es bastante bajo, puesto que el 15% de 

ellos son analfabetas, el 41% no culminaron la primaria, el 24% apenas completaron el 

ciclo de básica primaria, y el 20% restante terminó la secundaria.  

De otro lado, producto de las negociaciones de paz que el Gobierno nacional viene 

adelantando con grupos de autodefensas, en el periodo enero-septiembre de 2006, se han 

desmovilizado colectivamente 17.579 integrantes de las autodefensas, de los cuales 1.536 

hombres, pertenecían al Bloque Élmer Cárdenas. 
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CAPITULO VIII. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 

 

 

8.1. CONCLUSIONES. 

 

1. Podemos observar que nuestro país ha vivido en un constante conflicto que ha 

generado que nuestra sociedad se revele y no sea un ente que ve el desarrollo de este 

gran problema. 

 

2. Las normas de derechos humanos y el derecho internacional humanitario en algunos 

casos es simple letra muerta ya que si estamos, en tiempo de guerra, debería  

proteger a las personas que no participan en las hostilidades o que han dejado de 

hacerlo. Si su principal objetivo es limitar y evitar el sufrimiento humano en tiempo 

de conflicto armado, deberíamos hacerlo a cabalidad. 

 

3. Tratamos de llevar a cabo varios diálogos de paz con los grupos ilegales de nuestro 

país, que la gran mayoría no han servido porque lo que hacemos es darle rienda 

suelta a los grupos para que se organicen mas y puedan realizar mas ilícitos. 

 

4. Vimos  que significado tiene la sociedad civil en nuestra sociedad, pero lo realmente 

importante es saber  el papel activo de dichos grupos civil frente a la necesidad de 

hacer cumplir o valer sus derechos. 

 

5. Observamos que las mujeres son seres maravillosos que a pesar de los problemas de 

nuestra sociedad, luchan y trabajan por  conseguir la tan anhelada paz de nuestro 

pais, y que por tal razón debemos valorarlas y unirnos a sus intenciones para salir 

adelante con nuestra problemática.  



  

 134

 

6. Las diferentes organizaciones de mujeres han trabajado arduamente ya que a  través 

de la historia han jugado un papel importante en la construcción de memoria de la 

sociedad. Dado que los conflictos las han afectado de manera directa, dejándolas 

viudas, huérfanas y cabezas de familia; además, la ha obligado a convertirse en 

interlocutora de políticos y hombres armados, han procurado sobresalir logrando 

exitosos resultados. 

 

8.2. RECOMENDACIONES. 

 

1. Todas las personas de nuestra sociedad debemos tomar el ejemplo de los grupos 

organizados de mujeres, para así hacer frente al conflicto interno de nuestro país y 

luchar conjuntamente por la paz de nuestro territorio.  

 

2. La legislación que tenemos en cuanto al derecho humanitario realmente en nuestro 

concepto no se aplica de manera integra, podríamos hacer un esfuerzo para que 

nuestra legislación   contemple normas que exijan el cumplimiento de los principios 

de este derecho y así respetar las personas que son victimas de la violencia y así 

mismo las no intervinientes. 

 

3. Se requiere una mejor información  a la ciudadanía de todo lo que genera un 

conflicto como el que actualmente vivimos y que han querido  disfrazar de una 

manera astuta, así las personas no vivirían en el anonimato y se preocuparían mas 

por organizarse en grupos para luchar por la paz. 
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